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La Sala Especial de Seguimiento a la Sentencia T-302 de 2017, conformada por la 

magistrada Paola Andrea Meneses Mosquera y los magistrados Vladimir Fernández 

Andrade y José Fernando Reyes Cuartas, quien la preside, en ejercicio de sus 

competencias constitucionales y legales, profiere el presente auto. 

 

I. SÍNTESIS DE LA DECISIÓN 

 

La Sala valoró el objetivo constitucional mínimo segundo que exige “mejorar la 

efectividad de los programas de atención alimentaria y aumentar la cobertura de los 

de seguridad alimentaria” en el grado de cumplimiento bajo. Lo anterior al encontrar 

que, si bien se reportaron acciones dirigidas a garantizar el derecho a la alimentación 

de las familias Wayuu, estas no responden a las obligaciones y exigencias ordenadas 

por la Corte en la Sentencia T-302 de 2017.  

 

De acuerdo con el análisis, en materia de atención alimentaria, se observó que las 

fallas en el diseño de la política pública, las inconsistencias en la información 

presupuestal, el bajo desempeño a la hora de proponer e implementar acciones, el 

inadecuado reporte de información veraz, pertinente, útil y consistente, así como, la 

ausencia de indicadores en términos de goce efectivo de derechos; permitieron 

concluir que no se ha alcanzado una mejora significativa en la efectividad de los 

programas.  

 

En materia de seguridad alimentaria se encontró que: (i) los programas e 

inversiones reportados no han garantizado el derecho a la alimentación sostenible y 

soberana de la niñez Wayuu, (ii) persiste el desequilibrio entre las acciones en cabeza 

del Gobierno nacional y las adelantadas por los municipios, (iii) no existe un plan 

estructural dirigido a superar el asistencialismo, y (iv)  la ausencia de la Encuesta 

Nacional de Situación Nutricional (ENSIN) y de un Plan Nacional de Seguridad 

Alimentaria y Nutricional (PNSAN) actualizado, comprueban que no se ha 

conseguido un aumento constante en la cobertura de los programas.  

 



La Sala también identificó cuatro bloqueos institucionales: (i) ausencia de acciones 

dirigidas a resolver los problemas estructurales, (ii) problemas a la hora de recopilar 

y reportar la información, (iii) ausencia de una línea base e indicadores expresados 

en goce efectivo de derechos y (iv) falta de transparencia y sostenibilidad de las 

acciones. Para remediarlos se dispuso que el MESEPP, a través del Comité técnico 

del derecho humano a la alimentación y desarrollo de capacidades productivas, 

presente: un Plan Estructural en materia de alimentación y un informe que explique 

las inconsistencias detectadas en los programas existentes. Además, la toma de 

acciones inmediatas en el distrito de Riohacha para remediar la situación de 

comunidades sin acceso al PAE. También se solicitaron conceptos en materia de 

alimentación del pueblo Wayuu y, finalmente, el acompañamiento de los órganos de 

control en materia de transparencia de los recursos públicos.    
 

II. ANTECEDENTES 

 

1. En la Sentencia T-302 de 2017 la Corte declaró la existencia de un estado de 

cosas inconstitucional (ECI) en relación con el goce efectivo de los derechos 

fundamentales a la alimentación, la salud, el agua potable y la participación de las 

niñas y niños Wayuu de los municipios de Maicao, Manaure, Riohacha y Uribia, La 

Guajira, expresado en las altas cifras de muertes de niñas y niños por desnutrición y 

causas asociadas. Para superarlo y proteger los derechos tutelados, la Corte emitió 

órdenes estructurales y definió unas condiciones para su cumplimiento, entre los que 

se destacan ocho objetivos constitucionales mínimos. El segundo de ellos establece 

la obligación de “mejorar la efectividad de los programas de atención alimentaria y 

aumentar la cobertura de los de seguridad alimentaria”1.  

 

2. El 29 de julio de 2024, el magistrado sustanciador ordenó a la Consejería 

Presidencial para las Regiones (la Consejería), en su función de coordinadora del 

Mecanismo Especial de Seguimiento y Evaluación de las Políticas Públicas 

(MESEPP), rendir un informe sobre las dos dimensiones del objetivo segundo, 

“mejorar la efectividad de los programas de atención alimentaria” y “aumentar la 

cobertura de los de seguridad alimentaria”.  
 

III. CONSIDERACIONES 

 

1.1. Competencia  

 

3. La Sala Octava de Revisión de la Corte Constitucional, por medio del Auto 

042 de 2021, asumió la competencia para conocer del cumplimiento de la Sentencia 

T-302 de 2017, actualmente radicada en la Sala Especial de Seguimiento a la 

Sentencia T-302 de 2017. Esta Sala, entonces, es competente para pronunciarse sobre 

el acatamiento de lo ordenado en esa decisión y en el seguimiento. 

 

1.2. Objeto y estructura de la decisión 

 

4. Este auto tendrá la siguiente estructura. Primero, se recordarán los 

fundamentos del objetivo constitucional segundo expuestos en la Sentencia T-302 de 

2017 y en el seguimiento (sección A). Luego, se enunciará la información allegada 

a la Sala durante el seguimiento en relación con el cumplimiento del objetivo 

 
1 Corte Constitucional, Sentencia T-302 de 2017, f. j. 9.4.2.  



(sección B). Seguidamente, se valorarán las acciones reportadas (sección C). 

Finalmente, se expondrán las decisiones y medidas que adoptará la Sala (sección D). 

 

A. Fundamentos de la Sentencia T-302 de 2017 y de los autos de seguimiento 

sobre el objetivo constitucional mínimo segundo2 

 

5. La Sala definió dos componentes de las medidas a adoptar. En primer lugar, 

la atención alimentaria, que consiste en aquellos programas e iniciativas estatales 

que a partir de la entrega de alimentos y servicios relacionados se dirigen a garantizar 

los derechos de la niñez Wayuu3. Si bien se constató la existencia de los programas, 

las exigencias de la sentencia se centran en mejorar su efectividad, con el fin de 

alcanzar los niveles mínimos en los cuatro indicadores básicos de la alimentación 

infantil4. En segundo lugar, la seguridad alimentaria, que consiste en la adopción de 

medidas para garantizar el acceso continuo a una alimentación que cumpla con los 

estándares de nutrición adecuados5, así como la soberanía y autonomía del pueblo 

Wayuu6. Es decir, son las iniciativas dirigidas a proveer los medios de subsistencia, 

sobre las que se exigió un aumento constante en su cobertura7.   

 

6. En la Sentencia T-302 de 2017 la Corte estableció tres componentes que 

estructuran el derecho fundamental a la alimentación. En primer lugar, la 

disponibilidad de los alimentos, que consiste en las posibilidades que tiene el 

individuo de alimentarse directamente (aprovechamiento de la tierra o de otras 

fuentes naturales), o mediante sistemas de distribución, elaboración y de 

comercialización (traslado de los alimentos a donde sea necesario)8. Esta dimensión 

también contempla la cantidad y calidad suficiente, así como la aceptabilidad de los 

alimentos en cada cultura9.  
 

7. En segundo lugar, la accesibilidad sostenible, que depende de la capacidad 

física y económica para hacerse de alimentos10.  Ambos son considerados contenidos 

mínimos11 y están atados a la sostenibilidad ambiental12. En tercer lugar, la seguridad 

alimentaria13 que entraña la garantía para las generaciones futuras de contar con los 

recursos naturales necesarios que garanticen una alimentación adecuada y 

autónoma14.  
 

8. Posteriormente, la Corte, mediante el Auto 696 de 2022, encontró que, en 

relación con la nutrición infantil, persistían inconvenientes en el logro de los niveles 

mínimos de dignidad, lo que repercutía en el logro de los objetivos constitucionales, 

de manera particular, frente a los componentes de atención y seguridad alimentaria15. 

 
2 En este acápite se sintetizan las principales características del OCM segundo. Las demás características del derecho 

y la síntesis del objetivo constitucional segundo se encuentran en el anexo 2 de este auto. 
3 Corte Constitucional, Sentencia T-302 de 2017, f. j. 9.4.2.1. 
4 Ibid., f. j. 9.1.4.4. y el resolutivo décimo. Los indicadores son: (i) tasa de mortalidad por desnutrición en menores de 

5 años; (ii) prevalencia de desnutrición crónica en menores de 5 años; (iii) prevalencia de desnutrición global en 

menores de 5 años, y (iv) prevalencia de desnutrición aguda.  
5 Ibid., f. j. 6.4.1.8. 
6 Ibid., f. j. 9.4.2.2.  
7 Ibid., f. j. 9.4.2.2.1. 
8 Sentencia T-302 de 2017, f.j. 6.4.1.3.  
9 Ib. f. j. 9.4.2.1.2 
10 Ib.  
11 Los contenidos mínimos fueron acogidos de la Observación General número 12 del Comité del Pacto. 
12 Es decir, a la exigencia de garantizar la disponibilidad de alimentos a las generaciones presentes y futuras 
13 “implica el derecho de consumir comida saludable que cumpla con los estándares de nutrición adecuados”. Corte 

Constitucional, Sentencia T-302 de 2017, f. j. 6.4.1.8. 
14 Ibid., f. j. 6.4.1.3 y 9.4.2.2.1. 
15 Corte Constitucional, Auto 696 de 2022, f. j. 113  



Por esta razón, ordenó que el Plan Provisional de Acción (el Plan) en materia 

alimentaria implementara acciones que sirvieran como medidas de urgencia para 

lograr el goce efectivo de este derecho16. 

 

9. El Plan, se ordenó como una medida cautelar para agilizar la satisfacción de 

los derechos tutelados y establecer unos parámetros de acción que, de manera 

urgente, atendieran las directrices definidas en la sentencia, mientras se adoptan las 

políticas estructurales dirigidas a superar el ECI. En el Auto 1843 de 2024, la Sala lo 

aprobó como un instrumento de planificación, que contribuye a la toma de decisiones 

y al seguimiento de las acciones. Ello no implicó ni la superación del ECI, ni una 

valoración en términos de IGED sobre los derechos. De este modo, su ejecución y el 

impacto material de las acciones en él previstas, son evaluadas a partir de los 

objetivos constitucionales mínimos que desarrollan el aspecto sustancial de los 

derechos protegidos, como se hará en esta oportunidad respecto del derecho a la 

alimentación.   

 

B. Información allegada durante el seguimiento en relación con el objetivo 

constitucional mínimo segundo 
  

10. La Sala de Seguimiento recibió información de la Consejería sobre las 

acciones de atención alimentaria y las acciones de seguridad alimentaria17. Frente a 

la dimensión de atención alimentaria el Plan reportó 10 acciones dirigidas a la niñez 

Wayuu, que se clasifican en dos grupos: unas a cargo del Ministerio de Educación 

Nacional (MEN) y de la Unidad Administrativa Especial de Alimentación Escolar 

(UAPA), y otras a cargo del ICBF18. Frente a la dimensión de seguridad alimentaria 

el Plan reportó 8 acciones dirigidas a garantizar el derecho a la alimentación de las 

familias Wayuu. Estas acciones se clasifican en 2 grupos, las iniciativas a cargo del 

Gobierno nacional y las iniciativas a cargo de las entidades territoriales19.  

 

11. Por otra parte, la Sala recibió informes de la Procuraduría General de la 

Nación, la Defensoría del Pueblo, Dejusticia y la Veeduría20. Adicionalmente, se 

recibieron informes y conceptos de expertas y expertos en el marco de las 

inspecciones judiciales realizadas en septiembre de 2021 y abril de 202321.  

 
Tabla 1. Información allegada a la Sala Especial frente al derecho a la alimentación 

# Nombre Contenido 

1 

Acciones y 

respuestas 

reportadas 

Frente a la dimensión de 

atención alimentaria 

Acciones reportadas en el Plan 

Informe gubernamental 

Frente a la dimensión de 

seguridad alimentaria 

Acciones reportadas en el Plan 

Informe gubernamental 

2 

Informes de las entidades y organizaciones 

de la sociedad civil que acompañan el 

seguimiento 

Procuraduría General de la Nación (la Procuraduría) 

Defensoría del Pueblo (la Defensoría) 

Veeduría Ciudadana para la Implementación de la Sentencia 

T-302 de 2017 (la Veeduría) 

 
16 Se sugiere consultar el Anexo número 5 del presente auto.  
17 Las acciones se reportaron en el Plan y en el informe remitido por la Consejería en cumplimiento del Auto del 29 de 

julio de 2024. Este último documento, además de contener explicaciones y datos sobre las acciones del Plan, detalla 

algunos programas propios del funcionamiento ordinario de las entidades. 
18 Las acciones contempladas en el Plan pueden observarse en el anexo número 5 de esta providencia. De igual forma, 

el anexo número 6, contiene la información detallada en el informe de la Consejería sobre el Programa de Atención 

Alimentaria (PAE) en los municipios de Manaure, Maicao, Riohacha y Uribia (2018-2024) y el anexo número 7, 

contiene información respecto a las Iniciativas del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). 
19 Su enunciación y síntesis se encuentra en los anexos 7 y 8 de este auto. 
20 La síntesis de su contenido se encuentra en los anexos 11, 12 y 13 de esta providencia. 
21 Las descripciones, conclusiones y recomendaciones que de ellos se destacan, están incluidos en el anexo 14. 



3 

Informes y 

conceptos 

de expertas 

y expertos 

Inspección judicial del 24 de 

septiembre de 2021 (Auto 

443 de 2021) 

Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad 

(Dejusticia)  

Experta Gloria Pinzón Villate 

Inspección judicial del 17 al 

21 de abril de 2023 (Auto 

274 de 2023) 

Experto Gustavo Cediel Giraldo 

 

C. Análisis y valoración de las acciones  

 

12. En esta sección, la Sala Especial analizará y valorará las acciones reportadas 

por las entidades obligadas en cumplimiento del objetivo constitucional mínimo 

segundo a partir de la metodología desarrollada en el Auto 480 de 2023. En primer 

lugar, la exposición se hará con base en las dos dimensiones del derecho a la 

alimentación, puntualmente, el análisis de las acciones en materia de atención 

alimentaria y el análisis de las acciones en materia de seguridad alimentaria. En 

segundo lugar, tendrá presente: (i) la información contenida en el Plan; (ii) las 

adicionales reportadas en el informe de la Consejería; (iii) los informes de 

verificación del Ministerio Público, (iv) los informes de expertas y expertos, (v) así 

como la información oficial disponible.  

 

(i) Análisis de las acciones en materia de atención alimentaria  

 

13. Esta dimensión del objetivo constitucional exige una mejora en la efectividad 

de los programas de atención alimentaria. Los programas reportados en esta materia 

se circunscriben al PAE y a las iniciativas del ICBF. Para la Sala, una mejora en la 

efectividad implica comprobar la existencia de una articulación coherente entre los 

objetivos formulados en la política pública y las acciones implementadas para 

alcanzarlos22. Es decir, verificar si las acciones reportadas tienen la capacidad de 

lograr el fin propuesto que, en este caso, se concreta en “alcanzar los niveles mínimos 

en los cuatro indicadores básicos de la alimentación infantil para la superación del 

[ECI]”23. 

 

14. En este orden de ideas, la Sala se pronunciará sobre dos grupos de acciones: 

un primer grupo de acciones relacionadas con el “Programa de Alimentación Escolar 

(acciones 7 y 8 del Plan)” y un segundo grupo de acciones relacionadas con las 

“Iniciativas del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar”. En consecuencia, la 

Sala valorará las acciones reportadas a la luz de los criterios de análisis establecidos 

en la Sentencia T-302 de 2017, que para este objetivo constitucional son: acciones 

básicas a considerar, órdenes específicas e indicadores básicos. 

 
Tabla 2. Criterios de análisis en los programas de asistencia alimentaria 

Acciones básicas por considerar24 

I Aumento en la cobertura de los programas 

II Mejoramiento de la ejecución presupuestal 

III Formulación o reformulación de lineamientos 

IV Diseño de programas compatibles con la cultura Wayuu y adaptados a las realidades del territorio guajiro  

V Objetividad y la transparencia para la selección de contratistas y comunidades 

Órdenes específicas25 

VI Prohibición de regresividad  

VII 
Indicadores que abarquen la disponibilidad y accesibilidad de los alimentos. Así como, la recuperación 

nutricional luego de la intervención de la entidad estatal. 

VIII Convocatoria del MEN al MESEPP 

 
22 Córdova, Marco, Gobernanza y políticas públicas: La seguridad ciudadana en Bogotá y Quito, (Bogotá: Editorial 

Universidad del Rosario, 2018).  
23 Corte Constitucional, Sentencia T-302 de 2017, f. j. 9.4.2.1. 
24 Sentencia T-302 de 2017, f. j. 9.4.2.1.  
25 Ibid., f. j. 9.4.2.1.1, 9.4.2.1.2,  9.4.2.1.3. y 9.4.2.1.4. 



Indicadores básicos26 

IX Porcentaje de niñas y niños Wayuu beneficiados 

X Porcentaje de corregimientos y comunidades beneficiadas 

XI 
Porcentaje de comunidades con recorridos menores a 2 horas para el acceso a un punto de atención 

alimentaria 

XII Porcentaje de niñas y niños con desnutrición que se recuperaron 

XIII Porcentaje de satisfacción de las comunidades 

 

a. Análisis de las acciones relacionadas con el “Programa de 

Alimentación Escolar (acciones 7 y 8 del Plan)”. 

 

15. Formulación o reformulación de lineamientos. Este parámetro se asocia al 

diseño y analiza el proceso mediante el cual se definen las pautas y directrices 

generales que guían la elaboración e implementación de políticas públicas27. Así 

como su correspondiente revisión y/o actualización. Además, al tener presente que 

la efectividad de las políticas públicas se basa en el nivel de capacidad que tienen las 

acciones para lograr los objetivos pretendidos, la Sala analizará la correspondencia 

entre objetivos y acciones. Para ello, parte de la pertinencia y conducencia como 

requisitos que permiten determinar la correcta planificación. 

 

16. Las primeras acciones objeto de análisis están relacionadas con las actividades 

escolares. El Plan contempla dos acciones. La número 7 consiste en “la entrega de 

un Complemento Alimentario para el consumo en la jornada académica”. Por su 

parte, la número 8 consiste en “la entrega de una canasta de alimentos equivalente al 

complemento alimentario que se suministra en el PAE, para la preparación y 

consumo en casa durante el receso escolar de fin de año”. La obligación de cumplir 

tales acciones se radica en el MEN, la UAPA y las entidades territoriales. 

 

17. Según el Plan, las acciones 7 y 8 responden a los objetivos específicos del 

Auto 696 de 2022. Particularmente a los propósitos de: (i) aumentar la frecuencia y 

la cantidad de las raciones que se entregan a las niñas y niños Wayuu, lo que en 

principio se relaciona con el aumento de las coberturas; (ii) mejorar la comunicación 

con las comunidades, objetivo que se observa de manera sistemática con el octavo 

objetivo constitucional28; (iii) conocer de manera permanente la situación actual de 

cada una de las niñas y de los niños que allí residen, aspecto que permitiría avanzar 

en la construcción de indicadores sobre el número de niños y niñas beneficiados y 

recuperados, y (iv) aumentar los equipos de búsqueda activa de los casos de 

desnutrición, cuya relación con los objetivos previstos en el Auto 696 y en la 

sentencia no es clara, como se precisará a continuación.  

 

18.  La Sala estima que las acciones referidas son pertinentes y conducentes frente 

a los primeros tres objetivos específicos. En efecto, la entrega de alimentos en las 

instituciones educativas y de manera complementaria en los hogares, se dirige a 

cumplir el propósito de aumentar la frecuencia y la cantidad de las raciones que se 

entregan a las niñas y niños Wayuu. Además, son medidas de urgencia para lograr la 

alimentación de las personas protegidas. En este sentido, existe correspondencia 

entre las órdenes establecidas por la Corte y los medios previstos para cumplirlas. Lo 

que le permitiría alcanzar, por el momento, una mejora en su efectividad. 

 

 
26 Ibid. Anexo IV Síntesis de objetivos, indicadores, acciones y órdenes específicas.  
27 José Emili Graglia, “Modelo relacional de políticas públicas”, en Políticas públicas. Retos y desafíos para la 

gobernabilidad, compilado por Dulfary Calderón Sánchez (Bogotá: Universidad Santo Tomás, 2016)   
28 Garantizar un diálogo genuino con las autoridades legítimas del pueblo Wayuu. 



19. Sin embargo, ni el Plan, ni el informe, especifican la relación existente entre 

la entrega de los alimentos y el cuarto objetivo específico -búsqueda activa de casos 

de desnutrición-. Ante la ausencia de un nexo causal entre la entrega de alimentos a 

través del PAE y la búsqueda activa de casos de desnutrición, la Sala concluye que 

estas acciones no son conducentes para cumplir con ese propósito.  

 

20. Mejoramiento de la ejecución presupuestal. Sobre este componente, la Sala 

identificó inconsistencias en los valores reportados en el Plan y los publicados en el 

Tablero de Control del DNP. Mientras que, en el Plan la acción 7 contaba con un 

presupuesto de $100.392.043.928 y la acción 8 con $7.359.958.48029, en el Tablero 

de Control se evidencian $141.103.821.832 y $15.086.243.697, respectivamente30. 

Si bien se percibe un aumento en los recursos destinados para garantizar los derechos 

de la niñez indígena, la Sala encuentra preocupante que no haya información sobre 

las razones de la modificación del presupuesto. Además, no se tiene certeza si este 

aumento corresponde a mayores niñas y niños beneficiados o a incrementos 

operativos, lo que impide valorar si se trata de una mejora en la efectividad del 

programa o a deficiencias en la planificación. 

 

21. Ahora bien, en cuanto al funcionamiento y prestación del PAE en cabeza de 

las entidades territoriales, el informe expuso que para el periodo 2018-2023, se prestó 

sin interrupciones y acorde al calendario escolar. Sin embargo, el distrito de 

Riohacha alertó sobre la identificación de 53 comunidades o asentamientos rurales 

sin acceso al PAE, 12 comunidades o asentamientos sin acceso a educación y 32 que 

no pudieron caracterizarse31. 

 

22. Como lo señaló la Sentencia T-302 de 2017, si bien el PAE no está concebido 

como un programa de atención alimentaria, ante la escasez de agua y alimentos en el 

departamento de La Guajira, se convierte en una acción fundamental de la 

alimentación de las niñas y niños Wayuu32. En ese orden, que algunas y algunos de 

ellos no tengan acceso a la educación, por ende, al PAE, conlleva un déficit de 

atención alimentaria. Si una de las medidas implementadas para mitigar la ausencia 

de alimentos es ineficiente, la efectividad del programa no se cumple.   

 

23. Por otro lado, los informes de verificación de la Procuraduría y la Defensoría 

informaron el desplazamiento inseguro y desproporcionado que deben realizar 

algunas niñas y niños Wayuu para llegar a las respectivas instituciones (entre 45 

minutos y 2 horas). Dicha situación, representa una clara transgresión al criterio de 

accesibilidad física de los alimentos al que se encuentran atados los programas de 

atención alimentaria y que constituye un contenido mínimo del derecho 

alimentación33. Por lo tanto, se constata que para una parte de la población Wayuu 

persiste una barrera irrazonable y desproporcionada de acceso a los alimentos. La 

Sala recuerda que la sentencia consideró “que un recorrido de más de dos horas a pie 

para obtener atención alimentaria es una barrera irrazonable y desproporcionada”34.  

 

 
29 Estos valores pueden verificarse en el expediente digital, carpeta 12 “Auto 696 de 2022 Medidas cautelares”, 

subcarpeta “Auto 311 de 2024 Valora 696-22 y 1290-23”, subcarpeta “Respuestas”, subcarpeta “Consejería 

Presidencial para las Regiones”, documento “MATRIZ DE SEGUIMIENTO T 302 CPR V3.xlsx” 
30 Ver: https://sinergia20app.dnp.gov.co/mesepp/guajira Consulta realizada el 14 de mayo de 2025. 
31 Ver el Anexo número 6, puntualmente, el párrafo 3. 
32 Corte Constitucional, Sentencia T-302 de 2017, f. j. 7.2.2.2. 
33 Ver el f. j. 7 del presente auto  
34 Corte Constitucional, Sentencia T-302 de 2017, f. j. 9.4.2.1.2 



24. La identificación de comunidades y asentamientos rurales sin acceso a 

educación, al PAE y a un transporte seguro que les permita a las niñas y niños Wayuu 

el acceso a los alimentos, no es novedoso, pero que no se reporten acciones 

transcurridos siete años de notificada la sentencia, refleja un desempeño deficiente 

de las administraciones locales. La indecisión y la inacción también son fallas 

relacionadas con las políticas públicas, “un Gobierno que no toma decisiones no 

gobierna porque la decisión es la esencia del Gobierno entendido como acto y no 

solamente como institución”35. El correcto o adecuado desempeño de la 

administración pública no solo es un parámetro que permite corroborar la efectividad 

de las políticas públicas, también es un derecho que debe garantizarse.  

 

25.   En relación con el quinto objetivo36. Por otra parte, la información allegada 

por la Procuraduría en cuanto a la no discriminación por comunidades e instituciones 

educativas con los inconvenientes presentados en cada una de ellas, que permita 

hacer una georreferenciación de problemáticas y en consecuencia una verificación 

en sitio37, permite llegar a dos conclusiones frente al reporte inadecuado de la 

información. Una de manera formal, que se concreta en la manera indebida como se 

reporta la información y se crean los informes. La siguiente, de carácter material, es 

decir, relacionada con el contenido y alcance de la orden. Para el presente caso, no 

se acredita de manera contundente el impacto de la acciones frente a la garantía de 

derechos de las niñas y niños del pueblo Wayuu en los municipios priorizados. Sin 

información veraz, pertinente, útil y consistente no puede haber una mejora en la 

efectividad de las acciones.  

 

26. Indicadores exigidos en la Sentencia T-302 de 2017. En materia de 

indicadores, al verificar el Tablero de control del Departamento Nacional de 

Planeación (DNP)38 se observó que los reportados por el MEN reflejan el porcentaje 

de estudiantes indígenas registrados en el Sistema de Matrículas Estudiantil 

(SIMAT) que se beneficiaron de estas acciones. Además, que las acciones número 7 

y 8 alcanzaron porcentajes de avances equivalentes al 97,41% y al 100%, 

respectivamente39.  

 

27. Al respecto, la Sentencia T-302 de 2017 aclaró que no solo se debe medir el 

número de beneficiarias y beneficiarios, sino la proporción que estos representan 

frente a la población total de niñas y niños Wayuu40. En este caso, al carecer de una 

cifra cierta que refleje el total de la niñez Wayuu, así como, el número de niñas y 

niños Wayuu sin acceso a la educación, por ende al PAE, no es posible determinar 

el impacto real que las acciones han tenido en los derechos de esta población. En ese 

orden, mientras no se haya cumplido el objetivo constitucional quinto relativo a la 

 
35 José Emili Graglia, “Modelo relacional de políticas públicas”, en Políticas públicas. Retos y desafíos para la 

gobernabilidad, compilado por Dulfary Calderón Sánchez (Bogotá: Universidad Santo Tomás, 2016) página 41  
36 Mejorar la información disponible para la toma de decisiones por todas las autoridades competentes para realizar 

acciones tendientes a la superación del estado de cosas inconstitucional. 
37 Ver Anexo número 11, puntualmente el primer párrafo.  
38 El cual se puede observar en el siguiente enlace: https://sinergia.dnp.gov.co/seguimiento/Paginas/esp-guajira.aspx. 

Consulta realizada el 14 de mayo de 2025.  
39 El indicador de la acción 7. Mide el porcentaje de estudiantes indígenas registrados en el SIMAT que son 

beneficiarios del PAE en los municipios priorizados para contribuir con el Acceso y Permanencia al 100% de los 

matriculados en los Establecimientos Educativos Oficiales con población mayoritariamente del pueblo Wayuu o que 

se encuentran en territorio ancestral del pueblo Wayuu. Porcentaje alcanzado 97,41% a corte del 31 de diciembre de 

2024. El indicador de la acción 8. Mide el porcentaje de estudiantes indígenas registrados en el SIMAT que son 

beneficiarios del PAE en Receso Escolar en los municipios priorizados. Alcanzó el 100% 
40 Corte Constitucional, Sentencia T-302 de 2017, f. J. 9.4.2.1.2   

https://sinergia.dnp.gov.co/seguimiento/Paginas/esp-guajira.aspx


mejora en la información disponible41, persistirán las dificultades para estructurar 

indicadores óptimos de efectividad de los programas.   

 

28. En el mismo sentido, la disponibilidad exige verificar la cantidad y calidad 

suficiente, así como la aceptabilidad de los alimentos al interior de la cultura42. 

Aspectos que no se reflejan en el indicador reportado -niñas y niños matriculados 

que acceden a los beneficios-. De hecho, la Sala resalta que no se allegó información 

sobre la cantidad y calidad suficiente de los alimentos entregados. Por ende, pese a 

que las acciones sean pertinentes y conducentes, la carencia de indicadores que 

permitan un análisis completo expresado en términos de IGED, impide medir el 

impacto en la efectividad de los programas de atención alimentaria.  

 

29. En materia de aceptabilidad de los alimentos, si bien es cierto el Plan expone 

que se construiría, en conjunto con las autoridades indígenas, un Plan Alimentario 

Indígena Propio (PAIP) ajustado a las características del territorio43, no se 

acreditaron: (i) la existencia del PAIP; (ii) las reuniones o espacios para su discusión; 

(iii) los alimentos efectivamente entregados, ni (iv) la aceptación de las familias 

Wayuu frente a ellos. Para la Sala es fundamental proteger la relación entre los 

alimentos y la cosmovisión, pues los mismos forman un vínculo inescindible con la 

identidad cultural y la protección de la niñez indígena44. Por lo tanto, al no contar 

con un indicador de satisfacción de las comunidades como lo sugiere la sentencia45, 

no es posible afirmar una mejora en la efectividad del programa.    

 

30. En conclusión, las acciones reportadas -7 y 8 del Plan- no lograron demostrar 

la efectividad del PAE. Si bien se alcanzaron casi en su totalidad las metas propuestas 

97.41% y 100%, respectivamente, es decir, casi todas y todos los niños Wayuu 

matriculados en el SIMAT se beneficiaron de complementos alimenticios, la política 

no diseñó indicadores adicionales dirigidos a comprobar la aceptación de las 

comunidades con los complementos alimenticios que se entregaban. Además, la 

ausencia de información estadística clara que permita saber cuántas son las niñas y 

niños Wayuu, impide saber con certeza cuántos de ellos no están matriculados en el 

SIMAT y, por ende, si hubo un aumento de niñas y niños con acceso a alimentos. A 

ello se suma que para acceder al sistema educativo deban hacer recorridos extensos 

e inseguros.  

 

31. De este modo, al confrontar las acciones previamente descritas (acciones 

número 7 y 8 del Plan, así como el funcionamiento del PAE) con las órdenes y 

exigencias de la sentencia, la Sala encuentra que los avances reportados no satisfacen 

el objetivo constitucional mínimo segundo relativo a la mejora de la efectividad de 

los programas de atención alimentaria:  
 

Tabla 3. Falencias identificadas en las acciones relacionadas con actividades escolares frente a las 

exigencias en materia de atención alimentaria 

 
41 Ibid., f. j. 9.4.5. – 9.4.5.4. 
42 “La disponibilidad, a la luz del derecho a la alimentación también contempla la cantidad y calidad suficiente, así 

como la aceptabilidad de los alimentos para una cultura determinada”. Ibid. 
43 Cfr. Expediente digital, carpeta 12 Auto 696 de 2022 Medidas cautelares, subcarpeta Auto 311 de 2024 Valora 696-

22 y 1290-23, subcarpeta Respuestas, subcarpeta Consejería Presidencial para las Regiones, documento “02-04-24 

Informe Consejería para las Regiones.pdf” página 23.   
44 La Convención sobre los Derechos del Niño de 1989, reconoce que las niñas y niños indígenas tienen derecho a 

tener su propia vida cultural, a profesar y practicar su propia religión y a emplear su propio idioma. Artículo 30 de la 

Convención sobre los Derechos del Niño (1989). 
45 Corte Constitucional, Sentencias T-302 de 2017, f. j. 9.4.2.1.2.  



I 

Formulación o 

reformulación de 

lineamientos 

Las acciones reportadas no son conducentes para satisfacer el objetivo de 

aumentar los equipos de búsqueda activa de casos de desnutrición. Esta 

falencia se deriva de errores en la formulación de los lineamientos lo que 

permite afirmar la falta de efectiva de los programas.  

II 
Mejoramiento de la 

ejecución presupuestal 

Se identificaron inconsistencias en los presupuestos. Al no reportar a la Sala 

las razones de los cambios presupuestales, no es posible determinar si 

obedecen a una mejora o a un incremento derivado de fallas en la planeación.   

III 
En relación con el quinto 

objetivo constitucional 

El reporte inadecuado de la información condujo a dificultades de formales y 

materiales que desembocan en la inexistencia información veraz, pertinente, 

útil y consistente. 

IV 
Indicadores exigidos en la 

Sentencia T-302 de 2017 

No hay indicadores que permitan corroborar la disponibilidad y accesibilidad 

de los alimentos, por lo tanto, no es posible verificar resultados e impacto de 

las medidas, que reflejen una mejora en la efectividad de los programas.  

 

32. Para que el PAE se ajuste a las exigencias de este objetivo constitucional, se 

espera que: (i) es necesario que se acredite el cubrimiento progresivo del mayor 

porcentaje de niñas y niños escolarizados y el ingreso al sistema educativo del mayor 

porcentaje de niños y niñas en edad escolar, pues solo el cubrimiento de casi la 

totalidad de beneficiarias y beneficiarios en cada programa puede impactar en el 

global de la población infantil; (ii) los alimentos entregados sean de la cantidad y 

calidad suficientes y acordes a la cultura Wayuu; (iii) no existan o se disminuyan las 

barreras existentes para su acceso, accesibilidad física y económica; (iv) se acate el 

principio de progresividad, y (v) la información se reporte a partir de indicadores que 

permitan su comprobación y seguimiento. 

 

33. Aunque el programa tiene una población limitada (niñas y niños 

escolarizados), para la Sala es importante que cualquier programa dirigido a mitigar 

las necesidades alimentarias de la niñez Wayuu de los cuatro municipios priorizados 

por la sentencia sea exitoso y tenga cubrimientos totales, de tal manera que sí aporte 

al objetivo global de superar la desnutrición infantil y, con ello, reducir los índices 

de mortalidad. La Sala insiste en que la alimentación de las niñas y los niños Wayuu 

es un objetivo principalísimo para garantizar sus derechos fundamentales. El Estado 

debe tomarse en serio este objetivo constitucional y adoptar todos los programas, 

medidas, recursos, etc., que hagan efectivo este derecho y, de esta forma, evitar la 

desnutrición y muertes que solo demuestran, en unos casos, la ausencia de Estado en 

el territorio y, en otros, su ineficiencia.    

 

b. Análisis de las acciones relacionadas con las “Iniciativas del Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar”  

 

34.      El segundo grupo de acciones corresponde a las iniciativas del ICBF. Esta 

institución reportó el número más amplio de acciones dirigidas a garantizar el 

derecho a la alimentación de las niñas y niños Wayuu. Se trata de ocho acciones en 

el Plan (van de la 9 a la 16) junto a los programas inherentes a su funcionamiento 

ordinario. Según el Plan, las acciones están dirigidas a cumplir con los objetivos 

ordenados en el Auto 696 de 2022, tanto los generales, recolectar información y ser 

medidas de urgencia para lograr el goce efectivo del derecho. Así como, los 

específicos allí exigidos46. 

 

i. Análisis del programa “Guía de atención integral pueblo 

Wayuu” y su implementación mediante el “Pilotaje”. 

 

 
46 Se recuerda que los objetivos están enlistados en el anexo 5. 



35. Formulación o reformulación de lineamientos y desempeño de la función 

pública frente a la implementación. La Sala valorará la acción 16 “Guía de atención 

integral pueblo Wayuu” -la guía- la cual se implementó mediante el “Pilotaje” por 

ser la acción que, según el ICBF, permitió: (i) un aumento en su cobertura, (ii) la 

reformulación de sus lineamientos, (iii) compatibilidad con la cultura Wayuu y (iv) 

asumió varias de las otras acciones en sus distintos componentes o hilos. Al respecto, 

en el curso del seguimiento, la Sala recibió información sobre cuatro procesos de 

tutela y tres peticiones de la ciudadanía en las que manifestaban su inconformidad 

con el programa47. Por esa razón, la Sala, en dos ocasiones, solicitó al ICBF 

pronunciarse sobre esa situación48, al tiempo que les solicitó informes de verificación 

a la Veeduría, la Defensoría y la Procuraduría en esta materia49. 
 

36. La guía, según el ICBF, es uno de los modelos de atención integral que incluye 

tanto a la niña o niño como a su grupo familiar. Esta modalidad se presta 

directamente en los territorios Wayuu y busca fortalecer la implementación del 

sistema normativo Wayuu mediante un sistema de cuidado comunitario que 

promueva la pervivencia cultural50. De acuerdo con el ICBF, la guía, es una estrategia 

en la que se precisan las orientaciones técnicas para lograr la transformación de la 

Modalidad Propia e intercultural (MPI)51 para la primera infancia, dando paso a una 

estructura basada en las comunidades. En otras palabras, es la hoja de ruta para 

materializar un modelo de atención integral a la niñez Wayuu que coincida con la 

pervivencia de su cultura y con las necesidades de un desarrollo integral52.     
 

37. Al observar este nuevo modelo se encuentra lo siguiente. En primer lugar, la 

Sala considera admisible la decisión del ICBF de modificar el MPI, pues la necesidad 

nace de una evaluación rigurosa53, que obligaba a la entidad a proponer acciones 

dirigidas a superar los retos identificados y, a su vez, aplicar recomendaciones. 

Además, la reformulación de los lineamientos es una de las exigencias del objetivo 

a tratar. 

 

38. En segundo lugar, la estructura de la guía se basa en conceptos propios de la 

cosmovisión Wayuu, se expresa en palabras claras y afines a sus oficios, técnicas y 

 
47  Al respecto, ver el Anexo número 15.   
48 Los autos de fechas 18 de junio de 2024 y 27 de enero de 2025  
49 Los tres informes enviados a la Sala, en respuesta del auto del 27 de enero de 2025, además de sus hallazgos, 

explicaron la metodología de recolección de la información los cuales se basaron en trabajos de campo realizados en 

territorio indígena Wayuu, las tres instituciones aportaron las pruebas de sus afirmaciones. Dicho material probatorio, 

consta en el expediente digital. Cfr. expediente digital carpeta 25 Seguimiento objetivo mínimo alimentación, carpeta 

Solicitudes, carpeta 20-01-25 Autoridades Wayuu sobre programas alimentación. 
50 Ver el anexo 7 del presente auto. Esta guía contempla cuatro hilos de atención: Pervivencia Cultural, Cuidado Propio 

y del Entorno, Seguridad y Soberanía Alimentaria y Fortalecimiento Comunitario. Las unidades de atención han 

pasado de atender a 20 niños con un agente educativo, a trabajar con 8 agentes educativos y un promedio de 150 

familias, combinando atenciones grupales y encuentros familiares. Este modelo promueve un entorno protector, 

corresponsable y comunitario, enmarcado en la cultura Wayuu, para mejorar las condiciones vitales de los niños y 

niñas. Informe de la Consejería, página 61. 
51 El funcionamiento ordinario del ICBF se constituye por direcciones de proceso misional, modalidades y servicios 

de atención. La Modalidad Propia e Intercultural (MPI) corresponde a una modalidad al interior de la dirección de 

primera infancia. En síntesis, es un servicio que funciona principalmente en territorios étnicos, zonas rurales y rurales 

dispersos del país. “Se dirige a mujeres gestantes, niñas y niños hasta los 4 años, 11 meses 29 días de edad que requieren 

de una atención integral e intercultural, con pertinencia, calidad y coherencia con las particularidades de sus territorios 

y su identidad cultural. No obstante, también pueden ser atendidos niñas y niños hasta cumplir los cinco (5) años 11 

meses 29 días de edad, siempre y cuando no haya oferta de educación preescolar específicamente de grado transición, 

en su entorno cercano”. Informe de la Consejería, página 34.   
52 Ver la Guía para la Atención Integral al pueblo Wayuu en sus territorios ancestrales en La Guajira. Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar. (2023). Página 4. Consultado el 9 de julio de 2024 en el siguiente enlace: chrome-

extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https://www.icbf.gov.co/system/files/guia_para_la_atencion_integral

_al_pueblo_wayuu_v7.pdf    
53 Ver el Anexo número 7 del presente auto. 



saberes, involucrando no solo a la niña o niño, sino también a su entorno familiar y 

comunitario. Además, como lo identificó la Veeduría, propone un sistema de 

bilingüismo54, con énfasis en la transmisión del conocimiento, junto a un mecanismo 

de alertas al que se vinculan las IPS. En pocas palabras, es un sistema de cuidado 

cuyo diseño se plantea desde el conocimiento del pueblo Wayuu en materia de 

cuidado, de interacción con su entorno y su sistema propio de alimentación55.   

 

39. En tercer lugar, al compararla con el modelo anterior, la Sala encuentra que: 

(i) la guía reporta un aumento en la cobertura y el número de beneficiarios56, (ii) no 

entrega alimentos ultraprocesados, (iii) se ajusta a la recomendación de transitar de 

la atención focalizada a la atención universal en los diferentes programas 

alimentarios57 e (iv) incluye el suministro de agua dentro de la canasta suministrada 

a las familias Wayuu. Esto, sin duda, es primordial para la superación del ECI y 

subsana las deficiencias de la modalidad anterior. No obstante, en la implementación 

de este nuevo modelo se observan nuevas dificultades que afectaron el contenido 

esencial del derecho a la alimentación.  

 

40. La implementación de la guía muestra un escenario muy distinto. Su puesta en 

práctica ha sido cuestionada por las siguientes deficiencias: (i) atrasos en los pagos; 

(ii) falta de garantías de sus propios operadores58; (iii) ausencia de mecanismos de 

concertación en las comunidades donde no aceptan el proyecto59; (iv) debilidades en 

la negociación entre el operador y las autoridades indígenas, lo que desemboca en 

falencias a la hora de seleccionar el personal60; (iv) traslados de niñas y niños que no 

pertenecen a las comunidades beneficiarias, además, en vehículos inseguros61; (v) 

debilidades en la articulación con las instituciones del sector salud, debido a la 

demora de estas últimas en casos urgentes, y (vi) las interrupciones no permiten 

garantizar su prestación durante todo el año.  

 

41. La Sala identifica que las deficiencias en la implementación del “Pilotaje” 

obedecen a falencias en la planeación administrativa del programa, comoquiera que 

omite un criterio fundamental en la formulación de la política pública: la 

caracterización del método de ejecución. Ello genera una limitación en el ámbito 

sustantivo de protección del derecho a la alimentación al transgredir la disponibilidad 

y accesibilidad a los alimentos por parte las familias Wayuu que contaban con este 

programa. Esta falla no está asociada a la variación de los lineamientos o de su 

finalidad, sino a las deficiencias en la planeación, puntualmente, a la hora de definir 

las capacidades administrativas para su ejecución.  

 

42. La poca efectividad del “Pilotaje” genera una brecha entre la finalidad 

propuesta y lo realmente conseguido. Si bien es cierto que la implementación del 

“Pilotaje” representa un avance en sus lineamientos, por ser una política que 

 
54 Su primer hilo, pervivencia cultural, persigue la recuperación del wayuunaiki, lengua del pueblo Wayuu. Así como, 

el fortalecimiento de los saberes propios. Informe Consejería, página 38 e informe Veeduría página 9. 
55 Al respecto ver el Anexo número 7,  puntualmente, el segundo párrafo de la Guía de atención integral pueblo Wayuu. 
56 Ver anexos número 7 y 13   
57 Ver Anexo 14 puntualmente, el tercer párrafo, recomendación número (ii) del tercer informe de expertos.   
58 Los literales (i) y (ii) corresponden a los informes de verificación de la Veeduría y la Procuraduría. 
59 De ello da cuenta, por ejemplo, la solicitud de unas autoridades Wayuu de Riohacha. Carpeta 25 Seguimiento 

objetivo mínimo alimentación, subcarpeta Solicitudes, subcarpeta 20-01-25 Autoridades Wayuu sobre programa 

alimentación. 
60 Según el informe de la Veeduría, “la selección del recurso humano es realizada sin tener en cuenta las capacidades 

específicas solicitadas en la prestación del servicio, lo que hace que las acciones pedagógicas y vigilancias a las 

condiciones de desnutrición de los niños no se desarrolle efectivamente”. Pág. 23 del informe y anexo número 13  
61 Informe de la Defensoría del Pueblo. Anexo 12 conclusiones parciales literal (ii)  



consideró las condiciones culturales de las familias Wayuu y supera deficiencias en 

el contenido de los suministros, también lo es que, pese a estos avances, los 

problemas en su ejecución deben corregirse para garantizar el derecho fundamental 

a la alimentación de la niñez Wayuu de acuerdo con las directrices constitucionales.  
 

43. Por lo anterior, si bien se reconocen las bondades de este nuevo modelo, su 

fallida implementación se traduce en numerosas familias Wayuu que dejaron de 

contar con alimentos que daban por seguros. Adicionalmente, estos inconvenientes 

han generado protestas y movilizaciones sociales en el departamento de La Guajira62. 

Por consiguiente, su implementación difícilmente puede catalogarse como efectiva 

y exige que el gobierno implemente una estrategia de fortalecimiento de capacidades 

y de correcta planificación al interior del ICBF que le permita ejecutar la guía sin 

afectar los derechos fundamentales de las niñas y niños Wayuu de los municipios 

priorizados.  

 

44. Mientras no se superen las falencias administrativas que impiden una 

ejecución completa y oportuna de la acción se generan serias dudas sobre el aumento 

de la cobertura y, por ende, sobre el cumplimiento del objetivo constitucional mínimo 

segundo. En efecto, hay incertidumbre sobre la cobertura debido, principalmente, a 

la falta de periodicidad y continuidad del servicio, aspecto que no fue tenido en 

cuenta a la hora de brindar las cifras de aumento en la cobertura. Además, el traslado 

de niñas y niños entre comunidades, alertado por la Defensoría, afecta la credibilidad 

de los datos, ante una posible duplicidad al contarles. Sin embargo, la Sala Especial 

aclara que las bondades y aciertos encontrados en este nuevo modelo, ameritan un 

fortalecimiento de la política planteada en aras de superar las barreras administrativas 

propias de una implementación poco previsiva.  

 

ii. Análisis de las otras acciones en cabeza del ICBF. 

 

45. La Sala verificó las acciones reportadas en el Tablero de Control del DNP, 

herramienta en la que se reporta la siguiente información sobre indicadores, metas, 

avances y presupuesto:    
 

Tabla 4. Avance de las acciones del Plan a cargo del ICBF según el Tablero de Control del DNP 

# Nombre Indicador Meta Avance Presupuesto 

9 

Proporcionar a las Unidades 

Comunitarias de Atención (UCA) y otras 

unidades de servicio, agua potable para la 

preparación de alimentos y el consumo 

mínimo infantil para los niños y niñas 

participantes. 

Porcentaje de Unidades 

Comunitarias de 

Atención focalizadas 

con suministro de agua 

potable 

100% 100% $229.870.710.492 

10 

Incorporar alimentos propios de la región 

en la complementación alimentaria de los 

servicios del ICBF en los cuatro 

municipios objeto de la sentencia, para lo 

cual se priorizarán como proveedores a 

los productores del pueblo Wayuu, 

condición que será incluida en los 

términos de referencia de las minutas 

contractuales. 

Porcentaje de Unidades 

de Servicios con 

complementación 

alimentaria 

territorializadas 80% 125% $81.935.944.759 

11 

Ampliar y mejorar la complementación 

alimentaria del ICBF en los territorios 

definidos como zona de recuperación 

nutricional (intra o extramural) en los 

cuatro municipios objeto de la sentencia. 

Porcentaje de familias 

con raciones recibidas 

en las Zonas de 

Recuperación 

Nutricional 

100% 100% $ 686.907.000 

12 
Aumentar la capacidad de respuesta del 

Estado ante la búsqueda y la atención de 

Niñas y niños atendidos 

en las Unidades de 
500  42,8% $ 3.112.490.792 

 
62 Informe de la Veeduría, páginas 20-22. Ver el anexo 13. 



las niñas y niños menores de cinco años 

identificados con desnutrición aguda y 

bajo peso gestacional. 

Recuperación 

Nutricional 

Comunitarias 

13 

Identificar a los niños y niñas en riesgo 

de desnutrición, desnutrición aguda, 

moderada y severa, activar las rutas de 

atención de manera oportuna y realizar el 

seguimiento nutricional en los servicios 

que presta el ICBF en los municipios 

objeto de la sentencia, principalmente 

aquellos que atienden a niñas y niños en 

primera infancia. 

Porcentaje de niñas y 

niños con desnutrición 

aguda con activación de 

ruta al sector salud 

100% 100% $ 200.000.000 

14 

Crear una Comisión Asesora Científica 

para abordar los determinantes sociales 

de la desnutrición infantil en el 

departamento de La Guajira, que permita 

apoyar la toma de decisiones estratégicas 

frente a la desnutrición. 

Comisión Asesora 

Científica creada para 

abordar los 

determinantes sociales 

de la desnutrición 

infantil en el 

departamento de La 

Guajira 

1 100% $ 2.432.348.936 

15 

Establecer un mecanismo de control 

anticorrupción en los procesos de 

contratación de los servicios de atención 

a la primera infancia que incluyen 

complementación alimentaria para la 

regional Guajira. 

Acciones de control 

anticorrupción 

implementadas en los 

procesos de contratación 

de los servicios de 

atención a la primera 

infancia que incluyen 

complementación 

alimentaria para la 

regional Guajira 

100% 150% $ 445.250.300 

TOTAL $318.683.652.279 

Fuente: Tablero de Control del DNP63 

 

46. Sobre las acciones 9 (proporcionar agua a las UCA) y 10 (Incorporar alimentos 

propios de la región) la Sala resalta la decisión del ICBF de incluir agua y alimentos 

compatibles con la cultura Wayuu al interior de sus programas. No obstante, al 

observar que la implementación de estas acciones se realiza al interior del “pilotaje” 

merecen las mismas críticas. Es decir, las falencias administrativas presentan serias 

dudas sobre la continuidad y periodicidad en la que se ejecutan las acciones. Por otro 

lado, si bien la Sala valora positivamente que las entidades alcancen logros por 

encima de sus metas, es necesario sustentar en qué se basan dichas cifras. Llama la 

atención que la acción 10 tuviera una meta del 80% y el avance sea de un 125%. Es 

necesario aclarar las razones de dicha diferencia.  

 

47. La acción 11 (familias que reciben raciones complementarias en las Zonas de 

Recuperación Nutricional) presenta un avance equivalente al 100%. Sin embargo, la 

ausencia de una línea base que permita conocer el número total de niñas y niños 

Wayuu, así como sus familias, impide conocer el impacto de esta acción. Ello 

demuestra la necesidad de avanzar con el objetivo constitucional mínimo quinto de 

la sentencia64. 

 

48. En cuanto a la acción 12 (aumentar la capacidad de respuesta del Estado ante 

la búsqueda y la atención de las niñas y niños), el indicador reporta el número de 

niñas y niños atendidos frente a una meta de 500 atenciones. Pese a que la última 

actualización se realizó el 09 de junio de 2025, el reporte llega al mes de septiembre 

del 2024. Reportando una atención a 146 niñas y niños en los 2 Centros de 

Recuperación Nutricional. En este sentido, se desconoce si de septiembre de 2024 a 

 
63 La información se consultó el siguiente enlace: https://sinergia20app.dnp.gov.co/mesepp/guajira. Consulta realizada 

el 14 de mayo de 2025. 
64 Mejorar la información disponible para la toma de decisiones por todas las autoridades competentes para realizar 

acciones tendientes a la superación del estado de cosas inconstitucional. Sentencia T-302 de 2017, f. j. 9.4.5 

https://sinergia20app.dnp.gov.co/mesepp/guajira


junio de 2025 no han atendidos más niños Wayuu o si existen defectos en el reporte. 

Además, si la meta es 500 atenciones, 146 casos no equivalen al 42,8% sino al 29,2%. 

 

49. En relación con la acción 13 (identificación de niñas y niños Wayuu para la 

activación de la ruta al sector salud), la Sala observa las mismas fallas que en la 

acción 11. Es decir, si bien su porcentaje de avance es satisfactorio (100%), la 

carencia de una línea base impide observar el impacto de la acción al interior del 

pueblo Wayuu. Sobre la acción 14 (creación de una comisión asesora científica), en 

primer lugar, su meta e indicador se concretan con su creación. En segundo lugar, 

guarda correspondencia con los objetivos específicos planteados en el Auto 696 de 

2022, puntualmente el (v) y el (vi)65; sin embargo, su eficacia e impacto en la 

superación del ECI son aspectos que aún no se conocen. Por último, la acción 15 

muestra un avance equivalente al 150%, sin que se explique por qué podría 

alcanzarse una meta superior al 100%.  

 

50. Mejoramiento de la ejecución presupuestal. La información reportada por el 

ICBF, salvo la correspondiente a la vigencia 2022, permitiría concluir un incremento 

anual en el presupuesto. Sin embargo, el análisis de otros documentos aportados 

muestra diversas inconsistencias en la información, lo que impide tener claridad y 

certeza en materia presupuestal. Por ende, no es comprensible el monto exacto que 

el ICBF ejecuta en sus respectivas acciones y si este conllevó un incremento. Veamos 

los datos reportados en el informe de la Consejería: 

 
Tabla 5. Relación contratos y presupuesto del ICBF 

Vigencia Contratos Valor Total 

2018 58 $ 49.958.628.886 

2019 113 $ 194.399.482.284 

2020 129 $ 274.903.009.424 

2021 103 $ 277.207.878.992 

2022 136 $ 252.540.087.019 

2023 101 $ 355.059.360.574 

Total 640 $ 1.404.068.447.179 

Elaboración propia, con base en: “Contratos T 302 (1).xlsx”66 

 

51. En primer lugar, el informe remitido por la Consejería con base en la 

información allegada por el ICBF no explica con suficiente claridad los conceptos 

que conforman el presupuesto, ni la relación que guarda con los otros presupuestos 

reportados. A manera de ejemplo, no explica los conceptos de cupos, usuarios y 

obligado que reporta en el anexo “METAS SOCIALES Y FINANCIERAS 2018-

2019-2020-2021-2022-2023-0120241.xlsx”67, ni cuál es su relación con el 

presupuesto que se expuso en la tabla anterior.   

 
Tabla 6.Consolidado de cupos, usuarios y obligado en los municipios de Maicao, Manaure, Riohacha y Uribia 

(La Guajira) en el periodo 2018-2023 

Vigencia Cupos Usuarios Obligado 

2018 102.852 109.903 164.981.139.219 

2019 67.663 95.767 172.754.710.164 

 
65 (v). Definir qué tipo de carencias tienen las comunidades donde residen en materia de seguridad alimentaria y (vi). 

Garantizar que las niñas y niños puedan tener alimentos en calidad y cantidad suficientes para satisfacer las necesidades 

alimentarias con pertinencia cultural 
66 Cfr. expediente digital carpeta 25 Seguimiento objetivo mínimo alimentación, carpeta Respuestas, carpeta 04-12-24 

Respuesta a requerimiento anexos de informe, carpeta Punto 5.1, archivo “Contratos T 302 (1).xlsx”.     
67 Cfr. expediente digital es: carpeta 25 Seguimiento objetivo mínimo alimentación, carpeta Respuestas, carpeta 04-

12-24 Respuesta a requerimiento anexos de informe, carpeta Punto 4. Metas sociales y financieras. 



2020 69.327 102.683 206.089.662.458 

2021 67.995 120.568 206.054.168.557 

2022 77.065 122.072 245.446.043.290 

2023 76.522 129.024 303.881.698.343 

Global 461.424 680.017 1.299.207.422.031 

Elaboración propia, basada en el informe de la Consejería68. 

 

52. Por otro lado, de acuerdo con el documento titulado “Contratos T 302 (1).xlsx” 

del 2018 al 2023, el ICBF destinó $1.404.068.447.178,77 en 640 contratos. En dicho 

documento, para la vigencia 2023, se identificaron 101 contrataciones por un valor 

de $355.059.360.57469. No obstante, en el archivo “RELACION (sic) CTOS (sic) 

VIGENCIA 2023 PRIMERA INFANCIA.xlsx” se relacionaron 136 contratos, que 

en total suman $325.429.939.639,0070. Frente a ello llama la atención que, respecto 

de la misma vigencia, en el primer documento, aunque se reportan menos contratos, 

su costo es mayor, mientras que, en el segundo, aunque se registran más contratos, 

su costo es menor. Es decir, la misma entidad reporta información presupuestal que, 

en principio, no coincide entre sí. Siendo necesario aclarar los conceptos que 

conforman cada presupuesto, así como las explicaciones del caso y montos 

efectivamente contratados.  

 

53. Pese a reconocer la inversión realizada y el esfuerzo del ICBF en aras de 

garantizar el derecho a la alimentación de la niñez Wayuu, la falta de claridad en la 

información presupuestal, impide afirmar un mejoramiento de la ejecución del 

presupuesto por parte de esta entidad. Lo que, en últimas, se traduce en una 

indeterminación frente a la prohibición de medidas regresivas.    

 

54. Indicadores exigidos en la Sentencia T-302 de 2017. Por otro lado, en cuanto 

a la orden dirigida a que los indicadores y las metas abarquen las dimensiones de 

disponibilidad y accesibilidad de los alimentos, la Sala se pronunció en el Auto 1892 

de 2024, en el que ordenó ajustar la batería de indicadores71. En esta oportunidad, la 

Sala reitera lo allí dispuesto, toda vez que la información allegada no da cuenta de 

correctivos al respecto: 

 
“Así, aunque los indicadores a cargo del ICBF, el MEN y las autoridades encargadas del 

servicio de alimentación escolar son coherentes con los propósitos de la sentencia y son idóneos 

en términos de las funciones sustancial e instrumental, varios deben modificarse con el fin de 

que permitan ofrecer información relevante en términos de goce efectivo de derechos, examinar 

aspectos fundamentales del derecho a la alimentación (disponibilidad, accesibilidad y 

aceptabilidad) y extraer datos específicos sobre la población objeto de las medidas y la 

actualmente beneficiaria”72.  

 

55. En materia de indicadores, sucede lo mismo que se identificó al momento de 

valorar el PAE, pues no se reportó que estuvieran dirigidos a comprobar todos los 

aspectos que contempla el segundo objetivo. En esencia, no se trata de menospreciar 

los avances que se han logrado en materia de atención alimentaria, sino, al contrario, 

encauzar las acciones para lograr programas más efectivos. Por ende, la Sala echa de 

 
68 Puntualmente, en los anexos  que sustentan las acciones del ICBF, el archivo de nombre “METAS SOCIALES Y 

FINANCIERAS 2018- 2019- 2020- 2021- 2022- 2023- 0120241”.  Cfr. expediente digital, carpeta 25 Seguimiento 

objetivo mínimo alimentación, subcarpeta Respuestas, subcarpeta 04-12-24 Respuesta a requerimiento anexos de 

informe, subcarpeta Punto 4. Metas sociales y financieras.    
69 Cfr. expediente digital, carpeta 25 Seguimiento objetivo mínimo alimentación, subcarpeta Respuestas, subcarpeta 

04-12-24 Respuesta a requerimiento anexos de informe, subcarpeta Punto 4. Metas sociales y financieras, subcarpeta 

Punto 5.1.  
70 Cfr. expediente digital, carpeta 25 Seguimiento objetivo mínimo alimentación, subcarpeta Respuestas, subcarpeta 

04-12-24 Respuesta a requerimiento anexos de informe, subcarpeta Punto 5.1.  
71 Corte Constitucional, Auto 1892 de 2024, resolutivo primero.   
72 Ibidem, f. j. 73. 



menos indicadores que, en términos de IGED, le permitan tanto a las entidades 

públicas, como a la ciudadanía en general, realizar un seguimiento acorde a los 

postulados de la sentencia. En este punto la Sala recuerda que la sentencia sugirió 

algunos indicadores que, por supuesto, pueden mejorarse y adicionarse73.   

 

c. Análisis de la orden de convocar el MEN al MESEPP 

 

56. Por último y antes de abordar la segunda dimensión del derecho a la 

alimentación, la Sala se pronunciará sobre una de las órdenes que está vinculada a la 

atención alimentaria, que se dirige a complementar el grupo de entidades con 

funciones y misionalidades relativas al derecho a la alimentación. Concretamente, la 

orden de integrar al MEN en el MESEPP. Al respecto la Sala advierte que, desde el 

punto de vista formal, se cumple el mandato a partir de los artículos 4 y 11 del 

Decreto 147 de 202474. En efecto, se constata su inclusión en el Consejo del MESEPP 

y su participación en el Comité técnico del derecho humano a la alimentación y 

desarrollo de capacidades productivas y en el Comité técnico de información. 

 

(ii) Análisis de las acciones en materia de seguridad alimentaria  

 

57. La Sala recuerda las acciones básicas a considerar y las órdenes concretas 

establecidas en la sentencia:  

 
Tabla 7. Elementos de análisis en materia de seguridad alimentaria 

I Aumento constante en la cobertura 

Las actividades deben incluir 

II Generación de capacidades en los municipios y asociación de autoridades tradicionales 

III Programas de generación de empleo 

IV Proyectos productivos adaptados a las distintas partes del territorio Wayuu 

V Posibilidad de proveer burros para el transporte de agua y alimentos 

 

58. Aumento constante en la cobertura. Las acciones reportadas en esta materia se 

encuentran en cabeza del MADR, la AUNAP, la ADR, el DPS, y las entidades 

territoriales. Adicionalmente, el Plan cuenta con ocho (8) acciones75 en esta materia, 

precisamente, en cabeza de las entidades previamente enunciadas. En esta sección la 

Sala abordará el análisis por cada entidad y resaltará algunas particularidades 

respecto de algunas de las acciones.   

 

59. La primera acción se denomina “Desarrollo de las Capacidades Productivas 

(Construcción e implementación participativa) de proyectos productivos agrícolas, 

 
73 Estos se enlistaron en el Auto 480 de 2023 así:  

Indicadores básicos de alimentación infantil. 

Recuperación alimentaria infantil: medir el número de niños con desnutrición que se recuperan luego de la intervención 

de la entidad estatal. Para la Corte, la meta ideal en este indicador es el 100%. Medir el número de beneficiarios y la 

proporción que estos representan frente a la población total de niñas y niños Wayuu (cobertura). Identificar el 

porcentaje de niños beneficiados por algún programa, porcentaje de corregimientos cubiertos y porcentaje de 

comunidades beneficiadas. Medir la satisfacción de las comunidades en relación con los programas de atención 

alimentaria (Aceptabilidad cultural). Medir la distancia o el tiempo de recorrido entre un sitio de entrega de alimentos 

(por ejemplo, un centro de desarrollo infantil o una institución educativa habilitada para el PAE) y la comunidad más 

lejana de su zona de cobertura. Identificar y aumentar las distribución geográfica de los programas de seguridad 

alimentaria, número de proyectos diseñados y ejecutados por el gobierno nacional y por los municipios. 

Medir el número de intervenciones que permiten a las comunidades volver a generar sus propias fuentes de 

alimentación de manera autónoma. Medir la satisfacción de las comunidades en relación con los programas de 

seguridad alimentaria, con el propósito de verificar que las acciones tienen en cuenta la aceptabilidad cultural. 
74 Puntualmente, en el artículo 4. Composición del Consejo MESEPP, 4.1. Integrantes, numeral 5; artículo 11. Comités 

Técnicos, 1. Comité técnico del derecho humano a la alimentación y desarrollo de capacidades productivas, 1.4 y 4. 

Comité técnico de información.       
75 Las acciones se pueden corroborar en la tabla 4 del anexo número 5 del presente auto.  



pecuarios, pesqueros y artesanales, con un enfoque de generación de ingresos, de 

acuerdo con la vocación de las comunidades Wayuu de los municipios de Riohacha, 

Manaure, Maicao y Uribia del departamento de La Guajira” y es reportada tanto en 

el Plan como en el informe de la Consejería, a cargo del MADR. Al respecto, a la 

Sala le surgen varias inquietudes. 

 

60. En primer lugar, mientras el Tablero de Control del DNP muestra un 

presupuesto de $58.402.393.956 para esta acción76, el informe señala 

$79.057.693.82277 en cuatro convenios (394, 344, 404 y 610 del 2023), existiendo 

una diferencia de $20.655.299.866. En segundo lugar, mientras el informe señala que 

el Convenio 610 de 2023 tiene un valor de $60.377.827.935, en la plataforma SECOP 

II aparece un valor a utilizar de $ 79.060.339.556, existiendo una diferencia de 

$18.682.511.621. En tercer lugar, al contrastar las minutas de los respectivos 

contratos que integran la acción con la plataforma SECOP II, se encuentra que el 

plazo de ejecución de los contratos llega al 15/12/2023, salvo el Convenio 610 de 

2023 que llega al 31/12/2024. Sin embargo, el informe señala que todos los 

convenios se encuentran en ejecución. Además, el Tablero de Control refleja un 

avance del 48,78%.  

 

61. Estas inconsistencias tienen especial relevancia al observarlas con el lente de 

los objetivos constitucionales de carácter procedimental o adjetivos de la sentencia78. 

Puntualmente, los objetivos sexto y séptimo79. Además, el Auto 480 de 2023 reforzó 

esta noción al considerar que el cumplimiento de estos objetivos es transversal 

respecto de las acciones que se diseñen y ejecuten para materializarlos80. En efecto, 

pese a los recursos invertidos, no se percibe un aumento directo en la cobertura, 

puesto que el avance reportado es del 48,78% cifra insuficiente para satisfacer la 

exigencia de aumento en la cobertura, principalmente, al tener presente que ese 

porcentaje no se presenta sobre la totalidad de las familias Wayuu, sino sobre la meta 

puntual que se planteó para dicha acción (4.018 familias). Tampoco se observa 

claridad sobre la transparencia, imparcialidad y sostenibilidad de la acción. 

 

62. En relación con las acciones en cabeza de la AUNAP (acciones 2 y 3)81 y la 

ADR (acciones 4 y 5)82, la Sala comparte la preocupación expresada por la 

Procuraduría frente a la no identificación en el SECOPII de los contratos 319/2019, 

294/2020, 335/2019, 340/2023, 417/2023, 377/2023 y 374/2023 en cabeza de la 

 
76 Puede corroborarse en el siguiente enlace: https://sinergia20app.dnp.gov.co/mesepp/guajira. Consulta realizada el 

14 de mayo de 2025.  
77 Informe de la Consejería, página 164 y 166 
78 La Sala recuerda que la Sentencia T-302 de 2017 contempló una serie de objetivos constitucionales de carácter 

procedimentales o adjetivos, orientados a asegurar el ejercicio constitucionalmente diligente y eficiente de la 

administración para garantizar el goce efectivo de los derechos tutelados (f. j. 9.4).  
79 OCM6. Garantizar la imparcialidad y la transparencia en la asignación de beneficios y en la selección de contratistas 

(Ibid. f. j. 9.4.6.). OCM7. Garantizar la sostenibilidad de todas las intervenciones estatales en los diferentes niveles 

(Ibid. f. j. 9.4.7.). 
80 Auto 480 de 2023, f. j. 62. 
81 Las acciones corresponden a: (2) caracterización y formalización a personas naturales u organizaciones dedicadas a 

la actividad de la pesca y acuicultura, con el fin de que los pescadores accedan a la oferta institucional de la AUNAP 

(Asistencia técnica, insumos, elementos y equipos) y (3) apoyar por medio de la entrega de insumos y equipos para el 

fomento de la pesca artesanal, acuicultura y actividades conexas a las asociaciones legalmente constituidas. 
82 Las acciones corresponden a: (4) implementación de Proyectos Integrales de Desarrollo Agropecuario Rural 

(PIDAR) sostenibles con enfoque territorial y diferencial en comunidades Wayuu con soluciones de agua e 

infraestructura existente que permita la generación de ingresos y el acceso a alimentos en los municipios de Uribia, 

Manaure, Maicao y Riohacha en el departamento de La Guajira e (5) implementación de nuevos Proyectos Integrales 

de Desarrollo Agropecuario Rural (PIDAR) sostenibles con enfoque territorial y diferencial en comunidades Wayuu 

que permita la generación de ingresos y el acceso a alimentos en los municipios de Uribia, Manaure, Maicao y 

Riohacha en el departamento de La Guajira. 

https://sinergia20app.dnp.gov.co/mesepp/guajira


AUNAP, así como el reporte de acciones que, posiblemente, no cuenta con 

beneficiarios indígenas83. Además, al verificar el Tablero de Control del DNP, la Sala 

encuentra que ni las acciones de la ADR, ni las de la AUNAP reportan avances 

significativos en sus respectivos indicadores. Solo se registraron sobre la acción 

número 3 equivalentes al 78,57%, mientras que las acciones número 2, 4 y 5 aparecen 

con un 0%.  

 

63. Por otro lado, la acción 6, en cabeza del DPS (Programa Unidades Productivas 

de Alimentos para el Autoconsumo), presenta un avance del 87,5% del número de 

hogares Wayuu participantes del proyecto “Unidades productivas de alimentos para 

autoconsumo” frente a una meta de 2.400 hogares. El presupuesto es de 

$9.244.022.40084. Sin embargo, al desconocerse tanto el total de familias Wayuu de 

los cuatro municipios priorizados, así como las familias que se beneficiaban en años 

anteriores de este programa, no es posible establecer si 2.400 es un número suficiente 

para considerar un aumento de la cobertura. Esta dificultad deviene de la ausencia de 

una línea base que permita conocer el número de personas y familias que integran el 

pueblo indígena Wayuu. 

 

64. Esta acción además presenta inconsistencias en la relación entre el número de 

hogares beneficiados (300) y el porcentaje de avance (87,5%). Si la meta es 2.400 

hogares, 87,5% no reflejaría el avance, sino, justamente, el porcentaje faltante. 

Adicionalmente, la fecha de corte se encontraba programada para el 31-12-2023, 

luego, para el momento en el que se remitieron los informes - 2024-, debió 

acreditarse el avance completo de la acción85.    

 

65. Frente a las acciones en cabeza de las entidades territoriales, la Sala, en 

relación con la respuesta del municipio de Maicao, encuentra que la alcaldía 

confunde las acciones puntuales que se le exigen en virtud de su mandato 

constitucional, con las propuestas o estrategias que pueda plantear en su Plan de 

Desarrollo Municipal. Ello demuestra el incumplimiento de la entidad territorial. 

Ahora bien, si el municipio contrató lo dispuesto en el Plan Municipal de Desarrollo, 

así debió reportarlo.    

 

66. Este municipio no respondió las preguntas formuladas en el auto del 29 de 

julio de 2024 con el rigor necesario. Frente a su obligación de exponer “(…) año a 

año, el número de programas y acciones dirigidas al cumplimiento de este objetivo 

junto al número de beneficiarias y beneficiarios en cada programa”, según la alcaldía 

no podía ofrecer los datos “debido a las debilidades históricas de la gestión 

documental de los diferentes procesos de las administraciones anteriores”86. 

 

67. La Sala recuerda que, a pesar de que la administración gubernamental se 

encuentra atada a un periodo, las políticas públicas deben diseñarse para perdurar en 

el tiempo. Las acciones dirigidas a garantizar el derecho a la alimentación de las 

niñas y niños indígenas no deben ser compromisos aislados de una administración o 

 
83 Según la Procuraduría: a pesar de que la ADR expone que los programas cuentan con un enfoque étnico y racial, en 

los beneficiarios de los PIDAR implementado en La Guajira, no reportan comunidades indígenas, lo que es una 

contradicción si hablamos del cumplimiento de la sentencia 302/2017. Cfr. expediente digital, carpeta 25 Seguimiento 

objetivo mínimo alimentación, subcarpeta “Respuestas”, archivo “21-10-24 Consejería Presidencial para las 

Regiones.pdf” pág. 20.  
84 Los 2.100 hogares corresponden a los siguientes municipios: Maicao 600; Manare 300; Riohacha 600 y Uribia 600 
85Ver https://sinergia20app.dnp.gov.co/ciudadano/detalle-indicador-guajira/818. Consulta realizada el 14 de mayo de 

2025.  
86 Informe de la Consejería, página 146. 

https://sinergia20app.dnp.gov.co/ciudadano/detalle-indicador-guajira/818


gobierno puntual, sino, en cambio, decisiones estratégicas de Estado. En caso de que 

las anteriores administraciones no tuvieran datos frente a la situación de las niñas y 

niños Wayuu de este municipio, es necesario que la actual administración interponga 

las acciones de ley frente a ello y adelante las gestiones necesarias para subsanar los 

vacíos. La ineficiencia a la hora de ejecutar proyectos y de construir las bases de 

datos necesarias para medir el éxito de sus acciones, implica un flagrante 

incumplimiento de las órdenes de la sentencia.  

 

68. En relación con el municipio de Manaure, la alcaldía referenció 15 proyectos 

en el periodo 2018-2024, que alcanzan la suma de $7.885.198.357. Adicionalmente, 

presentó una acción al interior del Plan, dirigida a la “implementación de huertas 

comunitarias tradicional (sic) para el fortalecimiento de la seguridad alimentaria”. 

Pese a ello, en el Tablero de Control solo se evidencia la acción del Plan. La acción 

reporta un avance del 94,44% con 17 comunidades beneficiadas, sin embargo, la 

meta fue de 18 comunidades, lo que no refleja un impacto significativo. Al no existir 

una línea base que defina el total de la población, no es posible su valoración en 

miras al aumento de la cobertura. Ahora bien, una meta de 18 comunidades resulta 

minúscula incluso para las identificadas por el municipio (248).  

 

69. Por su parte, el municipio de Uribia solo reportó un proyecto, que obedece a 

la acción número 17 “Fortalecimiento de capacidades productivas en pequeños 

productores caprinos” por un valor de $2.999.573.969. Este proyecto reportó el 

cumplimiento de la meta, 760 familias beneficiadas con el fortalecimiento de las 

unidades productivas de ovinos y caprinos. No se reporta información sobre la 

transparencia a la hora de seleccionar los beneficiarios, el avance no es significativo 

y, por último, la ausencia de una línea base no permite valorarla en términos de 

ampliación de la cobertura. 

 

70. Respecto del distrito de Riohacha, si bien la Sala reconoce la caracterización 

realizada por el ente territorial, pues brinda información detallada sobre el estado 

actual de sus habitantes, tiene reservas frente a sus conclusiones y posibles 

consecuencias87. Concluir que: “[l]os wayuu en su mayoría no tiene vocación 

agropecuaria ni la formación sobre esta práctica” y que “[l]os wayuu hoy día 

adoptaron totalmente la dieta occidental”, es decir, que hay una desconexión con su 

entorno y una pérdida de sus valores culturales, constituye una generalización del 

conocimiento y de la situación alimentaria de todo un pueblo. El distrito no aportó 

elementos de juicio para que esa conclusión se convierta en una realidad absoluta y 

definitiva en todo el territorio Wayuu. 

 

71. Por otro lado, se reprocha que el distrito se limite a exponer conclusiones y no 

haya demostrado la estructuración y ejecución de acciones concretas, bien para 

revertir la eventual pérdida de costumbres o para aprovechar otro tipo de capacidades 

que tengan las y los habitantes de su territorio. La elaboración de diagnósticos, 

aunque es una gestión útil, no contribuye al logro del objetivo constitucional si no se 

acompaña de acciones tangibles que atienden, precisamente, a las observaciones y 

conclusiones realizadas.  

 

72. De este modo, las acciones propuestas por las diferentes entidades en materia 

de seguridad alimentaria se diseñaron para beneficiar un total de 9.753 familias 

Wayuu (acciones 1, 4, 5, 6 y 17), 18 comunidades (acción 18), 580 pescadores 

 
87 Ver anexo 8. Acciones del orden municipal.   



(acción 2) y 22 asociaciones (acción 3). Metas significativamente pobres si lo que se 

espera es mejorar las condiciones de una población que, pese a que se desconoce su 

número total, se aproxima a los 414,315 habitantes88. Además, los resultados 

alcanzados reflejan poca eficacia en la inversión realizada, pues solo se reportaron 

560 familias beneficiadas y 22 asociaciones, con una inversión de ciento cinco mil 

ochocientos cuarenta y seis millones quinientos treinta y cinco mil ochocientos 

setenta pesos $105.846.535.870. 

 

73. Sobre el eventual beneficio indirecto de otras familias y/o comunidades que 

no haya sido registrado, la Sala debe precisar que es deber de las entidades obligadas 

en cada acción reportar de manera diligente todos los datos que considere pertinentes 

para acreditar el éxito o fracaso de sus propias iniciativas, principalmente, en las 

herramientas que se han destinado para tal fin, como lo es el Tablero de Control del 

DNP. La Sala no puede presumir resultados más allá de los registrados.  

 

74. En materia de seguridad alimentaria, el aumento constante en la cobertura que 

exige la Sentencia T-302 de 2017, se concreta en el crecimiento del número y de los 

índices de eficacia de acciones que permitan a las y los Wayuu volver a generar sus 

propias fuentes de alimentación de manera autónoma89. Ello no se acreditó ni se 

percibe en las acciones reportadas, por el contrario, la Sala observa poca 

contundencia e impacto de aquellas. En el anexo 8 se encuentra el resumen de los 

datos reportados frente a cada acción en materia de seguridad alimentaria.   

 

75. Aunque se comprueba la existencia de programas para garantizar la seguridad 

alimentaria de las familias Wayuu, la Sala halla que la información reportada en 

materia contractual no es consistente. Además, las entidades territoriales no realizan 

un reporte adecuado de sus acciones y pese a que el Gobierno nacional invierte sumas 

considerables, no se constata un aumento en la cobertura expresado en el número de 

beneficiarias y beneficiarios de estos programas.  

 

76. En este sentido, la Sala espera: (i) claridad y consistencia en la información 

que compromete los recursos públicos; (ii) un mayor compromiso de las entidades 

territoriales a la hora de asumir la superación del ECI, y (iii) que el Gobierno, en sus 

distintos órdenes, alcance los niveles de eficacia y diligencia a partir de indicadores 

que demuestren que cada vez son más las familias que dejan de depender de los 

programas de asistencia alimentaria y adquieren las condiciones socioeconómicas 

necesarias para proveer a sus hijas e hijos de alimentos.  

 

77. Generación de capacidades en los municipios y autoridades tradicionales, 

programas de generación de empleo y proyectos productivos adaptados a las 

distintas partes del Territorio Wayuu. En las acciones reportadas la Sala no identificó 

unas que, de manera eficaz, mejoren la generación de capacidades de las entidades 

territoriales o que apunten a la generación de empleo y aumento en los recursos que 

perciben las familias Wayuu de los municipios priorizados. No se explicó cómo los 

programas del MADR, la ADR y la AUNAP podrían ser conducentes y útiles para 

cumplir ese propósito y/o mejorar las capacidades en las entidades territoriales.  

 

 
88 Dato publicado en el Sistema de Información Wayuu, Tablero de Datos, sección población, en el enlace: 

https://siwayuu.dane.gov.co/es/home#tableroDeDatos Consulta realizada el 14 de mayo de 2025. 
89 Corte Constitucional, Sentencia T-302 de 2017, f. j. 9.4.2.2.1 

https://siwayuu.dane.gov.co/es/home#tableroDeDatos


78. Por otro lado, a pesar de tener funciones asociadas a las políticas públicas en 

relación con los recursos pesqueros y actividades de promoción ante las autoridades 

competentes de programas de desarrollo social y económico para los pequeños 

productores del sector pesquero y acuícola90 no desarrolla proyectos productivos. Por 

ello, es inadmisible la escasez de acciones para generar capacidades en un territorio 

que ocupa cerca de la cuarta parte del litoral Caribe colombiano -400 kilómetros-91.        

 

79. En ese orden, el resultado de la evaluación es la inexistencia de acciones y, por 

ende, la insatisfacción del objetivo constitucional mínimo segundo en su dimensión 

de seguridad alimentaria. Ello, por supuesto, trasciende de manera negativa en la 

posibilidad de que el acceso a los alimentos sea constante y esté garantizado en el 

futuro.   

 

80. Posibilidad de proveer burros para el transporte de agua y alimentos.  La 
Corte, en la Sentencia T-302 de 2017 dispuso que, se debería considerar la posibilidad 

de proveer burros que faciliten el transporte de agua y alimentos. Lo anterior al constatar 

“un malestar en las comunidades Wayuu, ante la pérdida de muchos de sus animales, 

los cuales cumplían un papel determinante en su economía y en su subsistencia”92. Si 

bien este componente se plantea en términos discrecionales, la exigencia se concreta en 

dos sentidos: proveer medios que faciliten el transporte y compatibilidad en términos de 

eficacia e importancia de estos medios con la cultura Wayuu. Sobre este punto, no se 

reportaron acciones o medidas dirigidas a satisfacer esta exigencia. La Sala recuerda 

que esta dimensión del objetivo busca un aumento en la cobertura, por lo tanto, las 

decisiones que se tomen sobre ella deben estar dirigidas a beneficiar a un número 

considerable de la población indígena Wayuu. 

  

(iii) Síntesis de las acciones 

 

81. A continuación, la sala consolida las acciones reportadas y una síntesis de su 

análisis. Los datos que se muestran en la casilla “Avance” estos corresponden al 

porcentaje que cada entidad reportó en la herramienta “Tablero de Control” a cargo 

del DNP93. la Sala aclara que sobre dicha casilla no tiene certeza, toda vez que se 

desconoce si los porcentajes en 0% de algunas acciones obedecen a que no se ha 

alimentado la base de datos o a si, en efecto, no se han logrado avances en dichas 

acciones:     
 

Tabla 8. Relación entre las acciones reportadas y las exigencias de la Sentencia T-302 de 2017 

# Acción 

E
n

ti
d

a
d

 

Indicador 

A
v

a
n

ce
 

Cumple o no las exigencias 

 
90 Decreto Ley 4181 de 2011 “Por el cual se escinden unas funciones del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural 

(Incoder) y del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, y se crea la Autoridad Nacional de Acuicultura y Pesca 

(AUNAP)”. 
91 Guerra, Weildler, El mar cimarrón, conocimientos sobre el mar, la navegación y la pesca entre los Wayuu 

(Oranjestad: National Archaeological Museum Aruba, 2015), página 39. 
92 Corte Constitucional, Sentencia T-302 de 2017, f. j. 9.4.2.2.1. nota al pie 490 
93 El cual puede verificarse en el siguiente enlace: https://sinergia.dnp.gov.co/seguimiento/Paginas/esp-guajira.aspx (la 

última fecha de consulta es del 11 de julio de 2025). 

 

https://sinergia.dnp.gov.co/seguimiento/Paginas/esp-guajira.aspx


1 

Desarrollo de las Capacidades 

Productivas (Construcción e 

implementación participativa) de 

proyectos productivos agrícolas, 

pecuarios, pesqueros y 

artesanales, con un enfoque de 

generación de ingresos, de 

acuerdo con la vocación de las 

comunidades Wayuu. 

M
A

D
R

 

 

Familias beneficiadas 

con la implementación 

de proyectos 

productivos 

4
8

,7
8

%
 

El MADR no reportó en el Tablero 

de Control del DNP la información 

necesaria para verificar los 

avances. La contradicción entre lo 

informado en el Plan, el Informe de 

la Consejería, el tablero de Control 

y la plataforma SECOPII no 

permite realizar un ejercicio 

juicioso sobre la acción. 

2 

Caracterización y formalización a 

personas naturales u 

organizaciones dedicadas a la 

actividad de la pesca y 

acuicultura, con el fin de que los 

pescadores accedan a la oferta 

institucional de la AUNAP 

(Asistencia técnica, insumos, 

elementos y equipos). 

A
U

N
A

P
 

 

Número de pescadores 

artesanales y 

acuicultores 

caracterizados y 

formalizados en 

municipios priorizados 

por la Sentencia 

0
%

 

No se identifican avances frente a 

la acción número 2 y no es posible 

identificar si las y los beneficiarios 

son indígenas. 

3 

Apoyar por medio de la entrega de 

insumos y equipos para el 

fomento de la pesca artesanal, 

acuicultura y actividades conexas 

a las asociaciones legalmente 

constituidas. 

Asociaciones dedicadas 

a la actividad de la 

pesca y de acuicultura 

fortalecidas en los 

cuatro municipios 

(entrega de bienes, 

equipos, insumos y 

elementos) 
7

8
,5

7
%

 

4 

Implementación de Proyectos 

Integrales de Desarrollo 

Agropecuario Rural (PIDAR) 

sostenibles con enfoque territorial 

y diferencial en comunidades 

Wayuu con soluciones de agua e 

infraestructura existente que 

permita la generación de ingresos 

y el acceso a alimentos A
D

R
 

Familias beneficiadas 

con proyectos 

productivos 

0
%

 

No se identifican avances frente a 

sus acciones en el Tablero de 

Control del DNP, tampoco en la 

plataforma SECOPII frente a los 

contratos 319/2019, 294/2020, 

335/2019, 340/2023, 417/2023, 

377/2023 y 374/2023 

5 

Implementación de nuevos 

PIDAR sostenibles con enfoque 

territorial y diferencial en 

comunidades Wayuu que permita 

la generación de ingresos y el 

acceso a alimentos 

Familias beneficiadas 

con proyectos 

productivos 

0
%

 

6 

Programa Unidades Productivas 

de Alimentos para el 

Autoconsumo (UPAA) 

D
P

S
 

Hogares Wayuu con 

Unidades Productivas 

de Alimentos para el 

Autoconsumo (UPAA) 

instaladas 

8
7

,5
%

 

A pesar del reporte de avances, la 

ausencia de una línea base impide 

valorar si la acción impactará de 

manera efectiva a todas las 

familias Wayuu o a unas pocas. En 

otras palabras, no existe suficiente 

información para valorar si es una 

medida estructural y/o suficiente.  

7 

Contribuir con el Acceso y 

Permanencia al 100% de la 

matricula registrada en SIMAT de 

los Niños, Niñas, Adolescentes y 

Jóvenes matriculados en los 

Establecimientos Educativos 

Oficiales con población 

mayoritariamente del pueblo 

Wayuu o que se encuentran en 

territorio ancestral del pueblo 

Wayuu de los Municipios de 

Maicao, Manaure, Riohacha y 

Uribia a través de la entrega de un 

Complemento Alimentario para el 

consumo en la jornada académica. 

M
E

N
, 

U
A

P
A

, 
M

u
n

ic
ip

io
s 

Porcentaje de 

estudiantes indígenas 

registrados en el 

Sistema de Matrículas 

Estudiantil (SIMAT) 

que son beneficiarios 

del Programa de 

Alimentación Escolar 

en los municipios de 

Maicao, Manaure, 

Riohacha y Uribia para 

contribuir con el Acceso 

y Permanencia al 100% 

de los matriculados en 

los Establecimientos 

Educativos Oficiales 

con población 

mayoritariamente del 

pueblo Wayuu o que se 

encuentran en territorio 

ancestral del pueblo 

Wayuu 

9
7

,4
1

%
 

La Sala percibe que el aumento de 

la cantidad y calidad de las 

raciones es una medida pertinente 

y conducente frente a mejorar la 

efectividad de los programas de 

atención alimentaria. No obstante, 

el MEN y la UAPA no especifican 

la relación entre la entrega de los 

alimentos y la búsqueda activa de 

casos de desnutrición. 



8 

Contribuir al bienestar, la 

permanencia y la seguridad 

alimentaria de los niños,  niñas, 

adolescentes y jóvenes 

matriculados Establecimientos 

Educativos Oficiales  con 

población mayoritariamente del 

pueblo Wayuu o que se 

encuentran en territorio ancestral 

del pueblo Wayuu  de los 

Municipios de Maicao, Manaure, 

Riohacha y Uribia ; mediante la 

entrega de una canasta de 

alimentos equivalente al 

complemento alimentario que se 

suministra en el PAE, para la 

preparación y consumo en casa 

durante el receso escolar de fin de 

año. 

M
E

N
, 

U
A

P
A

, 
en

ti
d

ad
es

 t
er

ri
to

ri
al

es
 

Porcentaje de 

estudiantes indígenas 

registrados en el 

SIMAT que son 

beneficiarios del 

Programa de 

Alimentación Escolar 

en Receso Escolar en 

los municipios de 

Maicao, Manaure, 

Riohacha y Uribia. 

1
0

0
%

 

9 

Proporcionar a las Unidades 

Comunitarias de Atención y otras 

unidades de servicio, agua potable 

para la preparación de alimentos y 

el consumo mínimo infantil para 

los niños y niñas participantes. 

IC
B

F
 

Porcentaje de Unidades 

Comunitarias de 

Atención focalizadas 

con suministro de agua 

potable 
1

0
0

%
 

Cumple con las recomendaciones 

de los expertos, al considerar el 

agua como alimento y la 

interrelación entre derechos. Sin 

embargo, al estar atada al 

funcionamiento de la modalidad 

“Atención integral”, la cual 

funcionó hasta septiembre de 

2024, no se tiene reporte sobre su 

disponibilidad durante todo el año. 

10 

Incorporar alimentos propios de 

la región en la complementación 

alimentaria de los servicios del 

ICBF en los cuatro municipios 

objeto de la sentencia, para lo cual 

se priorizarán como proveedores 

a los productores del pueblo 

Wayuu, condición que será 

incluida en los términos de 

referencia de las minutas 

contractuales. 

IC
B

F
, 

m
u

n
ic

ip
io

s 

Porcentaje de Unidades 

de Servicios con 

complementación 

alimentaria 

territorializadas 

1
2

5
%

 

La acción es relevante y se 

encuentra dirigida a la 

aceptabilidad cultural de los 

alimentos. Sin embargo, al 

encontrarse en el marco de la 

Modalidad de Atención Integral al 

pueblo Wayuu (pilotaje). Le es 

extensible los mismos reparos 

frente a la periodicidad y 

continuidad del programa.  

11 

Ampliar y mejorar la 

complementación alimentaria de 

ICBF en los territorios definidos 

como zona de recuperación 

nutricional (intra o extramural) en 

los cuatro municipios objeto de la 

sentencia. 

IC
B

F
 

Porcentaje de familias 

con raciones recibidas 

en las Zonas de 

Recuperación 

Nutricional 

1
0

0
%

 

La acción es pertinente y 

conducente frente al objetivo de 

ser una medida de urgencia que 

amplía la cantidad y calidad de las 

raciones. Si bien se reconoce la 

entrega de raciones para preparar a 

23.192 familias, la ausencia de una 

línea base que brinde datos sobre el 

total de las familias Wayuu impide 

valorar el impacto de la acción.  

12 

Aumentar la capacidad de 

respuesta del Estado ante la 

búsqueda y la atención de los 

niñas y niños menores de cinco 

años identificados con 

desnutrición aguda y bajo peso 

gestacional94. 

IC
B

F
 

Niñas y niños atendidos 

en las Unidades de 

Recuperación 

Nutricional 

Comunitarias 

4
2

,8
%

 

El indicador reporta el número de 

niñas y niños atendidos frente a 

una meta de 500 atenciones. Pese a 

que la última actualización se 

realizó el 09 de junio de 2025, el 

reporte llega al mes de septiembre 

del 2024. Se reporta una atención a 

146 niñas y niños en los 2 Centros 

de Recuperación Nutricional. En 

este sentido, se desconoce si de 

septiembre de 2024 a junio de 2025 

no han atendidos más niñas y niños 

Wayuu o si existen defectos en el 

reporte. Además, si la meta es 500 

atenciones, 146 casos no equivalen 

al 42,8% sino al 29,2% 

 
94 Mide el número de niñas y niños atendidos en las Unidades de Recuperación Nutricional Comunitarias para 

contribuir en su recuperación nutricional y evitar cuadros repetitivos de desnutrición aguda, mediante el suministro del 

100% de sus requerimientos nutricionales.  



13 

Identificar los niños y niñas en 

riesgo de desnutrición, 

desnutrición aguda, moderada y 

severa, activar las rutas de 

atención de manera oportuna y 

realizar el seguimiento nutricional 

en los servicios que presta el 

ICBF en los municipios objeto de 

la sentencia, principalmente 

aquellos que atienden a niñas y 

niños en primera infancia. 

IC
B

F
 Porcentaje de niñas y 

niños con desnutrición 

aguda con activación de 

ruta al sector salud 

1
0

0
%

 

La acción se concreta en la 

activación de la ruta al sector 

salud. Lo que obliga a la 

articulación entre los dos sectores. 

La acción reporta que: “de enero a 

septiembre a 194 niñas y niños se 

les realizó la activación de la ruta 

al sector salud con riesgo de 

desnutrición o desnutrición y bajo 

peso gestacional”95. Si bien se 

resaltan este tipo de acciones, la 

carencia de una línea base impide 

medir el impacto de la medida en 

toda la niñez Wayuu.  

14 

Crear una Comisión Asesora 

Científica para abordar los 

determinantes sociales de la 

desnutrición infantil en el 

departamento de La Guajira, que 

permita apoyar la toma de 

decisiones estratégicas frente a la 

desnutrición. 

IC
B

F
 

Comisión Asesora 

Científica creada para 

abordar los 

determinantes sociales 

de la desnutrición 

infantil en el 

departamento de La 

Guajira 

1
0

0
%

 

La Comisión funciona bajo cuatro 

ejes temáticos:  

(i) clínico y salud; (ii) 

socioeconómico; (iii) cultural y 

étnico, y (iv) ambiental y 

territorial. Satisface el objetivo de 

definir qué tipo de carencias tienen 

las comunidades donde residen en 

materia de seguridad alimentaria. 

15 

Establecer un mecanismo de 

control anticorrupción en los 

procesos de contratación de los 

servicios de atención a la primera 

infancia que incluyen 

complementación alimentaria 

para la regional Guajira. 

IC
B

F
 

Acciones de control 

anticorrupción 

implementadas en los 

procesos de 

contratación de los 

servicios de atención a 

la primera infancia que 

incluyen 

complementación 

alimentaria para la 

regional Guajira96 

1
5

0
%

 

El equipo anticorrupción de la 

Oficina Asesora Jurídica del ICBF 

recibió 17 denuncias en La Guajira 

de las cuales 7 se remitieron a la 

Oficina de Control Interno 

Disciplinario y 3 para denuncia 

ante la Fiscalía General de la 

Nación. La Sala avala las acciones 

encaminadas a lograr la 

transparencia y efectividad de los 

recursos públicos invertidos.  

16 

Construir un modelo de atención 

integral a la niñez y a las familias 

a partir del diálogo con las 

comunidades Wayuu que aporte a 

su pervivencia cultural y social en 

los cuatro municipios objeto de la 

sentencia. 

IC
B

F
 

Porcentaje de avance en 

la construcción del 

Modelo de Atención 

Integral del ICBF para 

el pueblo Wayuu 

1
0

0
%

 

Si bien la acción se limitaba a la 

construcción del modelo, las 

falencias administrativas a la hora 

de implementarlo afectaron la 

sostenibilidad, disponibilidad y 

accesibilidad de las familias 

Wayuu a los alimentos 

suministrados por el ICBF. Por lo 

tanto, se trataría de una acción que 

no trasciende en el objetivo 

constitucional.  

17 

Inclusión productiva de pequeños 

productores rurales: Entrega de 

especies menores (caprinos) e 

insumos para la producción 

A
lc

al
d

ía
 d

e 
U

ri
b

ia
 

Número de productores 

asistidos técnicamente 

para la atención 

sanitaria de su ganado 

caprino y entrega de pie 

de cría. 

1
0

0
%

 

Se reporta el cumplimiento de la 

meta, 760 familias beneficiadas 

con el fortalecimiento de las 

unidades productivas de ovinos y 

caprinos. No se reporta 

información sobre la transparencia 

a la hora de seleccionar los 

beneficiarios, el avance no es 

significativo y, por último, la 

ausencia de una línea base no 

permite valorarla en términos de 

ampliación de la cobertura.  

 
95 Datos tomados del tablero de control a cargo del DNP el día 09 de julio de 2025, el cual puede consultarse en el 

siguiente enlace: https://sinergia20app.dnp.gov.co/ciudadano/detalle-indicador-guajira/814 
96 Mide el porcentaje de avance de las actividades implementadas para el control de los procesos de contratación de 

los servicios de atención a la primera infancia para la regional Guajira con el objeto de fortalecer el control y 

transparencia en asignación de los recursos públicos. 



18 

Implementación de huertas 

comunitarias tradicional para el 

fortalecimiento de la seguridad 

alimentaria 

A
lc

al
d

ía
 d

e 
M

an
au

re
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valoración en miras al aumento de 

la cobertura. Ahora bien, una meta 

de 18 comunidades resulta 

minúscula incluso para las 

identificadas por el municipio 

(248).  

 

82. A partir de la valoración de cada medida, la Sala concluye que la existencia de 

programas y las inversiones realizadas no han garantizado el derecho a la 

alimentación sostenible y soberana de la niñez Wayuu de los municipios priorizados. 

Estas acciones tampoco cuentan con indicadores que permitan verificar que en un 

futuro próximo serán más las niñas y los niños que en sus hogares satisfarán sus 

necesidades alimentarias con suficiencia, calidad, continuidad y pertinencia cultural. 

La Sala espera acciones concretas que permitan satisfacer, de manera sostenible, el 

derecho a la alimentación de la niñez Wayuu, esto se logra a través de: aumento de 

cobertura; claridad y mejoramiento presupuestal; reformulación de los lineamientos, 

aunado a la capacidad administrativa para ejecutarlos; así como resultados directos 

en el bienestar económico de las familias Wayuu, y un progresivo aumento de las 

acciones en cabeza de las entidades territoriales. 

 

(iv) Información sobre la situación de desnutrición de las niñas y niños 

Wayuu menores de 5 años en los cuatro municipios priorizados por la 

sentencia 

 

83. De acuerdo con la orden décima de la sentencia “para que se entienda superado 

el estado de cosas inconstitucional, al menos deberán alcanzar los mínimos niveles 

de dignidad en los indicadores básicos de nutrición infantil”. Estos son: (i) la tasa de 

mortalidad por desnutrición en menores de 5 años, (ii) la prevalencia de desnutrición 

crónica en menores de 5 años, (iii) la prevalencia de desnutrición global, y (iv) la 

prevalencia de desnutrición aguda en el Departamento de La Guajira. Estos 

indicadores deben alcanzar la meta establecida en el Plan Nacional de Seguridad 

Alimentaria y Nutricional (PNSAN), o alcanzar el nivel promedio del país. 

 

84. De conformidad con lo anterior, la Sala considera necesario hacer hincapié en 

la información publicada por el Instituto Nacional de Salud (INS) sobre desnutrición 

y las muertes causadas por ella o causas relacionadas; ello por cuanto las cifras allí 

registradas son el resumen de la ineficiencia administrativa para estructurar una 

política pública que de manera eficaz aumente las coberturas en la atención y 

garantice el acceso sostenible y futuro a los alimentos. 

 

85. La Sala encontró que, desde que se notificó la sentencia -siete años- han 

fallecido 729 niñas y niños Wayuu en los municipios de Uribia, Manaure, Maicao y 

Riohacha, 849 en el departamento de La Guajira y 5.464 en todo el país. Ahondando 

en esas cifras, del 2018 al 2024 fallecieron, exclusivamente por desnutrición aguda 

(DNT), 346 en los municipios mencionados, 394 en el departamento de La Guajira 

y 1.767 en todo el país97.   

 
97 Las tablas siguientes son elaboración propia con base en la información tomada del siguiente enlace: 



 

Tabla 9. Muertes en menores de 5 años por Infección Respiratoria Aguda (IRA), Enfermedad Diarreica (EDA) 

o Desnutrición Aguda (DNT) 

Territorio 2018 2019 2020 2021 2022 2023 2024 Total 

Uribia 28 50 24 20 50 58 41 271 

Manaure 16 11 9 13 31 25 22 127 

Maicao 33 30 26 30 26 24 15 184 

Riohacha 21 27 21 15 20 21 22 147 

SUBTOTAL 98 118 80 78 127 128 100 729 

La Guajira 112 139 93 92 155 140 118 849 

Colombia 965 942 540 604 856 814 743 5.464 

 
Gráfica 1. Proporción de muertes según evento y año de notificación, La Guajira 

 

Gráfica 2. Tasa de mortalidad por cada 100.000 menores de 5 años por Desnutrición Aguda (DNT) 

Elaboración propia con base en la información del INS 

 

86. En relación con la tasa de mortalidad, se percibe un incremento sustancial en 

2022 y 2023. Si bien se reconocen acciones dirigidas a combatir la desnutrición en 

el último año, también se demuestra que la brecha no se cierra. La tasa de mortalidad 

por desnutrición en La Guajira sigue siendo mayor a la de Colombia. 

 

87. En el portal del SIVIGILA98, solo aparecen cifras sobre desnutrición aguda en 

menores de 5 años en el 2024. Los datos expuestos son: Uribia 1.568; Manaure 745; 

Maicao 618 y Riohacha 1.086, lo que arroja un total de 4.017 niñas y niños Wayuu 

que padecieron de desnutrición aguda en el 2024, mientras que en todo el 

departamento de La Guajira se reportaron 4.344 y en todo el país 33.356. Esto quiere 

 
https://app.powerbi.com/view?r=eyJrIjoiZDhkY2MxNjQtODQ1Yi00MWZiLTk4N2QtMjJiYmIxNmM0OGFkIiwid

CI6ImE2MmQ2YzdiLTlmNTktNDQ2OS05MzU5LTM1MzcxNDc1OTRiYiIsImMiOjR9 Consulta realizada el 14 de 

mayo de 2025.  
98 https://portalsivigila.ins.gov.co/ Consulta realizada el 14 de mayo de 2025. 
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decir que, los municipios priorizados representaron en el 2024 el 92% de la 

desnutrición aguda en menores de 5 años del departamento de La Guajira y el 12% 

en todo el país.   

 

88. Respecto de la desnutrición diferente a la aguda, no existe una cifra o una 

fuente confiable que permita determinar estos datos. Su recolección se realizaba a 

través de la Encuesta Nacional de Situación Nutricional (ENSIN) cada 5 años. Sin 

embargo, desde el 2015 no se registra información. La ausencia de esta encuesta 

impide conocer los indicadores definidos en la sentencia, pues los de prevalencia en 

desnutrición crónica, global y aguda, dependen de su elaboración. Adicionalmente, 

la ausencia de la ENSIN, impide la formulación de una política pública actualizada 

en materia de nutrición.  

 

89. La Sala recuerda que el PNSAN tenía como horizonte de ejecución el período 

2012-201999. Es decir, hace seis (6) años el país no se plantea un conjunto de 

objetivos, metas, estrategias y acciones en materia de seguridad alimentaria y 

nutricional. Situación que afecta los propósitos de la Sentencia T-302 de 2017, pues 

las metas en ella expresadas obedecían a una realidad que se encontraba basada en 

esta herramienta de planificación. Si bien la sentencia abarca otras metas e 

indicadores para superar el ECI, la ausencia del PNSAN no deja de ser gravosa para 

el abordaje de la seguridad alimentaria y nutricional.  

     

90. En conclusión, la ausencia de la ENSIN y de un PNSAN actualizado impide 

un seguimiento adecuado a las órdenes impartidas en la Sentencia T-302 de 2017, 

puesto que no se cuenta con información suficiente, de calidad y actualizada que 

permita conocer el estado actual de la situación nutricional de la niñez, obtener los 

indicadores de prevalencia frente a la desnutrición que exige la sentencia para la 

superación del ECI y realizar ejercicios comparativos dirigidos al análisis de la 

efectividad de las acciones.    

 

91. La Sala reitera que la generalidad de las respuestas y la ausencia de reportes 

con indicadores concretos que midan el goce efectivo de los derechos de las y los 

niños Wayuu de los municipios priorizados impiden tanto conocer con exactitud la 

efectividad de las soluciones, como el ejercicio de un seguimiento adecuado en pro 

del cuidado de la niñez100.  

 

92. Este Tribunal resalta que el número de acciones y programas dedicados a este 

objetivo, la diligencia a la hora de entregar la información y el propósito de realizar 

un trabajo acorde a la cosmovisión Wayuu, reflejan un notorio cambio en las políticas 

del ICBF. No obstante, las falencias administrativas a la hora de implementar el 

“Pilotaje”, desatienden de manera directa las dimensiones de disponibilidad y 

accesibilidad, esenciales para la garantía del derecho a la alimentación.  

 

93. Las acciones más representativas del derecho a la alimentación siguen siendo 

el PAE y las iniciativas del ICBF. Luego, se constata que el déficit en los programas 

dirigidos a garantizar la seguridad alimentaria, así como en las metas y resultados, 

siguen siendo un factor determinante en la vulneración del derecho a la alimentación 

de la niñez Wayuu de los municipios priorizados. Ello también permite afirmar que 

no se está abordando con suficiente rigurosidad la superación del ECI en el 

 
99 PNSAN, página 9 
100 Situación que también pone de presente la Procuraduría en su informe de verificación.  



componente de seguridad alimentaria. Estas acciones no garantizan la soberanía y 

autonomía del pueblo Wayuu, ni se ajustan al clamor de su gente, “de que el Estado 

provea a las comunidades con medios de subsistencia y no con alimentos”101. En 

conclusión, las políticas siguen siendo asistencialistas. 

 

94. La Sala recuerda que el propio pueblo Wayuu solicita no caer en las trampas 

del asistencialismo102. Si bien la puesta en marcha de medidas transitorias es esencial 

para garantizar los derechos de la niñez Wayuu, estas no pueden dejar de lado o 

prorrogar la toma de decisiones estructurales. Se requiere la solución definitiva de la 

problemática. Al respecto la Corte se pronunció en el pasado:  

 
“El Estado social de derecho se erige sobre los valores tradicionales de la libertad, la 

igualdad y la seguridad, pero su propósito principal es procurar las condiciones materiales 

generales para lograr su efectividad y la adecuada integración social. A la luz de esta 

finalidad, no puede reducirse el Estado social de derecho a mera instancia prodigadora de 

bienes y servicios materiales. Por esta vía, el excesivo asistencialismo, corre el riesgo de 

anular la libertad y el sano y necesario desarrollo personal”103. 

 

95. Persiste el desequilibrio entre las acciones del Gobierno Nacional y las 

adelantadas por los municipios. No se registran acciones verificables dirigidas a 

generar capacidades en los entes territoriales. No se observan acciones sostenibles y 

concretas dirigidas a la superación de la pobreza, la generación de empleo o el 

aumento de ingresos en los hogares Wayuu de los municipios priorizados. Por ende, 

pese al reconocimiento de avances puntuales en cabeza del ICBF, las cifras señaladas 

ratifican que no hay evidencia de una mejora significativa en la efectividad de los 

programas de atención alimentaria, ni un aumento considerable en la cobertura de 

los programas de seguridad alimentaria. Adicionalmente, no se cuenta con sistemas 

de recopilación de datos ni premura para abordar los asuntos estructurales.  

 

96. Para la Sala, después de siete años de notificada la sentencia, es inadmisible 

que las cifras sobre desnutrición y mortalidad infantil no hayan cedido de manera 

considerable. También lo es que los sistemas para medir avances (IGED), así como 

para recopilar y reportar información sigan siendo deficitarios. Más grave aún, que 

el seguimiento siga careciendo de una política pública estructural que apunte a 

terminar con la indignidad que supone la dependencia alimentaria. Las niñas y los 

niños Wayuu tienen derecho a tener certeza sobre los alimentos necesarios para su 

desarrollo. Tienen derecho a recibir lo que les corresponde por ser sujetos de especial 

protección constitucional y no simple caridad estatal.    
 

(v) Bloqueos institucionales identificados 

 

 
101 Corte Constitucional, Sentencia T-302 de 2017, f. j. 9.4.2.2. 
102 Frases compiladas de la Sentencia T-302 de 2017, expresadas por las y los Wayuu: (i) “Uno se muere, se mueren 

los niños, por falta de empleo. El gobierno lo que tiene que traer es solución de empleo para todos los wayuu. No 

venir con un mercado a aliviar dos o tres días. Que vengan soluciones. Como decir, para los pescadores, que hagan 

un proyecto grande de mil, cien, quinientas lanchas. Para que vean que el paisano no tiene necesidad de estar 

pidiéndole al Bienestar Familiar ni estar pidiéndole a otros” [Audiencia en la comunidad de Zucaramana, 

corregimiento de Irraipa, Uribia, La Guajira. Martes 21 de febrero de 2017. CD No. 5, minuto 31]; (ii) “Prosperidad 

Social (DPS) ha implementado algunos proyectos demostrativos en varias comunidades, que demuestra que la 

agricultura sí es posible. || Sin embargo esto soluciona la situación de algunas familias pero no para la mayoría de 

las comunidades” [Federación de Asociaciones de Autoridades Tradicionales de La Guajira]; (iii) “La trampa del 

asistencialismo significa hundirnos en pereza y el conformismo, cuando nuestra naturaleza es de gente trabajadora 

y creativa.” [Comunidad de Zucaramana].  
103 Corte Constitucional, Sentencia C-566 de 1995. 



97. De acuerdo con lo anterior, la Sala encuentra que las fallas en las acciones 

reportadas en materia del derecho a la alimentación se pueden sintetizar en los 

siguientes cuatro bloqueos institucionales: 

 

98. Ausencia de acciones dirigidas a resolver los problemas estructurales. La 

sentencia establece un margen de discrecionalidad frente algunas acciones e 

indicadores posibles y reconoce que las autoridades respectivas y las personas 

involucradas son quienes, en el ejercicio de sus competencias y sus derechos, deben 

adoptar las medidas adecuadas y efectivas para alcanzar los fines constitucionales104. 

Son precisamente estos fines los que determinan el rumbo de las acciones y los 

parámetros de seguimiento.  

 

99. En este sentido, la Sala no encuentra que se haya mejorado la efectividad de 

los programas de atención alimentaria105 ni aumentado la cobertura de los programas 

de seguridad alimentaria106. Tampoco hay acciones específicas, ni explicaciones 

sobre las existentes que permitan deducir que se han generado capacidades en los 

entes territoriales y que hay fuentes de empleo o de subsistencia económica. La Sala 

reitera la relevancia del empoderamiento económico y social de las familias 

indígenas Wayuu de los municipios priorizados para garantizar su soberanía 

alimentaria.  

 

100. Por el contrario, se identifica una clara falencia a la hora de analizar las 

dimensiones de disponibilidad y accesibilidad a los alimentos de estas acciones. La 

sentencia es clara al exigir criterios de sostenibilidad de las intervenciones y la 

generación de capacidades territoriales para satisfacer la dimensión de seguridad 

alimentaria, pese a ello, no se reportan análisis de por lo menos cinco años, como se 

sugiere en la sentencia. Además, persiste el bajo número de acciones en cabeza de 

las entidades territoriales. 

 

101. La ausencia de un plan estructural, frecuentemente mencionada por las 

entidades territoriales, deja en evidencia la falta de compromiso para asumir las 

obligaciones de la sentencia -crear un plan estructural es una de ellas- y agilizar la 

superación del ECI. Las 729 muertes de niñas y niños Wayuu en un margen de 7 

años, nos permite concluir que no han sido suficientes y eficaces las acciones 

dirigidas a combatir las muertes de menores de 5 años por desnutrición y causas 

asociadas en los municipios de Maicao, Manaure, Riohacha y Uribia. Además, la 

ausencia de un PNSAN representa un vacío tanto a la hora de articular las acciones 

del Estado en materia de seguridad alimentaria y nutrición, como de fijarse metas 

verificables y medibles para la superación del ECI. 

 

102. Problemas a la hora de recopilar y reportar la información. Existe una 

descripción general de las acciones que no son medibles en índice de goce efectivo 

de derechos (IGED). Tampoco hay información sobre la transparencia o 

determinación de los recursos destinados a la seguridad alimentaria. Además, la falta 

de información sobre las acciones desplegadas en el pasado impide evaluar el 

aumento constante en la cobertura y del presupuesto que exige la Sentencia T-302 

de 2017. A su vez, no contar con una herramienta indispensable como la ENSIN 

 
104 Ibid., f. j. 9.1.4.1 
105 Sentencia T-302 de 2017 f. j. 9.4.2.1 
106 Ibid., f. j. 9.4.2.2 



impide conocer el estado nutricional de la población y estructurar una política pública 

actualizada en materia de seguridad alimentaria y nutrición. 

 

103. Ausencia de una línea base e indicadores expresados en goce efectivo de 

derechos. La incertidumbre sobre el número de niñas y niños Wayuu, así como de 

las familias a las que pertenecen, constituye un bloqueo institucional que impide 

analizar la eficacia tanto de los programas de asistencia alimentaria, así como, el 

aumento en la cobertura de los programas de atención alimentaria. En pocas palabras, 

no permite un margen comparativo efectivo a la hora de crear y evaluar las políticas 

públicas para enfrentar el ECI y, por lo tanto, las metas e indicadores reportados, no 

permiten una medición de conformidad con lo exigido en el Auto 480 de 2023, es 

decir, en términos de goce efectivo de derechos.   

 

104. Falta de transparencia y sostenibilidad de las acciones. Hay reportes 

inconsistentes en materia presupuestal y financiera. Particularmente, los montos 

definidos en los diferentes informes no son coincidentes entre sí y tampoco en las 

bases de datos públicas. Además, las acciones presentadas no son sostenibles en el 

tiempo. Las fallas administrativas a la hora de planificar e implementar 

adecuadamente los programas, así como la falta de diálogo y concertación con las y 

los Wayuu, no solo ha vulnerado este derecho, sino que propicia conflictos entre las 

distintas familias Wayuu que pretenden acceder a los beneficios.  

 

D. Decisiones y órdenes a impartir 
 

105. La primera decisión que la Sala adoptará será la valoración del objetivo 

constitucional mínimo segundo “mejorar la efectividad de los programas de 

atención alimentaria y aumentar la cobertura de los de seguridad alimentaria” en 

el grado de cumplimiento bajo. Aunque se constatan acciones dirigidas a procurar 

una mejor atención y seguridad alimentaria, estas no cumplen con las exigencias 

planteadas en la Sentencia T-302 de 2017 para (i) mejorar la efectividad de los 

programas de atención alimentaria y (ii) aumentar la cobertura de los programas de 

seguridad alimentaria.  

 

106. Siguiendo los parámetros, las fases de valoración y el rol del juez 

constitucional descritas en el Auto 480 de 2023107, la Sala establece lo siguiente:  
 

Tabla 10. Síntesis de la Valoración del objetivo segundo por etapas. 

Etapa 1. 

Valorar 

Acciones 

reportadas 

Si bien se reportaron acciones en materia de atención alimentaria, estas no han sido efectivas a la 

hora de garantizar a las niñas y niños Wayuu la disponibilidad y a la accesibilidad a los alimentos.  

Aunque el PAE se haya prestado con continuidad y a tiempo, se identificaron comunidades sin 

acceso a la educación o a este programa. Además, no se reportaron acciones para remediarlo.  

La Defensoría y la Procuraduría alertaron la inseguridad que padecen las niñas y los niños a la 

hora de movilizarse a los programas o instituciones educativas. Se advirtió que muchas niñas y 

niños debían recorrer largos trayectos en vehículos inseguros o a pie para acceder a sus colegios, 

entre 45 minutos y 2 horas, lo que se considera una barrera irrazonable y desproporcionada.  

La Sala resalta que el “Pilotaje” reportó un aumento en la cobertura y el número de beneficiarios 

y solucionó la entrega de alimentos ultraprocesados, pero las deficiencias administrativas 

afectaron la disponibilidad y accesibilidad de la atención.  

La acción número 1 del Plan en cabeza del MADR, presenta inconsistencias en materia 

presupuestal y en el reporte de avances. Al contrastar la información reportada en el informe de 

la Consejería con la previamente enviada a esta Sala en cumplimiento de las medidas cautelares, 

la información del SECOPII y del Tablero de Control del DNP, se advierte que no existe 

coincidencia frente a los montos contratados o los avances. 

 
107 Corte Constitucional, Auto 480 de 2023, f. j. 51-52. 



Sobre las otras acciones reportadas en cabeza de la AUNAP, la ADR, el DPS y los entes 

territoriales, persiste la falta de información clara y pertinente que permita una valoración en 

términos de IGED. 

No se registran acciones con efectos verificables dirigidos a generar capacidades en los entes 

territoriales, ni tampoco se perciben acciones sostenibles y concretas dirigidas a la superación de 

la pobreza, la generación de empleo o el aumento de ingresos en los hogares Wayuu. 

Etapa 2. 

Verificar 

resultados 

reportados 

Si bien se percibe un incremento en el número de las y los beneficiarios del ICBF, los atrasos en 

los pagos y su operación limitada a septiembre de 2024, evidencian la falta de sostenibilidad y la 

no correspondencia con las exigencias de disponibilidad y accesibilidad. 

La generalidad de las respuestas y la ausencia de reportes con indicadores concretos que midan el 

goce efectivo de los derechos de las y los niños Wayuu impide conocer con exactitud la efectividad 

de sus acciones y el ejercicio de un seguimiento adecuado en pro del cuidado de la niñez. 

La ausencia de la ENSIN  impide un seguimiento adecuado a las órdenes impartidas en la 

Sentencia T-302, pues no se cuenta con información suficiente, de calidad y actualizada que 

permita conocer el estado actual de la situación nutricional, obtener los indicadores de prevalencia 

frente a la desnutrición exigidos en la sentencia para la superación del ECI ni realizar comparativos 

que midan la efectividad de las acciones. Por otro lado, los porcentajes de mortalidad siguen 

estando lejos de la meta planteada en la sentencia. 

 Al verificar el Tablero de Control del DNP se percibe que no todas las instituciones obligadas 

reportan información a tiempo y consistente.   

Etapa 3. 

Determinar el 

impacto de 

las acciones 

Según el informe de la Veeduría, pese al incremento en el número de las y los beneficiarios por 

parte del “Pilotaje” del ICBF, sus falencias administrativas desembocaron en una alta 

movilización de las y los Wayuu en todo el departamento de La Guajira. Los bloqueos generaron 

un impacto negativo en la región y la desazón con el programa también se percibió en las 

peticiones y acciones de tutela de las y los ciudadanos. 

La ausencia de la ENSIN impide comparar de manera objetiva la situación nutricional de las y los 

Wayuu. 

Rol del juez 

constitucional 

En estos casos, la Sala adoptará decisiones tendientes a superar los bloqueos institucionales por 

omisión o la práctica inconstitucional y reiterará la necesidad de reportar los resultados atendiendo 

IGED.  

Eventual aplicación de mecanismos coercitivos. 

 

107. A partir de las deficiencias identificadas en materia de (i) ausencia de planes 

estructurales; (ii) fallas en la implementación del “Pilotaje” por parte del ICBF; (iii) 

ausencia de generación de capacidades para los municipios y comunidades, así como 

(iv)  reporte de la información, se dictarán las siguientes medidas correctivas con el 

fin de fortalecer la planificación, la ejecución y el reporte de la información. Estas 

medidas buscarán, asimismo, organizar la información sobre cada una de las 

acciones adelantadas de cara al debido seguimiento del objetivo constitucional 

mínimo segundo de la sentencia. 

 

(i) Órdenes 

 

108. Se ordenará la construcción y formulación de un Plan Estructural en materia 

del derecho a la alimentación que complemente y trascienda las intervenciones de 

urgencia y simple atención alimentaria que se han reportado hasta el momento. Este 

plan deberá: (i) mencionar los planes o estrategias que se plantean para superar el 

ECI en materia alimentaria; (ii) distinguir las medidas a corto, mediano y largo plazo; 

(iii) descripción detallada de cada acción, las cuales deben ajustarse a la cultura 

Wayuu y a las realidades del territorio guajiro; (iv) contar con cronogramas de 

ejecución; (v) identificar las entidades responsables y su función dentro de cada 

acción; (vi) contar con indicadores que acrediten el goce efectivo del derecho a la 

alimentación; (vii) incluir estrategias para el reporte efectivo de los avances; (viii) 

garantizar la sostenibilidad financiera y determinar la fuente de financiamiento; (ix) 

garantizar la selección objetiva de las y los beneficiarios, y (x) garantizar el diálogo 

genuino. 

 

109. El plan también deberá ser: (i) concreto; (ii) claro; (iii) realizable, y (iv) 

verificable. De igual forma, deberá reflejar: (v) unidad; (vi) uniformidad; (vii) 

secuencialidad, y (viii) precisión. Para su formulación, se deberán tener en cuenta los 



parámetros transversales para la valoración de la garantía de los derechos tutelados 

a la niñez Wayuu descritos en el Auto 480 de 2023108. El comité deberá informar el 

trámite que se le haya dado al plan para armonizarlo con el Plan Estructural que el 

MESEPP contemple o esté contemplando elaborar para superar el ECI, conforme a 

lo establecido en el Decreto 147 de 2024 

 

110. La Sala le ordenará al Comité Técnico del derecho humano a la alimentación 

y desarrollo de capacidades productivas que, a través de la Consejería, remita un 

nuevo informe claro, conciso y detallado sobre: 

 
Tabla 11. Contenido del informe sobre las inconsistencias y dudas que persisten en el segundo objetivo. 

I 

El avance frente a sus respectivas acciones. Enfatizar en los reportes que presentan avances superiores al 

100% (acciones 10 y 15 en cabeza del ICBF), así como aquellos que se reportan en 0% (acciones 2, 4 y 5 

en cabeza de la AUNAP y la ADR, respectivamente).  

II 

En materia del PAE, los municipios de Riohacha, Uribia y Maicao, así como la Gobernación del 

departamento de La Guajira, deberán reportar el número de Instituciones Educativas con presencia de niñas 

y niños Wayuu, con su respectiva georreferenciación. El informe debe contener información por parte de 

las instituciones sobre cómo se presta el PAE. Nivel de satisfacción.  

III 

En relación con el transporte escolar, las entidades territoriales deben aclarar cómo se resolverán los 

inconvenientes expuestos en los f. j. 23, 24 y 40. Esta información debe contener los tiempos en los que se 

ha contratado el transporte escolar y cómo se garantiza tanto la seguridad, como la continuidad del servicio 

durante el calendario escolar.   

IV El MADR deberá explicar la razón de las inconsistencias señaladas en el f. j. 60-61 del presente auto.  

V La ADR deberá indicar el número de beneficiarios Wayuu en sus programas. 

VI 

La AUNAP deberá adjuntar información de los contratos 319/2019, 294/2020, 335/2019, 340/2023, 

417/2023, 377/2023 y 374/2023, junto con las razones por las que esta información no se encuentra en el 

SECOP II. 

VII 
Los municipios de Manaure, Maicao y Uribia, deberán reportar el grado de avance de la caracterización de 

sus poblaciones, en términos similares a los del distrito de Riohacha.  

VIII 
El Consejo del MESEPP deberá informar sobre acciones puntuales y concretas encaminadas a generar 

capacidades en los entes territoriales. Dichas propuestas deberán ponerse en funcionamiento este año. 

IX 
El Consejo del MESEPP, también deberá presentar una estrategia que enfrente los retos y supere los 

obstáculos identificados en el informe de la Consejería y descritos en el anexo número 10.  

X 

El Comité técnico del derecho humano a la alimentación y desarrollo de capacidades productivas, deberá 

explicar las razones por las que no se ha practicado la ENSIN e informar la estrategia para remediar su 

retraso. 

XI 

La o las estrategias que aplicará para garantizar la recopilación de información, cierta, veraz y consistente 

sobre el cumplimiento de este objetivo constitucional. Asimismo, la Sala le recuerda al Comité Técnico del 

Derecho Humano a la Alimentación y Desarrollo de Capacidades Productivas que pueden apoyarse en la 

información que consideren necesaria y actividades adelantadas por el Comité Técnico de Información para 

cumplir con su obligación de creación y reporte de sus indicadores, conforme al parágrafo 4 del artículo 11 

del Decreto 147 de 2024. 

 

111. En relación con la situación reportada por el distrito de Riohacha sobre las 

comunidades sin acceso a la educación y sin acceso al PAE, expresada en los f. j. 21-

24 y 27 la Sala ordenará que el Comité técnico del derecho humano a la alimentación 

y desarrollo de capacidades productivas, presente un informe específico sobre el 

acceso a la educación y al PAE de las comunidades caracterizadas por el distrito de 

Riohacha. Además, deberá presentar las estrategias para subsanar las fallas en la 

ejecución del programa en todos los municipios priorizados por la sentencia. 

Adicionalmente, se solicitará a la Defensoría y a la Procuraduría, el acompañamiento 

y presentación de un informe en el que expresen su concepto sobre la situación 

expuesta, a fin de contrastar la información con la que se cuenta.  

 

112.  La Sala también precisa de análisis técnicos sobre las conclusiones y 

propuestas que plantea el distrito de Riohacha al decir que: “[l]os wayuu en su 

mayoría no tiene vocación agropecuaria ni la formación sobre esta práctica” o que 

“[l]os wayuu hoy día adoptaron totalmente la dieta occidental”. En el Auto 1814 de 

 
108 Auto 480 de 2023, f. j. 75 a 82: Principio de progresividad y prohibición de regresividad y principios de 

coordinación, concurrencia y subsidiariedad. 



2022 se anunció que, atendiendo la especificidad del asunto a tratar, se podrá solicitar 

el apoyo de expertas y/o expertos en las materias mencionadas o en otras no 

previstas109. En razón de lo anterior, invitará a las siguientes personas, 

organizaciones y universidades para que, en caso de que así lo consideren, rindan 

concepto técnico: 

 
(i) Comisión Asesora Científica (acción número 14 del Plan en cabeza del ICBF); (ii) Centro de 

estudios de derecho, justicia y sociedad (Dejusticia) ; (iii) Veeduría Ciudadana para la Implementación 

de la Sentencia T-302 de 2017; (iv) Grupo de investigación “Saberes alimentarios”, de la Escuela de 

nutrición y dietética de la Universidad de Antioquia; (v) experto Weildler Guerra Cúrvelo, profesor de 

la Universidad del Norte; (vi) Instituto Colombiano de Antropología e Historia (ICANH), y (vii) 

Observatorio de Soberanía y Seguridad alimentaria y Nutricional de la Universidad Nacional de 

Colombia (OBSSAN).  

 

113. El concepto debe versar sobre las conclusiones expresadas y soluciones 

propuestas por el Distrito de Riohacha, que se recogen en los f. j. 70 y 71 y su 

correspondiente anexo del presente auto110. Además, se deberá indicar si esas 

conclusiones pueden ser extensivas a los municipios de Maicao, Manaure y Uribia 

(La Guajira). Las invitadas podrán presentar su informe de manera conjunta o 

independiente. Para la formulación de sus aportes, las entidades accionadas en este 

proceso deberán garantizar el acceso a la información necesaria y brindar el apoyo 

requerido. La Sala pondrá a disposición del Comité Técnico del derecho humano a 

la alimentación y desarrollo de capacidades productivas los conceptos que reciba.  

 

114. En relación con el “Pilotaje”, la Sala recuerda que la sostenibilidad de los 

programas, principalmente su componente presupuestal, también es un presupuesto 

del objetivo constitucional mínimo relacionado con el derecho a la alimentación. En 

consecuencia, le ordenará al ICBF un plan estructurado, en el que exponga cómo 

garantizará su operación durante todo el año. Dicho Plan debe contener aspectos 

concretos sobre cómo se abordará la concertación con las comunidades que no 

desean el proyecto y cómo se garantizará el derecho en caso de que no haya un 

programa homogéneo.  

 

115. Por último, la Sala le solicitará a la Procuraduría General de la Nación y a la 

Contraloría General de la República que remitan un informe sobre las eventuales 

inconsistencias en el PAE (f. j. 20), en las iniciativas del ICBF (f. j. 50-52), del 

MADR (f. j. 60-61), de la AUNAP y de la ADR (f. j. 62). Así como, sobre la 

efectividad de esas acciones en relación con el presupuesto y el número y asignación 

de beneficiarios (f. j. 72-73), ello en ejercicio de la función preventiva y de protección 

de los recursos públicos.    

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Especial de Seguimiento a la Sentencia T-302 de 

2017 

 

IV. RESUELVE 

 

PRIMERO. DECLARAR el cumplimiento bajo la orden cuarta de la Sentencia T-

302 de 2017, por cuanto no se cumplió el objetivo constitucional mínimo “mejorar 

la efectividad de los programas de atención alimentaria y aumentar la cobertura de 

los de seguridad alimentaria”, según los criterios enunciados en los f. j. 13 y 57.  

 

 
109 Literal i del f. j. 7. 
110 Ver el anexo 8, puntualmente los cuatro primeros párrafos de la sección acciones de orden municipal.  



SEGUNDO. ORDENAR al Comité Técnico del Derecho Humano a la 

Alimentación y desarrollo de capacidades productivas del MESEPP que, por medio 

de la Consejería Presidencial para las Regiones, remita a la Sala Especial de 

Seguimiento un plan estructural en materia del derecho a la alimentación. Para su 

formulación se deberán tener en cuenta los parámetros transversales para la 

valoración de la garantía de los derechos tutelados a la niñez Wayuu descritos en el 

Auto 480 de 2023 y atender los parámetros y sugerencias contenidas en los 

fundamentos jurídicos 108 a 109. Este plan deberá allegarse a la Corte en el término 

de diez (10) meses, contado a partir de la notificación de este auto. 

 

Además, deberá remitir un informe claro y detallado sobre las inconsistencias y 

dudas plasmadas en el f. j. 110, tabla 12 de esta providencia, para ello cuenta con tres 

(3) meses a partir de la notificación de esta providencia.  

 

TERCERO. ORDENAR a las entidades que conforman el MESEPP reactivar la 

Encuesta Nacional de Situación Nutricional (ENSIN) y el Plan Nacional de 

Seguridad Alimentaria y Nutricional (PNSAN) o, en su defecto, crear mecanismos 

alternativos de recolección de datos y formulación de estrategias que permitan tener 

información clara y certera sobre los datos y metas que estos documentos 

proporcionaban. Para ello contarán con seis (6) meses contados a partir de este auto. 

 

CUARTO. SOLICITAR a la Procuraduría General de la Nación y a la Contraloría 

General de la República que, respecto al bloqueo institucional “falta de transparencia 

y sostenibilidad de las acciones”, remitan un informe sobre las eventuales 

inconsistencias en materia presupuestal y contractual identificadas en el PAE, en las 

iniciativas del ICBF, del MADR, de la AUNAP y de la ADR, así como sobre la 

efectividad de esas acciones en relación con el presupuesto, el número y asignación 

de beneficiarios, en ejercicio de la función preventiva y de protección de los recursos 

públicos. Para ello cuentan con tres (3) meses a partir de la notificación de este auto. 

 

QUINTO. ORDENAR a las entidades que conforman el Comité Técnico del 

Derecho Humano a la Alimentación y desarrollo de capacidades productivas que, en 

torno a la efectividad de los programas de atención alimentaria, remitan un informe 

sobre el acceso a la educación y al PAE de las comunidades caracterizadas por el 

distrito de Riohacha. También, deberá presentar las estrategias para subsanar las 

fallas en el acceso a la educación y en la ejecución del programa en los municipios 

priorizados por la sentencia. El informe deberá remitirse en tres (3) meses, contados 

a partir de la notificación de este auto.  

 

Además, se ORDENA al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar que remita un 

plan sobre cómo garantizará la operación durante todo el año del programa “Guía de 

atención integral pueblo Wayuu”; cómo abordará la concertación con las 

comunidades que no desean el proyecto y garantizará el derecho en caso de que no 

haya un programa homogéneo. Para ello cuenta con dos (2) meses, contados a partir 

de la notificación de este auto. 

 

SEXTO. SOLICITAR a la Defensoría del Pueblo y a la Procuraduría General de la 

Nación que remitan un informe sobre el acceso a la educación y al PAE de las 

comunidades caracterizadas por el distrito de Riohacha, a fin de contrastar la 

información con la que se cuenta. Para ello cuentan con un plazo de tres (3) meses, 

contado a partir de la notificación de este auto.  

 



SÉPTIMO. INVITAR a las siguientes personas, organizaciones e instituciones 

universitarias a rendir concepto sobre el diagnóstico presentado por el distrito de 

Riohacha en cuanto a la vocación agrícola del pueblo Wayuu, de acuerdo con los 

parámetros definidos en los f. j. 112 y 113: 

 
(i) Comisión Asesora Científica (acción número 14 del Plan en cabeza del ICBF); (ii) Centro de estudios 

de derecho, justicia y sociedad (Dejusticia); (iii) Veeduría Ciudadana para la Implementación de la 

Sentencia T-302 de 2017; (iv) Grupo de investigación “Saberes alimentarios”, de la Escuela de nutrición y 

dietética de la Universidad de Antioquia; (v) experto Weildler Guerra Cúrvelo, profesor de la Universidad 

del Norte; (vi) Instituto Colombiano de Antropología e Historia (ICANH), y (vii) Observatorio de Soberanía 

y Seguridad alimentaria y Nutricional de la Universidad Nacional de Colombia (OBSSAN).  

 

Los conceptos deberán remitirse a la Sala Especial en un plazo de dos (2) meses, 

contado a partir de la notificación de este auto. En caso de que alguna de las invitadas 

decida no participar o no cuente con información relevante sobre la materia, deberá 

informarlo formalmente dentro del mismo término. 

 

OCTAVO. ADVERTIR a todas las entidades que integran el Comité técnico del 

derecho humano a la alimentación y desarrollo de capacidades productivas del 

MESEPP que el incumplimiento de las órdenes aquí dispuestas podrá generar la 

aplicación de medidas coercitivas, de conformidad con el Auto 480 de 2023. 

 

NOVENO. Librar por medio de la Secretaría General de la Corte Constitucional las 

comunicaciones correspondientes, adjuntando copia de este proveído. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

JOSE FERNANDO REYES CUARTAS 

Magistrado 

 

 

 

VLADIMIR FERNÁNDEZ ANDRADE 

Magistrado 

 

 

 

PAOLA ANDREA MENESES MOSQUERA 

Magistrada 

 

 

 

ANDREA LILIANA ROMERO LOPEZ 

Secretaria General 
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Anexo número 1. Listado de siglas y abreviaciones 

 

Nombre 
Sigla / 

Abreviación  

Estado de cosas inconstitucional  ECI 

Indicadores de Goce Efectivo de Derechos IGED 

Plan Provisional de Acción el Plan 

Mecanismo Especial de Seguimiento y Evaluación de las Políticas Públicas MESEPP 

Consejería Presidencial para las Regiones la Consejería 

Ministerio de Educación Nacional MEN 

Unidad Administrativa Especial de Alimentación Escolar UAPA 

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar ICBF 

Departamento Nacional de Planeación DNP 

Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural MADR 

Autoridad Nacional de Acuicultura y Pesca AUNAP 

Agencia de Desarrollo Rural ADR 

Departamento Administrativo para la Prosperidad Social DPS 

Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres UNGRD 

Procuraduría General de la Nación  la Procuraduría 

Defensoría del Pueblo la Defensoría 

Contraloría General de la República la Contraloría 

Veeduría Ciudadana para la Implementación de la Sentencia T-302 de 2017  la Veeduría 

Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad  Dejusticia 

Comisión Económica para América Latina y el Caribe CEPAL 

Instituto Colombiano de Antropología e Historia ICANH 

Observatorio de Soberanía y Seguridad alimentaria y Nutricional de la Universidad Nacional 

de Colombia  
OBSSAN 

Sistema Electrónico de Contratación Pública SECOP 

Instituto Colombiano de Desarrollo Rural Incoder 

Instituto Nacional de Salud INS 

Sistema de Salud Pública SIVIGILA 

Institución Prestadora de Servicios de Salud IPS 

Desnutrición Aguda  DNT 

Infección Respiratoria Aguda IRA 

Enfermedad Diarreica  EDA 

Sistema de Matrículas Estudiantil SIMAT 

Plan Alimentario Indígena Propio PAIP 

Programa de Alimentación Escolar PAE 

Guía de atención integral pueblo Wayuu la Guía 

Modelo Propio e Intercultural  MPI 

Unidad Comunitaria de Atención UCA 

Proyectos Integrales de Desarrollo Agropecuario Rural PIDAR 

Encuesta Nacional de Situación Nutricional. ENSIN 

Plan Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional PNSAN 

Red de Seguridad Alimentaria  ReSA 

Estrategia de atención integral con enfoque diferencial  IRACA 

 

Anexo número 2. Infografía y síntesis del contenido del derecho a la 

alimentación y del objetivo constitucional mínimo segundo. 



 
Frente al derecho a la alimentación de los pueblos indígenas, se resaltó lo siguiente: 

(i) la relación especial con el territorio; (ii) la seguridad alimentaria no se limita a 

satisfacer necesidades básicas, sino que también incluye sus dimensiones culturales, 

pues la comida se relaciona con su identidad y cosmovisión111; (iii) involucra el 

respeto de la libre determinación de los pueblos indígenas, quienes definen sus 

propias fuentes de alimentación y los medios para producirla, lo que implica la 

observancia de los principios a la participación, no discriminación, responsabilidad, 

transparencia y dignidad humana, y (iv) no puede garantizarse como un derecho 

individual sino colectivo.  

 
111 La Corte también advirtió que la principal vulneración de este derecho es la inseguridad alimentaria causada, entre 

otros motivos, por la pérdida de las tradiciones alimentarias según la cosmovisión Wayuu . Por lo tanto, la grave 

situación de las niñas y niños Wayuu es multicausal. Sentencia T-302 de 2017, f. j. 6.2.3. y 6.4.3. 



 

En consecuencia, para garantizar los derechos de la niñez Wayuu, la sentencia 

concretó sus acciones y recomendaciones en dos grupos que conforman el objetivo 

constitucional mínimo segundo. En primer lugar, mejorar la efectividad de los 

programas de atención alimentaria y, en segundo lugar, aumentar la cobertura de 

los programas de seguridad alimentaria que promuevan la autosuficiencia para 

superar el asistencialismo, potenciando la autonomía y el autogobierno. 

 
Tabla 12. Síntesis del objetivo constitucional mínimo segundo. 

Mejorar la efectividad de los programas de atención alimentaria 

Órdenes 

concretas 

No se podrán adoptar medidas de carácter regresivo. Lo que implica que: (i) la cobertura de los programas 

deberá mantenerse y no podrá ser disminuida, a menos que se pueda demostrar que la comunidad concernida 

ha alcanzado o puede alcanzar inmediatamente la autosuficiencia alimentaria, por medio de los programas de 

seguridad alimentaria o por sus propios medios independientes; (ii) la programación anual del presupuesto de 

inversión del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, del Ministerio de Educación Nacional y de las 

demás entidades del orden nacional que intervengan en los programas de atención alimentaria, deberá aplicar 

esta regla de no regresividad, y (iii) el departamento de La Guajira y los municipios de Riohacha, Manaure, 

Uribia y Maicao deben mantener y mejorar la cobertura de los programas de atención alimentaria en conjunto 

con las autoridades nacionales que consideren competentes. 

Los indicadores y las metas deben abarcar las dimensiones de: disponibilidad, accesibilidad y aceptabilidad. 

Convocar al Ministerio de Educación Nacional para que preste la colaboración a que haya lugar para asegurar 

el goce efectivo del derecho fundamental.  

Acciones 

básicas a 

considerar 

El aumento de cobertura de los programas. 

El mejoramiento de la ejecución presupuestal de los mismos. 

La formulación o reformulación de sus lineamientos. 

El diseño de programas compatibles con la cultura Wayuu y adaptados a las realidades del territorio guajiro. 

Indicadores 

básicos 

Disponibilidad: (i) no solo deben medir el número de beneficiarios, sino la proporción que estos representan 

frente a la población total de niños Wayuu; (ii) contemplar la situación de cada corregimiento y cada 

comunidad Wayuu, y (iii) la cobertura podría medirse, por ejemplo, por porcentaje de niños beneficiados por 

algún programa, porcentaje de corregimientos cubiertos y de comunidades beneficiadas. 

Accesibilidad: (i) indicadores de accesibilidad física que midan la distancia o el tiempo de recorrido entre un 

sitio de entrega de alimentos y la comunidad más lejana de su zona de cobertura, y (ii) indicadores de 

accesibilidad económica. 

Aceptabilidad: indicador de satisfacción de las comunidades. 

Recuperación nutricional: el número de niños con desnutrición que se recuperaron luego de la intervención 

de la entidad estatal. 

Aumentar la cobertura de los programas de seguridad alimentaria 

Órdenes 

concretas 

Deben contemplar el componente de aceptabilidad cultural. 

Deben contemplar criterios de sostenibilidad y de generación de capacidades territoriales. 

Acciones 

básicas a 

considerar 

Aumento en la cobertura de los programas. 

Generar capacidades dentro de los municipios y las asociaciones de autoridades tradicionales Wayuu para 

realizar intervenciones en seguridad alimentaria. 

Programas de generación de empleo. 

Proyectos productivos adaptados a las distintas partes del territorio Wayuu. 

Provisión de burros. 

Indicadores 

básicos 

Porcentaje de niños Wayuu beneficiados. 

Porcentaje de corregimientos y comunidades beneficiadas. 

Distribución geográfica de los proyectos por tipo de región en La Guajira. 

Proporción de proyectos realizados por los municipios frente a proyectos realizados por el Gobierno Nacional. 

Porcentaje de satisfacción de las comunidades. 

Porcentaje de proyectos productivos de más de cinco años que continúan operando en condiciones óptimas. 

 

 

Anexo número 3. Infografía del objetivo constitucional mínimo segundo en 

relación con su primera dimensión: mejorar la efectividad de los programas de 

atención alimentaria. 



 
Anexo número 4. Infografía del objetivo constitucional mínimo segundo en 

relación con su segunda dimensión: aumentar la cobertura de los de seguridad 

alimentaria. 



 
 

Anexo número 5. Acciones propuestas en el Plan frente al derecho a la 

alimentación. 

 
Tabla 13. Objetivos del derecho a la alimentación expuestos en el Auto 696 de 2022 

OBJETIVOS GENERALES 

Recolección de Información 

Medida de urgencia para lograr el goce efectivo del derecho 

OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

 (i) Identificar el número total de niñas, niños y adolescentes Wayuu  

(ii) Conocer a qué comunidad, corregimiento, asentamiento, barrio o cualquier otro tipo de organización comunitaria 

pertenece (Debe contar con georreferenciación)  

(iii) Establecer cuál es el estado nutricional de cada niña, niño y adolescente Wayuu  



(iv) Determinar qué medidas de atención alimentaria se deben implementar, en caso de padecer desnutrición o de 

encontrarse en riesgo de padecerla  

(v) Definir qué tipo de carencias tienen las comunidades donde residen en materia de seguridad alimentaria  

(vi) Garantizar que las niñas y niños puedan tener alimentos en calidad y cantidad suficientes para satisfacer las 

necesidades alimentarias con pertinencia cultural  

(vii) Aumentar la frecuencia y la cantidad de las raciones que se entregan a las niñas y niños Wayuu  

(viii) Mejorar la comunicación con las comunidades y conocer de manera permanente la situación actual de cada 

una de las niñas y de los niños que allí residen  

(ix) Aumentar los equipos de búsqueda activa de los casos de desnutrición.  

Fuente: Elaboración propia, Auto 1290 de 2023, f. j. 14. 

 

 

Tabla 14. Acciones contempladas en el Plan frente a la dimensión de atención alimentaria 

Grupo Entidades Acciones Objetivo al cual responde* 

I 

Ministerio de 

Educación 

Nacional 

(MEN)  y la 

Unidad 

Administrativa 

Especial de 

Alimentación 

Escolar 

(UAPA) 

Acción 7: entrega de un complemento 

alimentario para el consumo en la jornada 

académica. 

Responde a un objetivo general 

(Medida de urgencia para lograr el 

goce efectivo del derecho) y a tres 

objetivos específicos, puntualmente, a 

los números (vii); (viii), y (ix). 

Acción 8: entrega de una canasta de alimentos, 

equivalente al complemento alimentario que 

se suministra en el PAE para la preparación y 

consumo en casa durante el receso escolar de 

fin de año. 

Responde a un objetivo general 

(Medida de urgencia para lograr el 

goce efectivo del derecho) y a tres 

objetivos específicos, puntualmente, a 

los números (vii); (viii), y (ix) 

II 

Instituto 

Colombiano 

de Bienestar 

Familiar 

(ICBF) 

Acción 9: proporcionar a las Unidades 

Comunitarias de Atención y otras unidades de 

servicio, agua potable para la preparación de 

alimentos y el consumo mínimo infantil. 

Responde a los dos objetivos generales 

y a tres objetivos específicos, 

puntualmente, a los números (ii); (iii), 

y al (vii) 

Acción 10: incorporar alimentos propios de la 

región en la complementación alimentaria de 

los servicios del ICBF, al priorizar a los 

productores del pueblo Wayuu como 

proveedores.  

Responde a los dos objetivos generales 

y al objetivo específicos número (vii) 

Acción 11: ampliar y mejorar la 

complementación alimentaria de ICBF en los 

territorios definidos como zona de 

recuperación nutricional (intra o extramural)  

Responde a un objetivo general 

(Medida de urgencia para lograr el 

goce efectivo del derecho) y a cinco 

objetivos específicos, puntualmente, a 

los números (v); (vii); (viii), y (ix) 

Acción 12: aumentar la capacidad de 

respuesta del Estado ante la búsqueda y la 

atención de los niñas y niños menores de cinco 

años identificados con desnutrición aguda y 

bajo peso gestacional. 

Responde a los dos objetivos generales 

y a seis objetivos específicos, 

puntualmente a los números (ii); (iii); 

(iv); (v); (vi), y (vii). 

Acción 13: identificar los niños y niñas en 

riesgo de desnutrición, desnutrición aguda, 

moderada y severa, activar las rutas de 

atención de manera oportuna y realizar el 

seguimiento nutricional en los servicios que 

presta el ICBF  

Responde a los dos objetivos generales 

y a tres objetivos específicos, 

puntualmente a los números (ii); (iii), 

y (iv). 

Acción 14: crear una Comisión Asesora 

Científica para abordar los determinantes 

sociales de la desnutrición infantil en el 

departamento de La Guajira, que permita 

apoyar la toma de decisiones estratégicas 

frente a la desnutrición. 

Responde a un objetivo general 

(Recolectar información) y a dos 

objetivos específicos, puntualmente a 

los números (v) y (vi). 

Acción 15: establecer un mecanismo de 

control anticorrupción en los procesos de 

contratación de los servicios de atención a la 

primera infancia que incluyen 

complementación alimentaria para la regional 

Guajira. 

Responde a los dos objetivos generales 

y a un objetivo específico, 

puntualmente, al número (vii) 

Acción 16: construir un modelo de atención 

integral a la niñez y a las familias a partir del 

diálogo con las comunidades Wayuu que 

aporte a su pervivencia cultural y social. 

Responde a los dos objetivos generales 

y a dos objetivos específicos, 

puntualmente a los números (vi) y 

(vii). 

Fuente: Elaboración propia. * Los objetivos a los que, en principio, responden cada acción, fueron seleccionados por 

el Gobierno Nacional a la hora de elaborar el Plan Provisional de Acción. 

 



 
Tabla 15. Acciones contempladas en el Plan frente a la dimensión de seguridad alimentaria 

Grupo Entidades Acciones Objetivo al cual responde* 

I 

Ministerio de 

Agricultura y 

Desarrollo 

Rural (MADR) 

Acción 1: desarrollo de las Capacidades 

Productivas (Construcción e implementación 

participativa) de proyectos productivos 

agrícolas, pecuarios, pesqueros y artesanales, 

con un enfoque de generación de ingresos, de 

acuerdo con la vocación de las comunidades 

Wayuu. 

Responde a los dos objetivos 

generales y a tres objetivos 

específicos, puntualmente al (ii); (iii) 

y (vii) 

Autoridad 

Nacional de 

Acuicultura y 

Pesca 

(AUNAP) 

Acción 2: caracterización y formalización a 

personas naturales u organizaciones 

dedicadas a la actividad de la pesca y 

acuicultura, con el fin de que los pescadores 

accedan a la oferta institucional de la 

AUNAP. 

Responde a los dos objetivos 

generales y a tres objetivos 

específicos, puntualmente, a los 

números (ii); (iii), y (vii) 

Acción 3: apoyar por medio de la entrega de 

insumos y equipos para el fomento de la 

pesca artesanal, acuicultura y actividades 

conexas a las asociaciones legalmente 

constituidas. 

Responde a los dos objetivos 

generales y a tres objetivos 

específicos, puntualmente, a los 

números (ii); (iii), y (vii) 

Agencia de 

Desarrollo 

Rural (ADR) 

Acción 4: Implementación de PIDAR 

sostenibles con enfoque territorial y 

diferencial en comunidades Wayuu con 

soluciones de agua e infraestructura existente 

que permita la generación de ingresos y el 

acceso a alimentos. 

Responde a los dos objetivos 

generales y a un objetivo específico, 

puntualmente, al número (vii) 

Acción 5: Implementación de nuevos PIDAR 

sostenibles con enfoque territorial y 

diferencial en comunidades Wayuu que 

permita la generación de ingresos y el acceso 

a alimentos 

Responde a los dos objetivos 

generales y a un objetivo específico, 

puntualmente, el número (vii). 

Departamento 

Administrativo 

para la 

Prosperidad 

Social (DPS) 

Acción 6: Programa Unidades Productivas de 

Alimentos para el Autoconsumo (UPAA) 

Responde a un objetivo general 

(Medida de urgencia para lograr el 

goce efectivo del derecho) y a un 

objetivo específico, puntualmente, al 

número (vii). 

II 

Alcaldía de 

Uribia 

Acción 17: Fortalecimiento de capacidades 

productivas en pequeños productores 

caprinos 

Responde a un objetivo general 

(Medida de urgencia para lograr el 

goce efectivo del derecho) y a tres a 

los números (vii); (viii), y (ix) 

Alcaldía de 

Manaure 

Acción 18: Implementación de huertas 

comunitarias 

Responde a los dos objetivos 

generales. 

Fuente: Elaboración propia. * Los objetivos a los que, en principio, responden cada acción, fueron seleccionados por 

el Gobierno Nacional a la hora de elaborar el Plan Provisional de Acción. 

 

Anexo número 6. Programa de Atención Alimentaria (PAE) en los municipios 

de Manaure, Maicao, Riohacha y Uribia (2018-2024) 
 

Tabla 16. Consolidado del PAE (2018-2024) 

Concepto 2018 2019 2020 2021 2022 2023 2024 

M
a

n
a

u
re

 

Comunidades 320 247 246 255 231 248 248 

Niñas y niños 28.778 28.734 29.196 31.308 31.422 31.150 32.237 

Presupuesto 

asignado 

$9.652.937

.500 

$10.103.691.60

0 

$11.613.82

3.725 

$11.786.77

1.155 

$11.794.

270.331 

$16.752.

197.836 

$17.383.40

2.797 

Presupuesto 

ejecutado 

$9.361.466

.745 
$8.961.530.500 

$11.296.87

9.665 

$8.111.775

.548 

$10.485.

052.188 

$14.323.

812.864 
Sin dato 

M
a

ic
a

o
 

Comunidades 530 

Niñas y niños 14.185 16.683 17.253 19.841 21.360 22.407 24.438 

Presupuesto 

asignado 

$5.731.437

.691 
$5.702.772.150 

$8.481.509

.941 

$9.363.499

.880 

$11.140.

097.489 

$15.909.

284.883 

$18.895.64

0.924 

Presupuesto 

ejecutado 

$5.114.529

.291 
$4.930.973.696 

$7.772.146

.320 

$6.102.244

.708 

$11.140.

097.489 

$15.909.

284.883 

$18.895.64

0.924 

R
io

h
a

ch

a
 

 Comunidades  617 

Niñas y niños 14.328 15.465 16.761 18.129 17.998 17.971 19.664 

Presupuesto 

asignado 

$17.350.77

0.461 

$15.307.174.38

2 

$12.098.64

0.239 

$22.029.40

7.179 

$23.294.

653.181 

$30.909.

312.377 

$38.239.53

0.357 



Presupuesto 

ejecutado 

$6.262.400

.886 
$6,700,913,025 

$7.821.901

.599 

$8.323.814

.400 

$8.870.9

58.000 

$8.804.3

60.848 

$9.002.122.

272 

U
ri

b
ia

 

Comunidades No es posible obtener este dato con la información reportada 

Niñas y niños 40.302 44.703 49.412 50.835 55.994 56.365 63.654 

Presupuesto 

asignado 

$12.424.02

0.837 

$19.852.636.09

1 

$24.944.92

2.645 

$26.726.65

7.488 

$35.343.

926.270 

$48.707.

048.492 

$52.380.74

3.926 

Presupuesto 

ejecutado 

$11.922.70

4.239 

No se encuentra 

el archivo 

$22.689.02

9.001 

$26.952.55

0.428 

$32.071.

607.829 

$46.962.

846.984 

$28.979.33

1.385 

Elaboración propia con base en la información suministrada por la Consejería112 

 

Las entidades territoriales certificadas en educación son las que ostentan la calidad 

de administradoras del servicio educativo en su propio territorio. Para este caso, los 

municipios de Uribia, Maicao y Riohacha, tienen la responsabilidad se seguir y 

verificar el PAE en sus respectivas instituciones educativas. Mientras que, en el 

municipio de Manaure, al no estar certificado, es la Gobernación de La Guajira la 

que asume esta responsabilidad113.  

 

La información de las y los beneficiarios del PAE del año 2018 al 2024, muestra 

tanto el número de comunidades (cuando es posible identificarla), como el número 

de niñas y niños Wayuu que acceden al programa. Frente al número de comunidades 

beneficiadas, el municipio de Maicao aclaró que, toda vez que el PAE se presta en 

las sedes educativas y no en las comunidades, no es posible dar el número de 

comunidades beneficiadas114.  

 

Por su parte, el distrito de Riohacha caracterizó las comunidades de su jurisdicción 

y reportó lo siguiente: un total de 617 comunidades indígenas de las cuales 32 no 

pudieron caracterizarse (4 de ellas aparecen en estado abandonadas)115 y 53 aparecen 

reportadas sin acceso al PAE. Adicionalmente, reportó 12 comunidades sin acceso a 

educación. Estas comunidades son: Wayutrrusit (87); Paletumana (162); Bella Vista 

2 (176); Celestial (177); Wayermana (179); Nuevo Mundo Providencia (247); El 

Reposo (313); El Esterito Nuevo (340); Aritamana (380); Los Manguitos (408); El 

Salao (430), y Dividivi 2 (442)116. 

 

Por último, todas las entidades territoriales manifestaron empezar el calendario 

escolar a tiempo y sin interrupciones, exceptuando los escenarios descritos en la 

siguiente tabla.  

 
Tabla 17. Salvedades reportadas por las entidades territoriales 

Maicao 

“la esencia de la educación, es impartirla a todos los niños y niñas, matriculados, durante todo el 

calendario escolar y en todas las sedes, no obstante, puede suceder que los niños no asistan a recibir 

sus clases, por paros, bloqueos, quebrantos de salud, etc., lo cual no se cataloga como interrupción, 

dado que siempre habrá estudiantes en todas las sedes educativas”117. 

Riohacha 

“[l]as niñas y niños Wayuu del distrito de Riohacha (estudiante) (sic) tuvieron dificultades debido a 

que en el 2024 se presentó un desplazamiento forzado en el (sic) los EE Sierra nevada, y el Centro 

etnoeducativo Wiwas, la entidad de inmediato tomo (sic)  acciones para que no se viera afectado el 

 
112 La información se encuentra en el expediente digital, carpeta 25 Seguimiento objetivo mínimo alimentación, 

subcarpeta Respuestas, archivo “21-10-24 Consejería Presidencial para las Regiones.pdf”. 
113 Expediente digital, carpeta 25 Seguimiento objetivo mínimo alimentación, subcarpeta Respuestas, archivo “21-10-

24 Consejería Presidencial para las Regiones.pdf”. página 87 
114 Sin embargo, entre los años 2018-2020 existían 157 sedes educativas a las cuales se les prestó el PAE al 100%, en 

el 2021 pasaron a ser 158, en el 2022 fueron 163, en el 2023 alcanzaron a ser 173 y, por último, en el 2024 fueron 181 

instituciones educativas. Ibidem, páginas 111-113.  
115 Estas comunidades son: Songo (159), Mocoshirramana (230), Kulirrily (239) y Wayukasu (317). La información 

es tomada de los anexos que se adjuntaron en un enlace al interior del Informe, páginas 113-115, puntualmente del 

archivo “28-12-2023 CONSOLIDADOS COMUNIDADES VISITADAS AGUA UCAS ESCUELAS 

RIOHACHA.xlsx” 
116 Ibid. 
117 Informe de la Consejería, página 97. 



servicio educativo y coloco (sic) en conocimiento a las autoridades competentes para normalizar los 

servicios que la comunidad educativa se (sic) les oferta, desde los diferentes sitios donde estuvieron 

albergados con sus las familias, además se dispuso de una [a] ula en las Sedes Brisas del Mar, para 

que tomaran sus clases y no interrumpir las actividades académicas, los (sic) niñas y niños que no se 

desplazaron de sus territorios recibieron sus clases de manera Virtual, cumpliendo así con la prestación 

del servicio educativo”118. 

Uribia 

“[s]i hubo una interrupción a las clases motivadas por el COVID-19; Como sustento a esto puede 

verificar en la [R]esolución [n.º] 166 del 16 de marzo del 2020, por medio de la cual modifica la 

[R]esolución [n.º] 646 del 30 de octubre del 2019 calendario académico único para el año escolar 

2020. Se suspendieron las clases presenciales en las instituciones etnoeducativas 16 de marzo hasta el 

27 del mismo mes y se adoptó lo indicado por el Ministerio de Educación Nacional, recibir clases en 

casa”119. 

Elaboración propia con base en la información suministrada por la Consejería 

 

Anexo número 7. Iniciativas del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 

(ICBF) 

 

El ICBF manifestó que sus acciones en La Guajira están clasificadas en cuatro 

direcciones de proceso misional y cada una de ellas cuenta con diversas modalidades 

y servicios de atención. Además, describió las ocho acciones que hacen parte del 

Plan. La siguiente tabla hace una relación tanto de los programas, las modalidades y 

los servicios del ICBF en los municipios priorizados, así como, de la relación de 

usuarios en el periodo 2018-2024.  

 
Tabla 18. Relación de usuarios de programas, modalidad y/o servicios ICBF en municipios de la Sentencia T-

302 de 2017, entre 2018 y 2024 con corte 31 de julio.120 

Dirección Atención 2018 2019 2020 2021 2022 2023 2024* 

Primera 

infancia 

CDI 9.328 9.278 9.394 10.216 9.869 10.180 9.541 

Hogares infantiles 747 747 747 864 810 810 810 

HCB-FAMI 597 324 333 466 324 324 324 

Atención propia e 

intercultural 
47.714 48.559 50.939 59.095 57.293 57.500 49.694 

Guía de atención 

integral pueblo 

Wayuu 

Atención construida durante 2023 e implementada en 

2024 
80.845** 

HCB 3.981 4.024 4.004 4.336 4.068 3.906 4.068 

Nutrición 

CRN 471 482 340 314 261 239 89 

1.000 días para 

cambiar el mundo 
2.000 2.354 3.393 5.008 5.484 6.577 

Modelo 

integrado 

1.499 UBA 0 1.512 2.558 11.776 15.589 19.914 

Complementación 

alimentaria 
2.421 Modalidad que se transformó en acciones móviles 

Familia y 

Comunidades 

Territorios Étnicos 

con Bienestar -

TEB 

8.900 8.585 6.450 5.464 9.102 6.302 

Integrada a 

la guía 

Wayuu 

Protección Unidades móviles 33.744 19.902 24.525 23.029 19.272 32.759 25.962 

Fuente: Metas sociales y financieras ICBF 2018 a 2023 cierre a 31 de diciembre. 

 

Atendiendo a las exigencias de la sentencia, el ICBF reporta el porcentaje de niñas y 

niños Wayuu recuperados, una vez fueron atendidos. 
 

Tabla 19. Porcentaje de niñas y niños menores de 5 años atendidos que mejoran 

su estado nutricional para la modalidad 1.000 días para cambiar el mundo 

Año Numerador Denominador % de recuperación 

2018 532 833 63,9% 

2019 475 573 82,9% 

2020 454 641 70,8% 

 
118 Ibid. pág. 98 
119 Ibid. pág. 99 
120 *2024 corte a 30 de septiembre. ** Registros de niñas y niños de 0 a 5 años y personas gestantes con corte a 

septiembre 30 de 2024 que se han atendido en los diferentes contratos en todo el año, únicos, activos e inactivos. 



2021 596 688 86,6% 

2022 1306 1.424 91,7% 

2023 1.949 2.172 89,7% 

Fuente: Informe de la Consejería, página 69. 

 
Tabla 20. Indicadores de identificación de desnutrición de los niños y niñas entre 0 y 59 meses beneficiarios de 

programas de primera infancia, según vigencia - La Guajira en los municipios de la Sentencia T-302 

(Manaure, Maicao, Riohacha, Uribia)121. 

Indicador 

nutriciona

l 

2018 2019 2020 2021* 2022 2023 2024** 

# %  #  %  #  %  #  %  #  %  #  %  #  %  

Desnutrició

n aguda 

1.42

0 

2,63

% 

12.52

7 

3,58

% 

85

1 

1,46

% 

61

5 

0,94

% 

86

9 

1,13

% 

64

6 

0,82

% 

15

1 

0,56

% 

Total 

Valorados 
53.928 70.667 58.122 65.375 76.714 78.703 26.911 

Fuente: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. Sistema de Información Misional Cuéntame - Sistema de 

Seguimiento Nutricional ICBF. Cortes para cada vigencia. 2018 a 2023 cierre oficial, 2023 preliminar al 29 de 

febrero de 2024, y 2024 al 31 de julio de 2024. 

 
Tabla 21. Estado Nutricional de niños y niñas menores de 5 años con pertinencia Wayuu, recuperados de la 

desnutrición en los Centros de recuperación nutricional122 

Año 
CRN Riohacha % 

Recuperación 

CRN Manaure 
% Recuperación 

Numerador Denominador Numerador Denominador 

2018 15  15 20  75,0  35  42 83,3  

2019 70  74  94,6  48  74  64,9  

2020 34  35  97,1  47  61  77,0  

2021 54  61  88,5  48  71  67,6  

2022 39  39 65  60,0  29  51  56,9  

2023 53  66  80,3  40  55  72,7  

Total 265 321  247 354  

Fuente: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. Sistema De Información Cuéntame. vigencias 2018 a 2023. 

 

Guía de atención integral pueblo Wayuu 

 

El ICBF enfatiza la atención denominada Guía para la Atención Integral al Pueblo 

Wayuu en sus Territorios Ancestrales en La Guajira123 (la Guía), perteneciente a la 

dirección de Primera Infancia. En el informe, explica que fue necesario explorar y 

“pilotear” los modelos integrales de acción transectorial, para incidir en los 

determinantes sociales de la desnutrición124. Por ello, su implementación es conocida 

como “Pilotaje”. 
 

La Guía125, se crea con base en las recomendaciones planteadas en la “evaluación de 

operaciones y resultados de la modalidad propia e intercultural”, y se concibe desde 

conceptos propios de pueblo Wayuu, su estructura consta de cuatro hilos que 

 
121 * Para la vigencia 2021 el número de registros reduce, debido a la flexibilización que se tuvo con las tomas 

nutricionales, las cuales se pidieron cuatrimestrales dado el retorno después de la pandemia ** Para la vigencia 2024, 

se relacionan el seguimiento nutricional de todos los servicios a excepción del registro de la Modalidad de Atención 

Integral a Población Wayuu. # de niñas y niños. % Sobre el total de niñas y niños valorados. 
122 “Nota: La información relacionada no representa el indicador final de recuperación nutricional, ya que la modalidad 

CRN, tiene un alcance específico para la recuperación del estado nutricional cuando la desnutrición aguda es de origen 

primario; por lo que es posible que de los casos que se hubiese identificado la no recuperación nutricional, luego de 

un análisis y soportes de la atención (desde el sector salud) se descartaran ya que existiría presunción que la 

desnutrición tiene un origen secundario”. Informe de la Consejería, páginas 69-70. 
123La Guía puede ser consultada en el siguiente enlace:  chrome-

extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https://www.icbf.gov.co/system/files/guia_para_la_atencion_integral

_al_pueblo_wayuu_v7.pdf Consulta realizada el 14 de mayo de 2025  
124 Informe de la Consejería, pág. 34.  
125 Su objetivo principal es: “[D]esarrollar e implementar acciones específicas para el cumplimiento de la Sentencia T-

302 de 2017 en los territorios ancestrales y zonas rurales donde reside el pueblo Wayuu en los municipios de Maicao, 

Manaure, Riohacha y Uribia. Se busca fortalecer la implementación del sistema normativo Wayuu mediante un sistema 

de cuidado comunitario robusto que promueva la pervivencia cultural”. Ibid., pág. 37 



funcionan como pilares. Según el informe, a través de este servicio se pretende 

responder al deber de aceptabilidad o compatibilidad entre el servicio, los alimentos 

y la cultura Wayuu126. Así como, a la ampliación de la cobertura.  
 

Para la creación de esta atención o servicio, se tuvo en cuenta la Evaluación de 

Operaciones y Resultados de la modalidad propia e intercultural. En conjunto, las 

recomendaciones derivadas de la evaluación se enfocaron en:  

 
(i) Mejorar la atención en hogares dispersos y con menor acceso a servicios, empleando 

enfoques innovadores como unidades móviles y alianzas con líderes comunitarios;  

(ii) Adaptar las formas de atención, ajustando la frecuencia y duración de las estrategias 

pedagógicas según las dinámicas culturales y valores de cada comunidad, facilitando 

la participación de niños, niñas y sus familias;  

(iii) Gestionar adecuadamente los recursos, ajustando la ejecución e implementación a las 

realidades de cada comunidad, y fortalecer la infraestructura y recursos materiales, 

invirtiendo en la mejora de los espacios de atención, y  

(iv) Fortalecer la formación de los agentes educativos en enfoques interculturales y 

particularidades culturales con el fin de promover prácticas pedagógicas respetuosas y 

pertinentes127.  

 

El ICBF, en respuesta a estas recomendaciones, construyó la Guía para la Atención 

Integral al Pueblo Wayuu en sus Territorios Ancestrales en La Guajira128 (la Guía). 

Este programa tiene como objetivo: 

  
“[D]esarrollar e implementar acciones específicas para el cumplimiento de la 

Sentencia T-302 de 2017 en los territorios ancestrales y zonas rurales donde reside el 

pueblo Wayuu en los municipios de Maicao, Manaure, Riohacha y Uribia. Se busca 

fortalecer la implementación del sistema normativo Wayuu mediante un sistema de 

cuidado comunitario robusto que promueva la pervivencia cultural”129.  

 

La Guía parte de la noción del Sukuaipa Wayuu, “que es el conjunto de principios y 

valores que dan sustento moral y espiritual al pueblo Wayuu en todas sus 

dimensiones humanas, sociales y ambientales”130. Su estructura consta de cuatro 

hilos que funcionan como pilares, los cuales fueron identificados a través de los 

diálogos genuinos; asemejan la acción de tejer y el significado del tejido como 

símbolo dentro de la cultura Wayuu.  
 

(i) Primer hilo: Pervivencia cultural. Facilita la recuperación de la lengua propia y el 

desarrollo de capacidades a través de las cinco dimensiones del desarrollo infantil: 

cognitiva, comunicativa, corporal, socio-afectiva y sensorial-motriz. 

(ii) Segundo hilo: Cuidado propio, colectivo y del entorno. Busca que las acciones y 

estrategias de atención incorporen un sistema de cuidado comunitario en los entornos 

de crianza donde habitan los niños, niñas y adolescentes. Este sistema permite alertas 

tempranas sobre vulneración de derechos.  

(iii) Tercer hilo: Seguridad y soberanía alimentaria. Reconoce la importancia de la 

autonomía de las comunidades en la gestión de sus propios sistemas alimentarios, 

fundamentándose en sus conocimientos tradicionales, cultura y necesidades 

específicas. La soberanía alimentaria, como se planteó en la sección conceptual para 

este informe, se entiende como la capacidad de las comunidades Wayuu para definir 

sus propias políticas y prácticas relacionadas con la producción, distribución y 

 
126 Ibidem, páginas 72-73 
127 Ibid., página 36 
128La Guía puede ser consultada en el siguiente enlace:  

https://www.icbf.gov.co/system/files/documento_guia_para_la_atencioan_integral_al_pueblo_wayuu_v7_0.pdf 
129 Expediente digital, carpeta 25 Seguimiento objetivo mínimo alimentación, subcarpeta Respuestas, archivo “21-10-

24 Consejería Presidencial para las Regiones.pdf”, página 37 
130 Ibidem.  



consumo de alimentos. Se basa en diálogos genuinos y acuerdos comunitarios entre 

las autoridades y miembros de las comunidades con las asociaciones ancestrales u 

organizaciones aliadas en la implementación de esta modalidad. Busca que, adicional 

a brindar atención alimentaria, las comunidades recuperen y potencien prácticas 

ancestrales de cultivo, recolección, pesca y cría de animales, promoviendo la 

producción familiar y comunitaria de alimentos. Este enfoque multidimensional 

aborda la inseguridad alimentaria mediante acciones que incluyen la complementación 

alimentaria, el seguimiento nutricional y la vigilancia nutricional comunitaria. 

(iv) Cuarto hilo: Fortalecimiento comunitario. Si las rancherías tienen enramadas o 

unidades comunitarias de atención (UCA), podrán usarlas para el desarrollo de los 

encuentros. Si no las tienen, se recomienda el uso de los recursos disponibles para los 

encuentros comunitarios. La implementación de esta forma de atención puede mejorar 

las enramadas o los lugares comunitarios que las comunidades ancestrales dispongan 

para la atención infantil. Ibidem., páginas 38-40. 

 

Otro componente de especial interés para la Sala es la accesibilidad y el número de 

niñas y niños beneficiados y recuperados en todas sus direcciones y programas. 

Según el informe, el ICBF “ha atendido al 100% de las comunidades Wayuu 

identificadas y con las que se ha avanzado en la concertación de diversas formas de 

atención en los municipios objeto de la sentencia T-302 de 2017”131. Adicionalmente, 

manifestó estar en disposición de ampliar las coberturas de atención, para llegar al 

100 % de las comunidades Wayuu en situación de vulnerabilidad, de acuerdo con las 

consideraciones presupuestales y el marco fiscal de mediano plazo y las directrices 

presupuestales asignadas132. 

 

Las acciones y programas para acceder al 100 % de las comunidades Wayuu son, 

prioritariamente, las concernientes a la dirección de primera infancia, con énfasis en 

la Guía y sus diferentes hilos, el MIAPD y las acciones en cabeza del DANE para 

cumplir con el objetivo constitucional de información133.  

 

Por otro lado, la Sala indagó sobre la compatibilidad de los alimentos y servicios 

brindados por el ICBF con la cultura Wayuu. Si bien la pregunta iba dirigida de 

manera general a todas sus direcciones y programas, la respuesta otorgada por la 

institución se centró en la Guía y su afinidad con la cosmovisión. En sus propias 

palabras: 
 

“en particular, sobre el hilo de seguridad y soberanía alimentaria, los diálogos con las 

comunidades en vía de fortalecer la toma de decisiones sobre la complementación 

alimentaria; y las acciones lideradas por los gestores de alimentos en vía de construir 

con la comunidad prácticas alimentarias al interior de la familia que garanticen un 

consumo adecuado de alimentos, todo esto en concordancia con sus patrones 

culturales”134 

  

  

 
131 Ibid. pág. 63 
132 Ibid. pág. 66 
133 Acciones correspondientes al Registro Multidimensional Wayuu y al Sistema de información. 
134 Informe de la Consejería, pág. 72-73 



Anexo número 8. Proyectos de seguridad alimentaria 

 
Tabla 22. Acciones contempladas en el Plan frente a la dimensión de seguridad alimentaria 

Grupo Entidades Acciones 

I 

Ministerio de Agricultura y 

Desarrollo Rural (MADR) 

Acción 1: Desarrollo de capacidades productivas en proyectos 

agrícolas, pecuarios, pesqueros y artesanales 

Autoridad Nacional de 

Acuicultura y Pesca (AUNAP) 

Acción 2: Caracterización y formalización a personas naturales u 

organizaciones dedicadas a la actividad de la pesca y acuicultura. 

Acción 3: Entrega de insumos y equipos para el fomento de la pesca 

artesanal, acuicultura y actividades conexas 

Agencia de Desarrollo Rural 

(ADR) 

Acción 4: Implementación de proyectos integrales de desarrollo 

agropecuario rural (PIDAR) con soluciones de agua e infraestructura 

existente. 

Acción 5: Implementación de nuevos PIDAR 

Departamento Administrativo 

para la Prosperidad Social 

(DPS) 

Acción 6: Programa de unidades productivas de alimentos para el 

autoconsumo (UPAA) 

II 

Municipios de Uribia  

Acción 17: Inclusión productiva de pequeños productores rurales, en 

otras palabras, la entrega de especies menores de caprinos e insumos 

para la producción. 

Municipio de Manaure 
Acción 18: Implementación de huertas comunitarias tradicionales 

para el fortalecimiento de la seguridad alimentaria. 

 

Acciones del orden Nacional 

 

El Informe de Consejería arroja la siguiente información. En primer lugar, el MADR 

resaltó el proyecto El Campo Emprende. Mencionó que cuenta con un Acuerdo de 

Cooperación con Ecopetrol, que permitió la implementación de emprendimientos 

asociativos en 33 municipios a nivel nacional. Para el caso de La Guajira, se 

priorizaron los municipios de Manaure, Riohacha y Uribia. Esta línea consiste en una 

cofinanciación a proyectos o iniciativas colectivas, formales o informales.  La 

convocatoria se realizó en el 2022 con los siguientes resultados: (i) 360 familias 

beneficiadas; (ii) una cofinanciación de $1.233.000.000, y (iii) 34 grupos 

beneficiados135. 

 

En materia de compatibilidad con la cultura Wayuu, informó que en el marco de la 

construcción participativa y el diálogo genuino, los líderes, autoridades y 

comunidades ponen en conocimiento del equipo técnico su propuesta productiva. 

Allí, se acuerdan tanto las actividades técnicas como las cifras a ejecutar136. Frente a 

la duración de los proyectos, se acompañan hasta la implementación total de los 

planes de negocio, cierre y liquidación. No obstante, para los proyectos en La 

Guajira, se estimaba un acompañamiento prolongado con el fin de lograr su 

sostenibilidad137.  

 

Por último, en materia presupuestal, reportó una inversión para la vigencia 2023 de 

$79.057.693.822 en 5 contratos, todos bajo la modalidad de contratación directa. Al 

momento de la entrega del informe se encontraban en ejecución.  

 

En segundo lugar, la AUNAP aclaró que si bien no desarrolla proyectos productivos 

dirigidos a garantizar la seguridad alimentaria, sí realiza programas de fomento a 

proyectos de iniciativas productivas en acuicultura, pesca artesanal y actividades 

conexas. Señaló que en las vigencias de 2019-2023 apoyó a 3.302 beneficiarios. 

 

 
135 Ibid., pág. 156-159 
136 Ibid., pág. 161 
137 Ibid., pág. 162 



En tercer lugar, la ADR reportó los Proyectos Integrales de Desarrollo Agropecuario 

y Rural (PIDAR) en infraestructura de soluciones de agua. Identificó dentro de la 

metodología PIDAR dos proyectos concretos: uno para Maicao138 y otro para 

Riohacha139, ambos dentro de la vigencia 2022. Frente a la compatibilidad de sus 

proyectos con la cultura Wayuu, manifestó contar con un enfoque étnico y racial que 

permite fortalecer la autonomía alimentaria, la protección del conocimiento 

tradicional, en adaptación a la crisis ecosistémica derivada del cambio climático y 

del modelo de producción industrializada.  

 

Por último, señaló que para la vigencia 2023 se destinaron $4.500.000.000 para 

atender los cuatro municipios objeto de la sentencia con la implementación del 

proyecto PIDAR. Sin embargo, debido a las observaciones realizadas al Plan, se 

incrementó su presupuesto a $9.000.000.000. Pese a ello, la ADR aclaró que no pudo 

ejecutar ese presupuesto, por lo tanto, se destinaron para la vigencia 2024 los mismos 

$9.000.000.000 y se previeron $25.000.000.000 para la vigencia 2025140.   

 

En cuarto lugar, el DPS se refirió a sus proyectos Red de Seguridad Alimentaria 

(ReSA®) y a la Estrategia de atención integral con enfoque diferencial (IRACA). 

Frente al primero, manifestó que ReSA Étnico está dirigido a las comunidades 

indígenas y afrocolombianas, hogares en situación de pobreza y pobreza extrema, y 

población víctima de conflicto armado141. Frente al segundo -IRACA- lo definió 

como una “estrategia de atención integral con enfoque diferencial, que tiene en 

cuenta las características de la población y del territorio para contribuir a la 

transformación de las condiciones de exclusión y vulnerabilidad de las comunidades 

étnicas”142. 

 

El DPS señaló los siguientes obstáculos y retos: (i) los desplazamientos de la 

población Wayuu, pues sus movilizaciones dificultan el acompañamiento y contar 

con todos los hogares en las actividades propias del programa143; (ii) dificultad para 

encontrar a las y los Wayuu con formación en las diferentes disciplinas que se 

requieren para desarrollar el programa; (iii) las condiciones climáticas, y (iv) la falta 

de agua 

 

Acciones de orden municipal 

 

 
138 El proyecto se denominó “Implementar granjas integrales autosuficientes para mejorar las condiciones de vida en 

las Asociaciones de Productores Agropecuarios ANTNAMANA II Zona Agrícola APROAGRO del Municipio de 

Maicao, departamento de La Guajira” con 68 beneficiarios. Ibidem, página 180. 
139 El proyecto se denominó “Mejorar las capacidades productivas y organizacionales de las familias productoras 

pecuarias pertenecientes a la Asociación de Finqueros de Fonseca ASOFIFON, en el municipio de Riohacha, 

departamento de la Guajira” con 95 beneficiarios. Ibid., pág. 181 
140 Ibid., pág. 185 
141 Dentro de sus servicios incluye: (i) encuentros motivacionales en temas de producción de alimentos de 

autoconsumo, hábitos y estilos de vida saludable, fortalecimiento social y adaptación o mitigación al cambio climático; 

(ii) acompañamiento y asesoramiento técnico integral, a través de un equipo interdisciplinario, y (iii) la entrega de 

prototipos de insumos agrícolas, especies menores o mixtos para la instalación de las unidades productivas de 

autoconsumo, así como elementos para mejorar los hábitos y estilos de vida saludable, de acuerdo con lo concertado 

con las comunidades. Ibidem, página 195 
142 Dentro de sus servicios incluye: (i) acompañamiento técnico y social para el fortalecimiento de capacidades; (ii) 

recursos para el establecimiento de unidades familiares para la producción, acceso y consumo de alimentos; (iii) 

insumos, herramientas y maquinarias para el desarrollo de proyectos productivos; (iv) apoyo en la elaboración de un 

proyecto comunitario para la mejora de la identidad cultural, y (v) generación de acciones para el fortalecimiento de 

los gobiernos propios y el rescate de costumbres y saberes ancestrales de las comunidades atendidas. Ibid., pág. 196. 
143 Ibid., pág. 199 



En primer lugar, el distrito de Riohacha reportó 19 proyectos144. De ellos, siete están 

relacionados con el PAE; tres guardan relación con los cultivos; siete con el 

repoblamiento de bovinos, ovinos y caprinos y dos con la pesca. Con  base en la 

caracterización practicada a sus comunidades145, en materia de accesibilidad física y 

económica de los alimentos reportó que solo el 15% de las comunidades tenían 

acceso a comercio cerca de sus viviendas a menos de 2 km, las restantes debían 

desplazarse al casco urbano, con distancias de hasta 75 km146. Además encontró que 

solo 13 comunidades practicaban en forma permanente la actividad agrícola, 271 

comunidades la practicaban en temporada de lluvias, mientras que 298 comunidades 

no practicaban la actividad agrícola, es decir, no tenían vocación agrícola.  

 

El distrito también identificó que 198 comunidades no ejercían prácticas pecuarias. 

Además informó que las comunidades consumen productos agroindustriales. Sus 

hábitos alimenticios han cambiado producto del contacto diario con la cultura 

occidental, el alto crecimiento poblacional y la baja oferta del entorno147. Resaltó una 

pobreza monetaria de la población indígena del 79.4 % y del 67,4 % de todo el 

departamento de La Guajira, situación que limita el acceso a los alimentos vía 

comercio y, en sus propias palabras, “la oferta comercial en territorio es precaria o 

inexistente, o los costos de los productos superan su capacidad adquisitiva”148. 

 

Luego, referenció la última encuesta de seguridad alimentaria (ENSIN) practicada 

en el 2015. En ella se identificó la inseguridad alimentaria de La Guajira en 82%, 

mientras que en la población indígena de todo el país alcanzaba el 77% (promedio 

nacional). Manifestó las siguientes dificultades: 

 

(i) No es posible poner a producir los 15.000 km2 que cobija los 4 municipios 

accionados, que en su mayoría es semidesértico o desértico. 

(ii) Los wayuu en su mayoría no tiene vocación agropecuaria ni la formación sobre 

esta práctica. 

(iii) Los wayuu hoy día adoptaron totalmente la dieta occidental, y la mayoría de 

los alimentos los deben obtienen (sic) vía comercio, pero no tiene ingresos 

para hacerlo149. 

 

En respuesta a este diagnóstico, el distrito propuso: (i) formación agropecuaria150; (ii) 

identificar las zonas en las que potencialmente se puede desarrollar actividad 

agropecuaria, definir actores y condicionar la producción a su redistribución en 

territorio Wayuu; (iii) crear una cadena de tiendas comunitarias151, y (iv) crear un 

programa escuela para padres para capacitar a los hogares sobre el correcto cuidado 

y protección de las niñas y los niños Wayuu. 
 

El municipio de Maicao referenció una estrategia liderada por la Unidad de Riesgo 

Municipal en la que se beneficiaron alrededor de 8000 personas representados en 

 
144 Informe de la Consejería, pág. 136-138.  
145 El distrito logró identificar 617 comunidades a diciembre de 2023, llama la atención de la Sala que, según esta 

caracterización, “cerca de 50 tenían menos de 5 viviendas” Ibidem, página 143. 
146 Ibid., página 140  
147 Ibid., pág. 138-139. 
148 Ibid., pág. 140 
149 Ibid., pág. 142 
150 Se basaría en dos líneas, primero, reconvertir algunos centros etnoeducativos a centros etnoeducativos vocacionales 

agropecuarios, artes y oficios, comenzar a formar a los niños wayuu en ciencias agropecuarias y laborales, segundo, 

iniciar la formación de adultos wayuu en prácticas agropecuarias.  
151 Permitiría acceder a alimentos vía comercio, pero a precios asequibles y que sirva de medios para redistribuir la 

producción agropecuaria que se logre generar. 



2000 familias (2023) y la estrategia Ollas Comunitarias liderada por la Unidad 

Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres (UNGRD). Además, expresó que 

en virtud de las debilidades históricas de la gestión documental, no se evidencia de 

forma clara y contundente el porcentaje de personas Wayuu beneficiadas con el 

programa de atención alimentaria152. 

 

En materia de accesibilidad, Maicao listó estos programas y acciones, sin datos 

concretos sobre su presupuesto, beneficiarios y contratos: (i) inclusión productiva de 

pequeños productores rurales -  infraestructura productiva y comercialización; (ii) 

inclusión social y productiva para la población en situación de vulnerabilidad; (iii) 

gestión integral del recurso hídrico; (iv) inspección, vigilancia y control; (v) 

fortalecimiento del desempeño ambiental de los sectores productivos; (vi) 

ordenamiento social y uso productivo del territorio rural, y (vii) sanidad agropecuaria 

e inocuidad agroalimentaria153. Frente al deber de referirse a las comunidades 

beneficiadas, mencionó el plan de desarrollo del municipio de Maicao “MAICAO 

ES TIEMPO DE AVANZAR” y el plan territorial de salud para el periodo 2024-

2027, junto a los programas y metas que lo conforman154. 

 

El municipio de Manaure referenció 15 proyectos en el periodo 2018-2024, cuyo 

valor suma $7.885.198.357. Frente al aumento de la cobertura, sostuvo que su 

estrategia se basa en la búsqueda de recursos con las entidades del orden central155. 

Afirmó que sus proyectos son de corto plazo, por ello tienen una duración de un año. 

Señaló que “todos los años se realiza su contratación, como lo es la prestación del 

servicio de asistencia técnica agropecuaria a pequeños y medianos productores de la 

zona rural del municipio”156. 

 

Por último, el municipio de Uribia  referenció un solo proyecto denominado 

“FORTALECIMIENTO DE CAPACIDADES PRODUCTIVAS EN PEQUEÑOS 

PRODUCTORES CAPRINOS” (2023-2024), dirigido a 38 comunidades con el 

propósito de impactar 760 familias Wayuu y contó con un presupuesto de 

$2.999.573.969. 

 
Tabla 23. Proyectos Alianzas Productivas (MADR) 

Municipios Fase Beneficiarios # Alianzas Incentivo modular Valor total de la alianza 

Maicao I 40 1 $ 200.000.000 $ 572.954.000 

Manaure I 40 1 $ 200.000.000 $ 585.006.000 

Riohacha I 80 2 $ 400.000.000  $2.392.948.000 

Riohacha II 80 2 $ 400.000.000  $1.004.356.000 

Riohacha III 80 2 $ 400.000.000  $ 1.617.781.000 

Uribia II 40 1 $ 200.000.000 $ 1.229.720.000 

Uribia III 40 1 $ 200.000.000 $ 815.355.000 

Total general  400 10 $ 2.000.000.000  $ 8.218.120.000 

Fuente: Informe Consejería, pág. 156 

 
Tabla 24. Consolidado de Familias beneficiarias por el MADR 

Municipio Proyecto Familias beneficiarias Incentivo o cofinanciación 

Maicao Alianzas Productivas Público Populares 40 $ 200.000.000 

Manaure 
Alianzas Productivas Público Populares 40 $ 200.000.000 

El Campo Emprende  78 $ 256.000.000 

Riohacha Alianzas Productivas Público Populares 80 $ 400.000.000  

 
152 Informe de la Consejería, página 146. 
153 Ibid. 
154 Ibid., página 146-152 
155 Ibid., pág. 206 
156 Ibid.  



Alianzas Productivas Público Populares 80 $ 400.000.000  

Alianzas Productivas Público Populares 80 $ 400.000.000  

El Campo Emprende 148 $ 513.000.000 

Uribia 

Alianzas Productivas Público Populares 40 $ 200.000.000 

Alianzas Productivas Público Populares 40 $ 200.000.000 

El Campo Emprende 134 $ 464.000.000 

TOTAL 760 $ 3.233.000.000 

Fuente: Informe Consejería, pág. 156 y 159 

 

 

 

 
Tabla 25. Convenios suscritos por el MADR el marco del cumplimento a la Sentencia T- 302 de 2017 – 

Vigencia 2023 

Municipi

o 

Conveni

o 
Contratista Modalidad 

Familia

s 

Població

n 

Unidades 

productiva

s 

Valor 

Manaure 
394 de 

2023 

Asociación de 

Autoridades 

Tradicionales 

Wayuu de La 

Guajira – 

AKALINJIRAW

A 

Contratació

n directa 
308 2156 72 $3.667.370.909 

Uribia 
394 de 

2023 

AKALINJIRAW

A 

Contratació

n directa 
476 3332 40 $2.549.740.101 

Uribia 
344 de 

2023 

Asociación de 

jefes de familia 

de la zona norte 

de la alta guajira 

- 

AURAURAYÚU 

Contratació

n directa 
980 6860 143 $6.344.340.795 

Riohacha 
404 de 

2023 

Asociación de 

autoridades 

indígenas Wayuu 

AKATSINJA 

WAKUAIPA 

Contratació

n directa 
196 1372 28 $6.118.414.082 

Uribia, 

Manaure

, Maicao 

y 

Riohacha 

610 de 

2023 

FINANCIERA 

DE 

DESARROLLO 

TERRITORIAL 

S A FINDETER 

Contratació

n directa 
4373 29074 597 

$60.377.827.93

5 

Total 
6333  42794 880  $79.057.693.82

2  

Fuente: Informe Consejería, pág. 163-166 Tablas 42 y 43. 

 
Tabla 26. Acciones (líneas) y beneficiarios por cada una de las vigencias 

Vigencia Programa fomento Beneficiarios 

2019 
Línea Pesca 709 

Línea Acuicultura  10 

2020 
Línea Pesca 14 

Línea Conexas 89 

2021 

Línea Pesca 56 

Línea Acuicultura  30 

Línea Conexas 55 

Línea agricultura por contrato 337 

2022 

Línea Pesca 43 

Línea Acuicultura  10 

Línea agricultura por contrato 1157 

 Acciones pertenecientes al Plan  

2023 

Entrega de insumos y equipos para el fomento de la pesca 

artesanal, acuicultura y actividades conexas (acción 3). 
262 

Caracterización y formalización a personas naturales u 

organizaciones dedicadas a la actividad de la pesca y acuicultura 

(acción 2). 

530 



Total 3.302 

Fuente: Informe Consejería, Tabla 44, pág. 170 

 
Tabla 27. Programa Atención Integral con Enfoque Diferencial – IRACA 

Municipio Proyecto Convenio Vigencia Hogares Valor inversión 

Manaure ReSA Étnico Contrato 195 2019 796 $2.364.393.511,97 

Maicao ReSA Étnico Contrato 195 2019 700 $2.079.240.525,60 

Uribia ReSA Étnico Contrato 195 2019 614 $1.675.273.794,91 

Riohacha ReSA Étnico Contrato 195 2019 433 $1.286.158.782,26 

Riohacha ReSA Étnico Convenio 748 2020 598 $750.976.431,14 

Riohacha ReSA Étnico Convenio 437 2022 300 $1.217.707.888,00 

Riohacha ReSA Étnico Convenio 438 2022 300 $1.148.020.222,75 

Maicao ReSA Étnico Convenio 430 2022 300 $1.210.760.446,50 

Maicao ReSA Étnico Convenio 436 2022 300 $1.186.149.396,00 

Manaure ReSA Étnico Convenio 436 2022 300 $1.186.149.396,00 

Uribia ReSA Étnico Convenio 435 2022 300 $1.135.286.086,00 

Uribia ReSA Étnico Convenio 438 2022 300 $1.224.324.984,41 

Subtotal 5241 $ 16.464.441.465,54 

Riohacha IRACA Convenio 485 2017 589 $2.928.853.783,22 

Manaure IRACA Convenio 485 2017 741 $3.253.475.533,49 

Uribia IRACA Convenio 485 2017 1200 $5.787.001.636,58 

Uribia IRACA Guajira Productiva Convenio 221 2021 119 $991.659.611,67 

Subtotal 2649 $ 12.960.990.564,96 

TOTAL 7890 $ 29.425.432.030,50 

Fuente: Informe Consejería, Tablas 49 y 50, pág. 197-198 

 

Tabla 28. Beneficiarios de los programas de seguridad alimentaria 

n.º Acción Responsable Meta Avance Beneficiarios 

1 

Desarrollo de las Capacidades Productivas 

(Construcción e implementación participativa) de 

proyectos productivos agrícolas, pecuarios, pesqueros 

y artesanales, con un enfoque de generación de 

ingresos, de acuerdo con la vocación de las 

comunidades Wayuu. 

MADR 4.018 0% 0 familias 

2 

Caracterización y formalización a personas naturales 

u organizaciones dedicadas a la actividad de la pesca 

y acuicultura, con el fin de que los pescadores accedan 

a la oferta institucional de la AUNAP. 

AUNAP 580  0% 0 pescadores 

3 

Apoyar por medio de la entrega de insumos y equipos 

para el fomento de la pesca artesanal, acuicultura y 

actividades conexas a las asociaciones legalmente 

constituidas. 

AUNAP 28  78,57% 
22 

asociaciones 

4 

Implementación de PIDAR sostenibles con enfoque 

territorial y diferencial en comunidades Wayuu con 

soluciones de agua e infraestructura existente que 

permita la generación de ingresos y el acceso a 

alimentos  

ADR 725  0% 0 familias 

5 

Implementación de nuevos PIDAR sostenibles con 

enfoque territorial y diferencial en comunidades 

Wayuu que permita la generación de ingresos y el 

acceso a alimentos 

ADR 1.850  0% 0 familias 

6 
Programa Unidades Productivas de Alimentos para el 

Autoconsumo (UPAA) 
DPS 2.400  87,5% 300 hogares 

17 
Fortalecimiento de capacidades productivas en 

pequeños productores caprinos 

Alcaldía de 

Uribia 
760  34,21% 260 familias 

18 Implementación de huertas comunitarias  
Alcaldía de 

Manaure 
18  0% 

0 

comunidades 

 

Anexo número 9. Proyectos del municipio de Manaure 

 
Tabla 29. Proyectos y presupuestos del municipio de Manaure en materia de seguridad alimentaria (2018-

2024) 

Año Nombre Valor contrato 



2018 Fortalecimiento de la actividad productiva ovino - caprina en comunidades Wayuu del 

municipio de Manaure - La Guajira. 
$ 21.790.000  

2019 Desarrollo integral para la sostenibilidad, económica tradicional de las familias Wayuu 

del Resguardo de la Alta y Media Guajira del municipio de Manaure.  
$ 675.296.208 

2019 Caracterización y asistencia técnica al sector pesquero en el municipio de Manaure, La 

Guajira.  
$ 80.000.000  

2019 Suministro de medicamentos veterinarios en el municipio de Manaure - La Guajira. $ 17.627.000  

2021 Apoyo al fortalecimiento de pequeños y medianos productores agropecuarios con la 

entrega de insumos para mejorar la sanidad animal y nutricional en el municipio de 

Manaure 

$78.000.000 

2021 Implementación de huertas comunitarias tradicional para el fortalecimiento de la 

seguridad alimentaria en comunidades indígenas del municipio de Manaure en el 

departamento de La Guajira 

$1.037.051.247 

2022 Implementación de un programa de asistencia técnica agropecuaria en el municipio de 

Manaure - La Guajira. 
$99.999.996 

2023 Fortalecimiento a pequeños y medianos productores, mediante el acompañamiento 

técnico a las unidades productivas de la zona rural del municipio de Manaure - La 

Guajira, en cumplimiento de la Sentencia T-302. 

$100.000.000 

2023 Implementación de huertas comunitarias tradicionales para el fortalecimiento de la 

seguridad alimentaria en comunidades indígenas del municipio de Manaure en el 

departamento de La Guajira. 

$1.064.936.333 

2023 Apoyo al fortalecimiento de las unidades productivas del sector pesquero en la zona 

rural del municipio de Manaure - La Guajira. 
$32.000.000 

2023 Fortalecimiento de la seguridad alimentaria por medio de repoblamiento caprino en el 

Resguardo indígena de Alta y Media Guajira en el municipio de Manaure departamento 

de La Guajira. 

$955.596.978 

2023 Construcción de pozos profundos en las comunidades indígenas de Santa Ana y Pirrashi 

del municipio de Manaure departamento de La Guajira. 
$841.121.495,40 

2023 Mejoramiento y mantenimiento de microacueductos y construcción de tanques de 

almacenamiento y distribución de agua potable para comunidades indígenas de la zona 

rural del municipio de Manaure, departamento de La Guajira. 

$994.893.759 

2023 Mantenimiento y reparación de molinos de viento y lavado de pozos profundos para las 

comunidades del resguardo de alta y media guajira del municipio de Manaure. 
$1.097.485.927 

2024 Optimización de sistemas de suministro y tratamiento de agua potable en la zona rural 

dispersa del municipio Manaure. 
$789.399.414 

Total $7.885.198.357 

Fuente: Informe Consejería, Tablas 51-52 (pág. 203-205 y 208-209). 

 

Anexo número 10. Retos y obstáculos   

 
Tabla 30. Retos y obstáculos reportados 

Entidad Reporte 

ICBF 

Complejidad en el desarrollo de diálogos genuinos con las comunidades Wayuu. “el desarrollo 

sostenido de diálogos genuinos con las comunidades Wayuu, dadas las particularidades de su 

estructura social. La diversidad de liderazgos y autoridades tradicionales, sumada a la dispersión 

geográfica de las comunidades a lo largo de los cuatro municipios priorizados, dificulta la 

consolidación de consensos y la toma de decisiones coordinadas” Informe Consejería, pág. 84. 

Diversidad de solicitudes y vías de comunicación. “Las distintas formas de interacción con las 

comunidades —ya sea a través de líderes, autoridades tradicionales o actores comunitarios— generan 

una multiplicidad de canales de comunicación, lo que en ocasiones provoca duplicidad de gestiones 

o retrasos en la recepción de respuestas” Ibid. 

Dificultades geográficas y efectos del cambio climático. “La región, caracterizada por su aridez, 

presenta grandes desafíos de conectividad y acceso, lo que complica el transporte de alimentos y otros 

recursos esenciales. A esto se suma la incidencia del cambio climático, que ha agudizado las 

temporadas de altas temperaturas, afectando la conservación de los alimentos y exacerbando la 

escasez de agua. Por otro lado, las lluvias intensas, dadas por temporadas, imposibilitan el tránsito en 

ciertas áreas, aislando comunidades y dificultando la provisión de atenciones, especialmente durante 

emergencias” Ibid., pág. 84-85. 

Situaciones de seguridad. “Algunos colaboradores del ICBF han sido objeto de agresiones o 

amenazas, lo que ha obligado a suspender temporalmente actividades programadas en determinadas 

áreas. La presencia de actores armados en algunas zonas de La Guajira ha generado riesgos para la 

integridad del personal y para la continuidad de las intervenciones. Esto ha afectado tanto la logística 

como la implementación en campo, requiriendo acciones coordinadas con otras entidades para 

garantizar la seguridad del personal y la comunidad” Ibid., pág. 85. 



Reducción de la producción alimentaria y encarecimiento de la provisión. “Las limitadas capacidades 

de producción en la región, agravadas por factores climáticos adversos, hacen que la mayoría de los 

alimentos deban ser transportados desde otras regiones del país, lo cual incrementa los costos 

operativos y logísticos. Además, el encarecimiento del transporte debido a las dificultades de acceso 

incrementa la vulnerabilidad del programa frente a imprevistos, comprometiendo la sostenibilidad a 

largo plazo de la atención alimentaria en la región” Ibid. 

Maicao 

“Los retos han estado asociados a la tardanza que se dio para dar cumplimiento a la orden tercera de 

la Sentencia T- 302 de 2017. Sin embargo, en coordinación con la secretaria técnica de seguridad 

alimentaria del MESEPP, hemos venido avanzando en un diagnóstico realista para generar acciones 

que vayan acorde a los planes desarrollo nacional, departamental y municipal respectivamente” Ibid., 

pág. 154. 

“la disponibilidad presupuestal ya que este no cuenta con mayor prepuesto para cumplir con los 

objetivos mínimos de la sentencia t302 del 2017” Ibid. 

Seguridad alimentaria. “sus condiciones administrativas no son tenidos en cuenta, por ejemplo, 

Maicao no es municipio PDET, solo hasta este periodo administrativo se reconoce como ZOMAC” 

Ibid., pág. 220. 

“el acceso a los programas y estrategias del [E]stado, es decir la oferta institucional. Se ha convertido 

en un reto debido a una articulación fallida hasta la fecha con el departamento y estado en aspectos 

de desarrollo agropecuario, el cual es la base para establecer la seguridad y soberanía alimentaria” 

Ibid., pág. 219-220. 

ADR 

“la falta de forma organizativa de las comunidades, lo cual es indispensable, puesto que debido a su 

dinámica social y cultural no favorece la cohesión del colectivo como un organismo único de 

representación” Ibid., pág. 193. 

“la falta de concertación con las comunidades, debido a que, en los diferentes espacios desarrollados, 

no se había logrado definir las líneas productivas a implementar en cada uno de los territorios” Ibid. 

“en cuanto a la implementación de PIDAR, la ADR asumió como compromiso que estos contaran con 

infraestructura de soluciones de agua, en el entendido que su estado permita adaptarlos a la 

metodología PIDAR. No obstante, esto ha sido un reto importante dado que, realizada la revisión 

técnica para identificar las rehabilitaciones de 29 pozos, se logró establecer que de éstos solo 17 

pueden ser susceptibles de adecuación dado el alto nivel de salinidad o la falta del recurso hídrico” 

Ibid., pág. 194. 

PROPUESTA DE ARTICULACIÓN DEL ICBF 

Unidades Territoriales de Gestión y Monitoreo. “la dificultad de organizar las acciones en unidades de gestión y 

monitoreo más pequeñas y específicas, que permitan enfrentar de manera más efectiva la dispersión geográfica y 

poblacional de las comunidades Wayuu” Ibid., pág. 85 

Operacionalizar los Objetivos Constitucionales.  “La articulación interinstitucional también ha enfrentado el reto 

de operacionalizar de manera sistemática los objetivos constitucionales mínimos establecidos por la Corte 

Constitucional. Estos objetivos, relacionados con la seguridad alimentaria, el acceso a agua potable, y la atención 

en salud y educación, requieren ser traducidos en acciones más específicas a nivel comunitario” Ibid. 

Presencia Territorial y Liderazgo. “es fundamental que las instituciones cuenten con equipos coordinadores que 

estén arraigados en los territorios y en las comunidades, lo que permitiría una gestión más cercana, precisa y 

oportuna” Ibid., pág. 86. 

 

 

Anexo número 11. Informe de la Procuraduría General de la Nación 

 

La Procuraduría entregó a esta Sala un informe de verificación en cumplimiento del 

Auto del 29 de julio de 2024157. Para la elaboración del documento, el ente de control 

practicó una visita a La Guajira. Las conclusiones más relevantes de la evaluación 

fueron: (i) dificultades en la georreferenciación y discriminación de la información; 

(ii) generalidad de las respuestas; (iii) la no identificación en el SECOPII de los 

contratos 319/2019, 294/2020, 335/2019, 340/2023, 417/2023, 377/2023 y 374/2023 

referenciados por la AUNAP, y (iv) posible presentación de beneficiarios no 

indígenas.  

 

En relación con la visita practicada expuso el trabajo en colaboración con la Veeduría 

y resaltó la dificultad de acceder a la Alta Guajira por las vías inundadas. En relación 

con la obligación de mejorar la efectividad de los programas de atención alimentaria 

 
157 Expediente digital, carpeta 25 Seguimiento objetivo mínimo alimentación, subcarpeta Respuestas, subcarpeta 13-

01-25 Procuraduría General de la Nación, archivo “13-01-25 Procuraduría – informe verificación.pdf” 



informó que visitaron más de 20 comunidades de las reportadas por el ICBF, 

pertenecientes a los municipios de Riohacha, Manaure y Uribia. Aclaró que en 

Maicao no fue posible realizar la visita. A su vez, presentó la metodología de 

trabajo158.  
 

En relación con el primer componente del objetivo constitucional mínimo segundo, 

atención alimentaria, resaltó el nuevo Modelo de Atención Integral para la 

disminución de la desnutrición en la población Wayuu, puesto que incluye la 

ampliación en la cobertura del servicio, la entrega de raciones y mercados con 

alimentos balanceados, incluyendo el agua potable. Asimismo, resaltó el énfasis en 

lo comunitario y la concertación con las comunidades. No obstante, constató 

problemas administrativos que llevaron a que el programa cesara en el mes de 

septiembre del 2024. Por ende, sostuvo que aún no logra brindarse una atención 

durante todo el año a estas comunidades. También resaltó la continuidad dada a los 

programas UCA y los CDI del ICBF. 

 

Adicionalmente, señaló que el ICBF era la única entidad con presencia en el 

territorio. Los Wayuu manifestaron que la entidad territorial no les brinda ninguna 

oferta para la atención de sus menores; se identificaron pocos proyectos productivos 

para fortalecer la pervivencia y sostenibilidad de las comunidades y alertó que varias 

niñas y niños Wayuu deben caminar distancias entre los 45 minutos a 2 horas, para 

poder asistir a los colegios159. Por último, el órgano de control indicó que es 

importante incrementar los esfuerzos en la prevención de la desnutrición y 

complementar la oferta de primera infancia. Con respecto al PAE, encontró que ha 

operado de manera satisfactoria en las comunidades indígenas.  
 

Frente al aumento de la cobertura de los programas de seguridad alimentaria, la 

Procuraduría concluyó que: (i) se han adelantado acciones positivas y reconocidas 

por las comunidades sobre la concertación de los proyectos de seguridad alimentaria; 

(ii) el documento presentado por la Consejería Presidencial para las Regiones no 

contiene la información suficiente para adelantar la revisión en territorio, ni cumple 

con los parámetros solicitados por la Corte Constitucional en el Auto del 29 de julio 

de 2024; (iii) hay desarticulación entre las entidades concernidas en la garantía de la 

seguridad alimentaria; (iv) no es explícita la información de permanencia y la 

sostenibilidad en el tiempo de las inversiones, y (v) ninguna de las propuestas 

revisadas tiene una medición o un parámetro para correlacionar las inversiones que 

se están adelantando y el cumplimiento de los indicadores de la sentencia. 

 
Tabla 31. Procuraduría: evaluación del informe enviado por la Consejería  

Tema Contenido de riesgo, alerta o incumplimiento. 

ICBF 

“Una vez recibidos los documentos, se procedió con su verificación, encontrando múltiples dificultades 

en la georreferenciación de los proyectos, por tal motivo, se solicitó un espacio al -ICBF-, con el fin 

de aclarar algunos aspectos de la información presentada y así lograr la identificación de las 

comunidades indígenas de los cuatro (4) municipios accionados en la sentencia” pág. 7 

PAE 

“no presenta una discriminación por comunidades e instituciones educativas con los inconvenientes 

presentados en cada una de ellas, que permita hacer una georreferenciación de problemáticas y en 

consecuencia una verificación en sitio” pág. 8 

En la modalidad PAE Indígena: “hay registrados 30.957 estudiantes, distribuidos en 34 instituciones 

educativas. Empezaron de forma tardía la prestación del servicio escolar en algunas comunidades 

(aproximadamente 20 días después del comienzo del calendario académico). Para la fecha de inicio del 

calendario académico había 13 contratos de 17 que ya se encontraban en ejecución” pág. 15 

 
158 Ibid., pág. 28-29  
159 Ibid., pág. 59 



MADR 

“El MADR, no hace una descripción detallada, que atienda lo solicitado por la Corte Constitucional, 

en cuanto a los pilares de seguridad alimentaria, y que permitan evidenciar en terreno, el 

fortalecimiento de las capacidades y la autonomía que ha adquirido el pueblo Wayuu” pág. 17  

“las respuestas enviadas por el ministerio son incompletas, faltan datos sobre los contratos o convenios, 

que permitan la identificación ágil para su revisión en territorio” pág. 19 

AUNAP 

“Al igual que el -MADR-, la -AUNAP- responde de manera general, sin concretarse sobre las 

particularidades de la población pesquera Wayuu atendida” pág. 19 

“Los contratos 319/2019, 294/2020, 335/2019, 340/2023, 417/2023, 377/2023 y 374/2023 y contrato 

de caracterización 440/2024 no se encontraron reportados en el SECOP2” pág. 19 

ADR 

“a pesar de que la ADR expone que los programas cuentan con un enfoque étnico y racial, en los 

beneficiarios de los PIDAR implementado en La Guajira, no reportan comunidades indígenas, lo que 

es una contradicción si hablamos del cumplimiento de la sentencia 302/2017” pág. 20 

DPS 
“evidenciar el desarrollo del convenio, no implica el cumplimiento en los objetivos de fortalecimiento 

de las capacidades y la autonomía de las comunidades beneficiarias” pág. 22 

Riohacha 

“no se han desarrollado proyectos que apunten a soluciones de fondo, dado que el plan estructural 

apenas inicio su construcción al interior del Mecanismo Especial de Seguimiento y Evaluación de las 

Políticas Públicas -MESSEP-” pág. 22 

Maicao 

Indica que los programas N.12 de Inclusión Productiva para pequeños productores Rurales, N.13 de 

ordenamiento Social y uso Productivo del territorio Rural y N.14 sanidad Agropecuaria e inocuidad 

agroalimentaria de 2024, expuestos en la tabla N. 54, a la fecha no se han ejecutado a la espera de que 

se organice el plan estructural, dentro del -MESSEP-” pág. 22 

Manaure 
No se identifican particularidades frente a la información reportada.  

Uribia 

Comunes 

“Las respuestas de las entidades no hacen referencia ni a los indicadores básicos, ni a las acciones 

básicas ni a las ordenes específicas, según la metodología propuesta de seguimiento a los elementos 

más relevantes del objetivo dos (2), presentado en los autos. Con las respuestas exhibidas en el informe 

de la Consejería Presidencial para las Regiones de manera descriptiva, que no aportan estadísticas, ni 

avance de indicadores, ni presenta georreferenciación de ubicación de los proyectos, ni datos de 

mejoramientos de producción, este documento no logra brindar la información específica y actualizada, 

que permita hacer un seguimiento efectivo en territorio y una verificación del cumplimiento a las 

órdenes de la sentencia” pág. 23 

Fuente: Informe de verificación de la Procuraduría. 

 

Tabla 32. Visitas de verificación 

Mejora de la efectividad de los programas de atención alimentaria 

VISITA INFORMACIÓN REPORTADA 

CRN de Comfaguajira 

(Riohacha) 

La institución tiene una capacidad instalada de 30 cupos, de los cuales se han 

ejecutado 15 y para la fecha de la visita fecha, están siendo atendidos 5, un (1) niño 

y cuatro (4) niñas, el resto de los beneficiarios salieron en la última semana de 

noviembre de 2024; cinco (5) madres lactantes, los menores de edad tienen 

desnutrición aguda moderada, con una recuperación del 70%. 

“Se identificó la baja cobertura en la institución, ante esto, la nutricionista indica 

que en la cultura Wayuu hay mucha resistencia por parte de los padres y madres para 

la vinculación de sus hijos al programa, por temas de traslados, por tener más de un 

hijo a su cuidado, por su idiosincrasia, entre otros” pág. 29-31.  

Comunidad Maishimana 

(Riohacha) 
Dada la condición de las vías de acceso a esta comunidad, no fue posible ingresar 

Comunidad Uleshikat 

(Riohacha) 

Conformada por (12) familias, niñas y niños (23) y mujeres gestantes (2). 

“En atención nutricional y primera infancia, solo se ofrece mediante la modalidad 

propia e intercultural -UCA- (1 unidad), respecto de la cual se hace entrega de 

raciones para preparar -RPP-, por cada niño/niña atendidos. Sin embargo, se ven en 

la necesidad de compartir las raciones con niños mayores de 5 años que no están 

vinculados al programa para cubrir sus necesidades. Frente a los alimentos que 

reciben se sienten satisfechos y señalan que, aunque algunos no forman parte de sus 

costumbres, son conscientes de que estos favorecen a los menores de edad. 

Manifiestan, que el operador cumple con la entrega de los mercados con las raciones 

establecidas por -ICBF- en sus lineamientos. (…), a la infraestructura de la -UCA-, 

no le han hecho mantenimiento por lo que está bastante deteriorada y la dotación es 

insuficiente” pág. 31-32 

No reciben otra oferta para la atención de niños, niñas, adolescentes y mujeres 

gestantes y lactantes. Tampoco cuentan con servicios de agua potable y saneamiento 

básico en la comunidad, solo el agua que les suministraba el —ICBF— en los 

mercados. 

Comunidad Pishiao 

(Riohacha) 

Niñez: (15) menores de 5 años y (4) mayores de cinco años. No hay mujeres 

gestantes. 



“Se encuentran en la nueva Modalidad de Atención Integral – Pilotaje, MIA ofertada 

por el ICBF, cuyo objetivo es garantizar el desarrollo, la protección integral y 

contribuir a la disminución de la desnutrición de la niñez Wayuu, cobijando no solo 

a los niños, niñas y adolescentes, sino a sus familias y comunidades de manera 

territorializada, participativa, concertada y dialógica. Esta modalidad vincula más 

personal para la atención, como líder pedagógico, agente educativo comunitario, 

dinamizador comunitario, gestor de alimentación y promotor de salud de la misma 

comunidad. (…). No obstante, se informa que el operador entregó los mercados 

solamente de mayo a septiembre del presente año, cuando se terminó el contrato, es 

decir, no tienen cobertura durante todo el año” pág. 32 

No reciben otra oferta para la atención de niños, niñas, adolescentes y mujeres 

gestantes y lactantes. Tampoco cuentan con servicios de agua potable y saneamiento 

básico en la comunidad, solo el agua que les suministraba el —ICBF— en los 

mercados. 

Comunidad 

Kalequirramana 

(Riohacha) 

La conforman (30) menores de cinco años y (12) mayores de cinco años, hay una 

gestante. 

Hace parte del nuevo programa de Pilotaje. “No obstante, se informa que el operador 

entregó los mercados solamente de mayo a septiembre del presente año, cuando se 

terminó el contrato, es decir, no tienen cobertura durante todo el año” pág. 33. 

No reciben otra oferta para la atención de niños, niñas, adolescentes y mujeres 

gestantes y lactantes. Tampoco cuentan con servicios de agua potable y saneamiento 

básico en la comunidad, solo el agua que les suministraba el —ICBF— en los 

mercados. 

Comunidad La Gloria 2 

(Riohacha) 

La conforman más de 100 familias, con aproximadamente setenta (70) niños y 

ochenta (80) niñas, menores de cinco años y (20) gestantes. “No reciben apoyo 

alimentario fuera del ICBF, con la nueva modalidad de atención integral MIA- cuya 

ración de alimentos se entrega por grupo familiar para preparar, con una duración 

aproximada de 20 días, mencionan que aprobaron esta modalidad porque sienten un 

gran beneficio para toda la familia y la comunidad. No obstante, el operador entregó 

los mercados hasta septiembre del presente año cuando se terminó el contrato, es 

decir, que no tienen cobertura todo el año” pág. 34 

No reciben otra oferta para la atención de niños, niñas, adolescentes y mujeres 

gestantes y lactantes. Tampoco cuentan con servicios de agua potable y saneamiento 

básico en la comunidad, solo el agua que les suministraba el —ICBF— en los 

mercados. 

Comunidad El Pájaro 

(Manaure) 

“Hasta el 2023 era una – _UCA –, a partir de abril de 2024 se inició la 

implementación del pilotaje con el Modelo de Atención Integral – _MIA del —

ICBF—, el cual fue concertado con la comunidad. Lo coordina Andrea Wakuaipa. 

A este programa están vinculadas más de veinte comunidades (zona 46,47,48,49), 

cuya prioridad son los más de quinientos niños y niñas menores de cinco años. Hay 

aproximadamente doce madres embarazadas. Todos se encuentran registrados y 

afiliados a salud” pág. 35 

El operador entrego los servicios hasta septiembre. No reciben otra oferta para la 

atención de niños, niñas, adolescentes y mujeres gestantes y lactantes. Tampoco 

cuentan con servicios de agua potable y saneamiento básico en la comunidad, solo 

el agua que les suministraba el —ICBF— en los mercados. 

Comunidad Porciosa 

(Manaure) 

La conforman (35) personas, (15) menores de cinco años, (13) mayores de cinco 

años y (4) mujeres lactantes. Están dentro del programa Pilotaje, manifiestan que es 

la primera 

vez que están en un programa del ICBF, que fue concertado con la comunidad.  

No obstante, el operador entrego los servicios hasta septiembre. No reciben otra 

oferta para la atención de niños, niñas, adolescentes y mujeres gestantes y lactantes. 

Tampoco cuentan con servicios de agua potable y saneamiento básico en la 

comunidad, solo el agua que les suministraba el —ICBF— en los mercados. Pág. 36 

Comunidad Damasco 

(Manaure) 

La conforman: (60) personas, entre estas, (10) niñas y (10) niños menores de cinco 

años y (13) mayores de cinco años. No hay gestantes y están con el nuevo Modelo 

de Atención Integral- MIA- Pilotaje, porque cubre todo el grupo familiar. 

No obstante, el operador entregó los servicios hasta septiembre. Aclaran que las 

gestoras comunitarias han continuado realizando sus actividades con las familias. 

No reciben otra oferta para la atención de niños, niñas, adolescentes y mujeres 

gestantes y lactantes. Tampoco cuentan con servicios de agua potable y saneamiento 

básico en la comunidad, solo el agua que les suministraba el —ICBF— en los 

mercados. Pág. 37 

Visita CDI Altos de 

Salinas 

No se pudo tomar información por la terminación de la jornada laboral ese día, sin 

embargo, se evidencia buen aspecto de las instalaciones. Pág. 38  



Comunidad Pesuapa 

(Manaure) 

Conformada por más de (250) personas, entre estas, hay (102) niños menores de 

cinco años y (50) mayores de cinco años. No hay gestantes y se encuentran con el 

nuevo modelo Pilotaje, porque cubre todo el grupo la familiar.  

“Esta modalidad inició la operación en febrero hasta el mes de septiembre, fecha 

última en el que el operador entregó los mercados, pues se terminó el contrato, es 

decir, que no tienen cobertura todo el año. No obstante, las gestoras comunitarias 

han continuado realizando sus actividades con las familias, así como la enfermera 

de la modalidad hace continuamente seguimiento nutricional a los niños/niñas y 

algunos de ellos tienen formula terapéutica. Refieren, que lo traumático del modelo 

es el tema contractual, por lo cual, la atención no es continua y que hay demora de 

los pagos al talento humano” pág. 38 

“Actualmente, tienen un convenio con una entidad de cooperación internacional de 

nombre WaterAid Colombia, que les apoya con dotaciones de tanques, sillas, mesas, 

materia prima, lavaderos, batería de baños, etc.” pág. 39 

CDI Yosuu (Uribia) 

Se encuentra en el casco urbano, se atienden 64 niños y 60 niñas menores de cinco 

años, de los cuales, dos son de nacionalidad venezolana. La atención inició el 18 de 

abril y termina contrato el 15 de diciembre del año en curso. 

“Refieren que se han generado traumatismos en la atención por la terminación del 

contrato más de dos veces al año. Además, por falta de mantenimiento de la 

infraestructura, que presenta humedades, goteras, suciedad en las paredes, 

agrietamiento en los pisos. Tampoco tienen dotación de sillas, mesas y las 

colchonetas están deterioradas. Mencionan que en frente del Centro de Desarrollo 

Infantil -CDI-, hay una vivienda del operador Hinjawa Hinjawa, que desarrolla el 

Modelo de Atención Integral -MIA, lo que perjudica la estabilidad de los niños en 

dicho centro, dado que los padres prefieren recibir la atención de ese programa, por 

el suministro del mercado para toda su familia” pág. 39-40 

Asociación Hinjawa 

Hinjawa (Uribia) 

Asociación que desarrolla el Modelo de Atención Integral, Pilotaje, con cobertura 

para (40) familias de las comunidades de Polowi y Monachí. Refieren que atienden 

en total (32) niños y niñas menores de edad, de este número, (17) son menores de 

cinco años, siendo la población prioritaria. Los agentes educativos se desplazan a 

realizar sus actividades en las comunidades, igual que los gestores comunitarios y 

nutricionista. Mensualmente el ICBF hace entrega de los mercados para ser 

distribuidos por el operado con puntualidad, cosa que no ocurre con los pagos del 

talento humano. En la entrada del lugar se evidencian familias reclamando las 

raciones, a las que se les solicitó referencias del programa y afirmaron que es muy 

positivo para la comunidad por su cobertura. Pág. 40 

Comunidad Atnamana II 

Por las condiciones del terreno y la hora del traslado, se acordó que se desplazara a 

pie la funcionaria de la delegada Ambiental con un líder comunitario, dado que se 

atascó la camioneta en el trayecto, por lo cual, solamente se realizó la verificación 

de lo correspondiente a los proyectos productivos en la comunidad. Pág. 40 

Reunión con la Directora 

Regional del ICBF La 

Guajira 

Se sostuvo reunión con la directora del ICBF Regional La Guajira y su equipo de 

trabajo. 

La directora menciona la “aceptación y acogida que ha tenido el pilotaje de la nueva 

modalidad, es decir el Modelo de Atención Integral – MIA- en las comunidades 

Wayuu de los municipios priorizados por la Sentencia T-302 del 2017, por la 

ampliación de la cobertura que beneficia a las familias y comunidades en general, 

haciendo alusión que muchas Unidades Comunitarias de Atención - UCAS de la 

modalidad propia e intercultural, se transformaron en el nuevo modelo MIA, lo 

anterior conforme a la concertación previa con las comunidades”. 

La Procuraduría informa a la directora del “inconformismo por la terminación de la 

atención desde el mes de septiembre hasta la fecha; así como el no pago de los 

honorarios del talento humano de dos y tres meses de atraso, también la falta de 

apoyo con recursos para generar proyectos productivos, circunstancias que 

desestimula el continuar apoyando el programa” Ante esto responde que: “han 

tenido inconvenientes con el trámite administrativo para la continuidad de las 

atenciones con el Modelo de Atención Integral -MIA-, pero que esperaba en la 

semana del 9 al 15 de diciembre tener solución, así como con los pagos de honorarios 

del talento humano” pág. 41 

Fuente: Informe de verificación de la Procuraduría 

 

En conclusión, las respuestas de las entidades no hacen referencia ni a los indicadores 

básicos, ni a las acciones básicas ni a las órdenes específicas, según la metodología 

propuesta de seguimiento a los elementos más relevantes del objetivo dos presentado 

en los autos. Con las respuestas exhibidas en el informe de la Consejería Presidencial 



para las Regiones de manera descriptiva, que no aportan estadísticas, ni avance de 

indicadores, ni presenta georreferenciación de ubicación de los proyectos, ni datos 

de mejoramientos de producción, este documento no logra brindar la información 

específica y actualizada, que permita hacer un seguimiento efectivo en territorio y 

una verificación del cumplimiento a las órdenes de la sentencia160.  

 

Anexo número 12. Informe Defensoría del Pueblo 

 

La Defensoría, en cumplimiento del Auto del 29 de julio de 2024 señaló las 

dificultades inherentes a las condiciones climáticas y a la calamidad pública 

declarada en ese momento161. Para su informe, realizó dos visitas en algunas 

comunidades de Uribia, Riohacha, Manaure y Maicao.  
 

La entidad advirtió que, “no se ha podido recolectar debidamente la información para 

presentar los informes solicitados, por lo que se requiere más tiempo”162. Lo anterior, 

toda vez que “este no es un buen momento del año para realizar visitas en territorio 

y llegar a la Alta Guajira. Situación que se agravó con la emergencia y generó 

dificultades de movilidad en el territorio”163. Sin embargo, señaló dos conclusiones 

parciales sobre la seguridad alimentaria.  

 

i. “En el municipio de Uribia se encontró que la implementación del pilotaje 

adoptado por parte de ICBF, atención mediante el PAE de los niños 

escolarizados. Sin embargo, por tratarse de fin de año no están en 

funcionamiento las escuelas por lo que no se pudo realizar verificación de los 

programas ofertados por el ICBF.  

ii. La implementación del modelo de pilotaje en el municipio de Maicao ha tenido 

un contexto distinto de zonas como la Alta Guajira en Uribia, Nazaret, en esta 

zona, de acuerdo con información de líderes comunitarios y otras autoridades 

se están entregando alimentos a través del programa de pilotaje. Pese a lo 

anterior, algunos niños y niñas en asentamientos humanos son trasladados en 

vehículos inseguros hasta las comunidades que tienen autorizado el programa, 

de tal forma que quienes están recibiendo los alimentos no pertenecen a dichas 

comunidades indígenas”164. 

 

A su vez, la Defensoría, en respuesta al oficio del 27 de enero de 2025, envió a esta 

Sala un informe sobre el programa “Pilotaje” y “Modalidad Propia e Intercultural”165. 

Para su ejecución, se programaron visitas en 18 comunidades pertenecientes al 

distrito de Riohacha. De ellas, 12 se lograron, 3 no fueron posibles por motivos de 

seguridad y en 3 no fue atendida la visita.  

 

Las conclusiones reportadas fueron: (i) inconformidades frente a las fechas de inicio 

de cada programa, así como en la priorización y selección de comunidades; (ii) las 

comunidades visitadas no cuentan con los principios de oportunidad, de atención 

integral, caracterización y participación (concertación); (iii) las niñas, niños, mujeres 

 
160 Ibid., pág. 23 
161 Decreto 0907 de 2024, que declaró la situación de calamidad pública en el departamento de La Guajira ante las 

emergencias ocasionadas por la segunda temporada de lluvias y de ciclones tropicales. 
162 Informe de la Defensoría del Pueblo, página 1.  
163 Ibidem. 
164 Ibid., pág. 2 
165 Expediente digital, carpeta 25 Seguimiento objetivo mínimo alimentación, subcarpeta solicitudes, subcarpeta 20-

01-25 Autoridades Wayuu sobre programas alimentación, subcarpeta Respuestas, archivo “12-03-25 Defensoría.pdf” 



gestantes y madres lactantes no reciben estos servicios desde diciembre de 2024; (iv) 

debido al diálogo por parte de las entidades con personas que no son reconocidas 

como autoridades, se han creado nuevas unidades de servicio con diferentes usuarios 

(algunos miembros de otras comunidades), lo que las comunidades denominan 

“trasteo de niños”166, y (v) estas dificultades afectaron la armonía entre las 

comunidades y entre las familias, generando divisiones en el territorio y conflictos 

interclaniles. 

 

Metodología de la verificación: Se programaron visitas en 18 comunidades 

pertenecientes al distrito de Riohacha. Dentro de ellas: se lograron 12 visitas, 3 no 

pudieron visitarse por motivos de seguridad y en 3 no fue atendida la visita. A su 

vez, el informe se divide en dos partes, en primer lugar, la descripción de cada visita 

y, en segundo, las conclusiones generales167.  

 

1. Loma Fresca. Desde el año 2022, la comunidad ha contado con los servicios 

del ICBF en la modalidad Propia e Intercultural, con 3 Unidades Comunitarias 

de Atención (UCA) que atendían a 45 niñas y niños. De 10 a 12 niños se 

trasladaban hasta el Centro de Desarrollo Infantil (CDI) del corregimiento de 

Camarones, con el riesgo de ser transportados en motos (2 o 3 niños por moto, 

además del conductor), lo que pone en peligro la vida e integridad de los 

menores, así como la de otras personas. El resto de los niños quedaba sin 

servicios, queda en lista de espera. Sin embargo, para 2024, se inició la 

modalidad de Pilotaje, que estuvo vigente desde mayo hasta diciembre. 

Durante este período, la comunidad recibió un solo paquete de alimentos 

(mercado), aunque con la limitación de que solo se entregaba un paquete por 

familia. Además, la comunidad manifiesta que durante el tiempo en que 

recibieron servicios de atención, no hubo cobertura total para todos los niños 

y las niñas, ya que solo se entregaba un paquete por familia, 

independientemente del número de niños que tenía cada familia.  

2. La Guásima. Si bien no se han presentado muertes por desnutrición, en el 2024 

se registraron 7 casos de enfermedades diarreicas (EDA). No cuentan con los 

servicios del ICBF. Algunos niños, cuando es posible, deben desplazarse hasta 

la UCA de la comunidad Tocoroma; este traslado se realiza en motocicleta, lo 

que pone en riesgo la seguridad y la vida de los menores. En 2024, solicitaron 

entrar al programa de Pilotaje y recogieron los datos para hacer la 

bioreferenciación, pero no ha llegado el programa.  

3. La Cachaca 3.  En los últimos cuatro años no se han reportado muertes por 

desnutrición. No obstante, en el 2024 se reportó un niño con desnutrición, el 

cual fue identificado por el ICBF y se activó la ruta correspondiente. Para el 

mismo año, la comunidad experimentó una epidemia de diarrea que se trató 

con medicina tradicional, la causa probable se le atribuye a la calidad del agua. 

Manifestaron no tener conocimiento sobre el programa del Pilotaje, pero del 

2022-2024 contaban con una UCA, siempre quedaban niños por fuera, sin 

cupo. A la fecha de la visita (24 de febrero de 2025) los servicios del ICBF no 

habían iniciado. 

 
166 La Veeduría señaló que “los niños se siguen trasteando. Se sigue apropiando al niño como un ‘cupo que se quita y 

se pone’ y no como sujeto de derecho o persona beneficiaria de un programa social del Estado, que está en una 

protección constitucional reforzada”. Cfr. Informe de la Veeduría, pág. 23 
167 Expediente digital, carpeta 25 Seguimiento objetivo mínimo alimentación, subcarpeta Solicitudes, subcarpeta 20-

01-25 Autoridades Wayuu sobre programas de alimentación, subcarpeta Respuestas, archivo “03-04-25 Informe 

Defensoría del Pueblo.pdf”. 



4. Puerto Chentico. Durante el 2024, la comunidad contó con el programa de 

Pilotaje, con una cobertura de 120 familias. La última vez que recibieron el 

paquete alimenticio fue en diciembre de 2024. Este programa fue concertado 

con la comunidad y debidamente socializado.  Para el 2025, se solicitaron 

cupos para 240 familias, sin embargo, en el momento no ha iniciado a pesar 

de haber solicitado oportunamente el inicio del programa. La comunidad 

informa que el ICBF, proporcionó algunos insumos para una enramada que 

está siendo construida por la comunidad para la prestación de servicio de 

atención a la Primera Infancia, esta no ha sido finalizada pues falta la 

adquisición de tejas para la misma. Durante la ola invernal llegó paquetes 

alimenticios para las niñas y niños registrados, por lo que no hubo suspensión 

del servicio. Es menester mencionar, que la comunidad no goza de cultivos, 

esto por la ausencia de agua fija. 

5. La Cachaca I.  Se reportaron 2 casos de riesgo de desnutrición en menores de 

5 años. Además, 2 casos de niños con EDA, que fueron tratados con medicina 

tradicional. La comunidad cuenta con los servicios del ICBF desde el 2023, 

un CDI y bajo la modalidad propia e intercultural. Se hizo el tránsito al Pilotaje 

que funcionó de abril a diciembre de 2024. Problemas con la calidad de 

algunos alimentos.  

6. Tocoromana. Conflicto interno, cuenta con dos autoridades reconocidas. “la 

autoridad manifiesta que existen tratos privilegiados en la implementación. 

Anotando que, al existir una división interna en su comunidad, el ICBF 

desconoce la misma, y le implementó 300 cupos a la otra autoridad en la 

modalidad de Pilotaje, contrario a su caso, donde solicitó 160 cupos y de 

acuerdo con lo anotado por la autoridad Leonela, el ICBF le manifiesta que no 

hay cupos”. Las instituciones no realizan una repartición equitativa en toda la 

comunidad, sino sólo a sus afines, dejando a la otra parte de la comunidad sin 

ningún tipo de beneficio de los planes y programas de las entidades y 

organizaciones. Con la modalidad de Pilotaje ha visto retrocesos, no solo 

porque a la parte de la comunidad que la reconoce como autoridad no le han 

implementado, sino también porque con la Modalidad Propia e Intercultural 

se garantizaba la alimentación y atención integral del niño o niña. Ahora, con 

el pilotaje se utiliza lo que es para un niño o niña para toda la familia, además 

de no gozar de atención integral como lo es la lúdica. “Se observó el 

desconocimiento de las entidades de las divisiones internas de algunas 

comunidades, como lo es Torcoromana, de acuerdo con lo relatado por la 

autoridad y al observarse que parte de la comunidad no goza de ningún tipo 

de modalidad del ICBF. Se observó que en esta comunidad se dio prevalencia 

a una parte de sus miembros, que decidió acogerse a la modalidad de Pilotaje”. 

7. El Colorado. Aunque conocen el contenido del programa Pilotaje del ICBF, 

este aún no ha comenzado, la comunidad decidió hacer el tránsito a esta 

modalidad enviando desde finales de agosto la solicitud a ICBF para que no 

hubiese retrasos en el inicio del programa. Cuentan con 2 UCA, cuentan con 

un micro acueducto desde el 2014, gestionado por el DPS, el cual también 

beneficia a las comunidades de Ocho Palmas y Montes de Pinos. Problemas 

de Movilidad en la época invernal que llegan al punto de interrumpir los 

programas.  

8. Ocho Palmas.  Para el año 2024, operó la modalidad propia e intercultural a 

través de una UCA que atendía 20 niñas y niños, a los que se les daba atención 

desde las 7 am hasta las 3:00 pm, dándoles cinco tiempos de comida. Para la 

vigencia 2025, se solicitó al ICBF por consenso de toda la comunidad el 



tránsito a la modalidad Pilotaje para 51 familias, sin embargo; a la fecha de la 

visita del equipo técnico no se les ha notificado el inicio de este. 

9. Las Delicias. En el resguardo se adelantó la atención de niñas y niños en 

primera infancia por parte del ICBF a través de la modalidad propia e 

intercultural que empezó en el mes de mayo de 2024. Sin embargo, en el mes 

de septiembre de 2024 se envió al ICBF la focalización de 1.300 niños para 

ser atendidos en la modalidad pilotaje, dada la campaña e insistencia del ICBF 

para realizarse el tránsito. 17 peticiones al ICBF sin respuesta. Realizan una 

reunión en la institución etnoeducativa, en ella le entregan documentos que 

quieren sean revisados por la Corte Constitucional. Se habló del 

desconocimiento de las entidades nacionales y departamentales para realizar 

el dialogo genuino con las comunidades, situación que ha generado conflicto 

entre ellas. En ocasiones se ha dialogado y gestionado programas y proyectos 

con personas que no están oficialmente reconocidas por las comunidades o, 

por el contrario, en algunas comunidades existen dos autoridades reconocidas 

y sólo se adelanta dialogo y concertación con una sola. 

10. El Horno. Se han identificado 8 niños en riesgo de desnutrición infantil que 

no están siendo atendidos por el sistema de salud ni en el centro de 

recuperación nutricional. En el mes de septiembre del año 2024, se solicitó al 

ICBF la priorización de la comunidad El Horno para la prestación del 

programa Pilotaje con la focalización y priorización de 30 familias. Sin 

embargo, a la fecha de la visita no se les ha informado sobre el inicio del 

programa denotando preocupación por parte de la autoridad pues es necesaria 

la atención de esta población. 

11.  El Puy. Entre los años 2022 y 2023 fueron atendidos dos niños menores de 

cinco años en el Centro de Recuperación Nutricional. Frente a atención de 

niñas y niños en primera infancia para el año 2024 se prestó a través de la 

modalidad propia e intercultural en una UCA con cobertura a 15 niñas y niños, 

esta modalidad empezó en el mes de mayo y finalizó en el mes de diciembre 

de 2024 dejando ración para vacaciones. Sin embargo, argumenta que dichas 

raciones duran aproximadamente una o dos semanas dependiendo el número 

de personas por familia. Manifiesta que con UCA llevaban 8 años, donde no 

existieron inconvenientes, la alimentación era concertada con las autoridades 

y padres de familia. Para el año 2025 se solicitó en el año 2024 al ICBF el 

transito al pilotaje con la focalización y priorización de 60 familias, sin 

embargo, a la fecha de la visita no se había dado el inicio del programa, según 

la autoridad consultada se le había informado del inicio de la fase de 

alistamiento en la primera semana del mes de marzo de 2025. 

 
Tabla 33. Demografía de las comunidades visitadas por la Defensoría 

Comunidad 
Mujeres 

embarazadas 

Edad mujeres 

embarazadas 

Menores de 

un año 

De 1 a 4 

años 

De 5 a 14 

años 

De 15 a 

18 años 

Loma Fresca 14 Entre 16 y 25 años 110  25 30 

La Guásima 2 Entre 23 y 44 años 1 10 20 22 

La Cachaca 3 5 Entre 27 y 30 años 6 20 30 20 

Puerto Chentico 15 Entre 15 y 28 años No reporta información 

La Cachaca I No reporta información 

Tocoromana de 15 a 20  16 a 30 años 70 80 No se reporta 

El Colorado 4 Entre 28 y 30 años 140 entre 0 y 15 años 

Ocho Palmas 2 No se reporta información 

Las Delicias No se reporta información 

El Horno 5 20-30 años 18 24 50  

El Puy No hay No hay 10 12 30 

Fuente: Elaboración propia con base en el Informe de la Defensoría 



 

Conclusiones 

 

1. El derecho a la alimentación y la seguridad alimentaria de las niñas y los niños 

de las 19 comunidades del pueblo Wayuu ubicadas en el Distrito de Riohacha, 

en los programas ofertados por ICBF, no cuentan con los principios de 

oportunidad, de atención integral, caracterización y participación 

(concertación). 

2. Las comunidades que solicitaron el tránsito al "Pilotaje" no habían sido 

priorizadas o focalizadas por el ICBF al momento de la visita del equipo 

técnico de la Defensoría del Pueblo, a pesar de que la entidad había realizado 

acciones de sensibilización para promover este tránsito de la “Modalidad 

Propia e Intercultural” al "Pilotaje". 

3. Actualmente, las comunidades visitadas no cuentan con los servicios de 

atención a la primera infancia del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 

(ICBF). Los niños, niñas, mujeres gestantes y madres lactantes no reciben 

estos servicios desde diciembre de 2024. 

4. Algunas personas de la comunidad que han sido agentes educativos en las 

UCA manifiestan su deseo de continuar con la Modalidad Propia e 

Intercultural, ya que esta fomenta prácticas pedagógicas interculturales 

dirigidas a la primera infancia, con el objetivo de fortalecer su desarrollo 

integral. Además, se busca promover acciones de cuidado que favorezcan la 

salud, la nutrición y el bienestar, fomentando hábitos y estilos de vida 

saludables tanto en las niñas y los niños como en las mujeres gestantes y sus 

familias. 

5. Frente a la información proporcionada por las comunidades sobre los 

privilegios entre las comunidades que optaron por el “Pilotaje” a las que 

decidieron continuar con la modalidad propia e intercultural, se evidencia 

inconformidad frente a las fechas de inicio de cada programa en el año 2024 

y la priorización y selección de las comunidades para el inicio de la operación 

de los programas de atención a la primera infancia. 

6. Algunas comunidades visitadas informan la ausencia de programas que 

anteriormente existían en su comunidad, debido al dialogo por parte de las 

entidades con personas que no son reconocidas como autoridades, se han 

creado nuevas unidades de servicio con diferentes usuarios (algunos 

miembros de otras comunidades), lo que las comunidades denominan “trasteo 

de niños”. 

7. Es importante resaltar, de acuerdo con lo expuesto por miembros de las 

comunidades, que las formas de priorizar, focalizar y seleccionar a las 

beneficiarias y/o los beneficiarios de los programas de primera infancia, como 

los programas o proyectos desarrollados para superar la ECI, han afectado la 

armonía entre las comunidades y entre las familias, generando divisiones en 

el territorio y conflictos interclaniles. 

8. Todo el esfuerzo institucional realizado en años anteriores para alcanzar el 

impacto en la recuperación nutricional de las niñas y niños del pueblo Wayuu 

atendidos a través de los programas implementados por el ICBF podría 

perderse, debido a la suspensión de la implementación de nuevos programas. 

Como resultado, se ha perdido la continuidad de la atención a la población 

infantil, madres gestantes y lactantes Wayuu. 

 



Finalmente, es importante mencionar que en la mayor parte de las comunidades 

existió interrupción de los programas de atención a la primera infancia, toda vez 

que, desde diciembre de 2024, las comunidades visitadas han estado sin los servicios 

del ICBF. Esto ha dejado a la población infantil y materna sin acceso integral a 

alimentación adecuada y atención en los primeros meses del año 2025. 

Adicionalmente, la falta de consulta previa y concertación con las autoridades 

tradicionales ha generado conflictos entre los líderes comunitarios y el Estado, 

debilitando la implementación efectiva de los programas y aumentando la 

desconfianza en las instituciones. 

 

Anexo número 13 Informe de la Veeduría ciudadana. 

 

La Veeduría envió un informe a la Sala en respuesta al auto del 27 de enero de 2025 

relacionado con el desempeño del ICBF en la ejecución e impactos de los programas: 

“Modalidad Propia e Intercultural”, “Modalidad de Atención Integral” y 

“Pilotaje” en el territorio Wayuu168.  

 

Sobre la implementación del “Pilotaje” en el pueblo Wayuu, mencionó una reunión 

al interior del MESEPP169, en la que el ICBF manifestó que este programa permitió 

un incremento en todas las modalidades de cobertura de primera infancia al pasar de 

95.994 niños atendidos en el 2023 a 198.005, lo que representaba un incremento del 

106%. A su vez, la Veeduría advirtió que, de acuerdo con el informe presentado por 

la Consejería, la cobertura en todas las modalidades de primera infancia fue de 

141.214 niñas y niños beneficiarios en el 2024, lo que implica un incremento del 

15% frente al 2023. Al comparar los datos de la modalidad anterior (modalidad 

propia e intercultural) que alcanzaba las 68.936 niñas y niños Wayuu como 

beneficiarios, el “Pilotaje” muestra un crecimiento del 23% frente a la modalidad 

anterior170.  

 

En un espacio de deliberación con diferentes actores Wayuu171, abordó la oferta 

institucional del ICBF con énfasis en el “Pilotaje”.  Allí, el ICBF explicó que el éxito 

del nuevo modelo de atención radica en que los recursos son manejados por 

asociaciones indígenas constituidas por autoridades territoriales y ancestrales que, 

unificadas, pueden manejar la implementación del modelo dentro de sus propios 

territorios y evitar el traslado de niños de comunidad en comunidad, como sucedía 

en el modelo de las UCAS172. Sin embargo, “las comunidades vinculadas a las 

Unidades de Atención no cuentan con el músculo financiero necesario para el 

sostenimiento de las operaciones exigidas por el programa mientras se logran 

gestionar los recursos del ICBF”173.  

 

La Veeduría afirmó que, pese a los esfuerzos para ampliar la cobertura de los 

programas de atención, persisten deficiencias estructurales y operativas que afectan 

el cumplimiento efectivo de la Sentencia T-302 de 2017 y la garantía de los derechos 

 
168 Expediente digital, carpeta 25 Seguimiento objetivo mínimo alimentación, subcarpeta solicitudes, subcarpeta 20-

01-25 Autoridades Wayuu sobre programas alimentación, subcarpeta Respuestas, archivo “11-02-25 Veeduría.pdf” 
169 Puntualmente, del Comité técnico de Derecho Humano a la Alimentación y Desarrollo de Capacidades Productivas, 

llevada a cabo en la ciudad de Riohacha el 27 de junio de 2024. 
170 Sin tener en cuenta la periodicidad y la continuidad del servicio.   
171 Los actores referenciados son: líderes, docentes, madres cabezas de hogar, lideresas y autoridades tradicionales 

Wayuu de (62) comunidades. 
172 Ibid., pág. 19 
173 Ibid., pág. 20 



de las y los niños Wayuu174, debido a la limitada cobertura de los programas, la 

precariedad de la infraestructura, la falta de articulación intercultural e 

interinstitucional y las dificultades en la administración de los recursos.175 

 

A su vez, la Veeduría alertó sobre la persistencia de bloqueos y protestas sociales por 

parte de las comunidades indígenas, lo que, en sus palabras, “evidencia la 

insatisfacción con la gestión de los programas”176. Aunado a ello, subrayó la 

inestabilidad laboral del talento humano y la ausencia de procesos de capacitación 

adecuados, de un seguimiento y supervisión rigurosa de la ejecución y de indicadores 

de salud y nutrición, lo que impide la medición precisa de los avances frente a la 

mitigación de la crisis humanitaria.   

 
Tabla 34. Conclusiones de la Veeduría sobre la ejecución e impactos de los programas: “Modalidad Propia e 

Intercultural”, “Modalidad de Atención Integral” y “Pilotaje” en el territorio wayuu. 

Resumen de la acción 

El modelo parte de considerar que las comunidades se encuentran inmersas en una 

pérdida progresiva de su cultura, busca articularse con los planes de salvaguardia y hacer 

uso de prácticas pedagógicas177. A su vez, propone un sistema de bilingüismo, con énfasis 

en la transmisión del conocimiento y en la entrega de alimentación. También, genera 

alertas a las IPS178.  

“una atención integral territorializada que, de manera participativa, concertada a la lógica 

permita el desarrollo integral de la niñez wayuu con miras a constituir un modelo propio 

de atención para la pervivencia cultural y un sistema de cuidado, desarrollo y protección 

integral de sus niños, niñas y adolescentes”179 

Aspectos positivos 

La democratización de la participación y la propensión a incentivar de la contratación 

pública bajo diferentes formas asociativas de origen comunitario, y economía popular 

entre ellas de origen indígena. 

Se garantiza la atención de las necesidades focalizadas de las comunidades indígenas, lo 

que permite activar la economía local de pequeños productores 

La contratación de talento humano especializado existente en las comunidades 

Una dirección del ICBF abierta al diálogo, empática y capaz de llegar a acuerdos para 

producir cambios 

Sobre la 

estructuración del 

modelo de atención 

No existe evidencia que en el proceso tuvieran en cuenta algunas de las propuestas del 

anexo 3 de la Sentencia T-302 de 2017 

Los niños se siguen trasteando. Se sigue apropiando al niño como un “cupo que se quita 

y se pone” y no como sujeto de derecho o persona beneficiaria de un programa social del 

Estado, que está en una protección constitucional reforzada. 

Por las diferentes cifras que se exponen en el informe tomado como referencia, es 

evidente que las de cobertura del programa presentan contradicciones entre sí, por lo que 

hace que la iniciativa tenga una cobertura incierta. Lo mismo ocurre con el indicador de 

continuidad, ya que en muchas de las comunidades el servicio solo se ofreció entre junio 

y octubre del 2024 

Selección objetiva de 

proveedores 

Dificultad para seleccionar de manera objetiva y transparente la selección del contratista 

debido a la existencia de memorandos condicionantes inaplicables a la naturaleza jurídica 

de las asociaciones 

La dilación en los términos en la selección y publicidad en la contratista no hace posible 

la continuidad de la atención de los niños durante el año. 

Operación del 

programa y su 

desarrollo integral 

La operación del programa se encuentra limitada por la discrecionalidad que tiene el 

ICBF, ya que este puede en cualquier momento por cambio en la voluntad de líderes y/o 

autoridades proceder a modificar los contratos formalizados y liberar recursos, sin prever 

o garantizar el cuidado, atención, salud, vida y derecho superior a los niños que se quedan 

sin atención, lo que afecta directamente a los niños en riesgo de desnutrición. 

Las debilidades administrativas del ICBF también inciden en la continuidad de la 

prestación de los servicios, dado que la temporalidad de la contratación resulta ser 

diferente para los operadores, lo que genera interrupciones periódicas en los servicios y 

molestias en las comunidades por la incertidumbre de un nuevo inicio. 

 
174 Ibid., pág. 24 
175 Ibidem.  
176 Ibid. 
177 Informe de la Veeduría, pág. 9 
178 Ibid., pág. 10 
179 Ibid., pág. 10-11  



El modelo de atención se hace vulnerable ante la negociación que surge entre el operador 

de la Unidad de Atención y la autoridad en las comunidades. Muchas veces la selección 

del recurso humano es realizada sin tener en cuenta las capacidades específicas solicitadas 

en la prestación del servicio, lo que hace que las acciones pedagógicas y vigilancias a las 

condiciones de desnutrición de los niños no se desarrolle efectivamente. Esta negociación 

desnaturaliza el modelo de atención integral que se encuentra basada en una vigilancia 

permanente al desarrollo educativo del niño y a su entorno familiar. 

Se presentan demoras reiteradas en los desembolsos. Si bien el contratista pueda poseer 

solvencia relativa para sostener la operatividad la dilación excesiva del pago puede 

ocasionar la insolvencia del pequeño contratista, lo que conlleva a las comunidades se 

tomen vías de hecho, entre otros. 

El modelo plantea una fuerte articulación con las instituciones del sector de la salud, que 

en la práctica es muy débil debido a casos de dilación de las entidades de salud en casos 

urgentes. 

Los contratistas operan en un contexto de inseguridad ya que en algunas zonas han sido 

sujetos de hurto de sus vehículos, paquetes alimentarios y bienestaharina. 

Propuesta 

La adopción de medidas urgentes y sostenibles dirigidas a mejorar la infraestructura, la 

implementación de estrategias de seguridad alimentaria culturalmente pertinentes, la 

agilización de los procesos administrativos y la consolidación de un modelo de 

gobernanza participativo180. 

Fuente: Informe de la Veeduría Ciudadana, pág. 22-24 

 

 

 
 

Anexo número 14. Información sobre los conceptos de expertas y expertos.  

 

En el marco de la inspección judicial realizada en septiembre de 2021181 el centro de 

estudios Dejusticia enfatizó en la interdependencia de los derechos, principalmente 

entre el derecho al agua potable y a la alimentación. A su vez, consideraron que la 

ausencia de fuentes de agua potable se encuentra asociada, no solo a factores 

medioambientales, sino también, a las deficientes políticas públicas. Lo que, en 

últimas, implica el desconocimiento de la obligación estatal de facilitar el derecho a 

la alimentación.  

 

 
180 Ibid. pág. 24 
181 Ordenada en el Auto 443 de 2021. Los informes estuvieron a cargo de Dejusticia, como expertos constitucionales 

y de Gloria Pinzón Villate. Los dos primeros informes se basaron en un recorrido de cinco (5) comunidades: (i) la Pila 

Pública de Porky (Manaure); (ii) la comunidad de Guarralakatshi (Manaure); (iii) Lacantama (Manaure); (iv) 

Ishashimana (vía Manaure-Uribia), y (v) Media Luna (Uribia) 

Gráfica 3. Afectaciones a la movilidad y a los mercados 



Este concepto resaltó la importancia de que las entidades a cargo de los indicadores 

de la desnutrición infantil presentaran tanto las cifras, como la metodología para la 

obtención de los datos, que “resultan claves para la puesta en marcha de 

intervenciones estatales”182. Dejusticia concluyó que ante la imposibilidad de las 

comunidades de garantizar su seguridad alimentaria por medio de prácticas 

tradicionales de producción y alimentarias, la disminución de las raciones de comida 

entregadas por el ICBF y la baja frecuencia de sus entregas, la ausencia de una 

infraestructura y de un mínimo de agua potable para la cocción e higiene de los 

alimentos y la ausencia de un sistema que permita a toda la población infantil acceder 

a los cupos de la UCA, no se satisfacía el derecho fundamental a la alimentación 

adecuada183. 

 

La experta Gloria Pinzón Villate identificó, en relación con los programas de 

atención alimentaria Modelo Propio Intercultural y 1000 días para cambiar el mundo, 

la presencia de productos comestibles ultraprocesados (PCUs)184, dirigidos a niñas y 

niños de 6 a 11 meses, advirtiendo la necesidad de replantear el uso de estos 

productos185. Concluyó que no se había cumplido el objetivo y se estaba violando el 

derecho a la alimentación”186.  
 

El tercer informe, presentado en el marco de la inspección judicial entre el 17 y 21 

de abril de 2023187, a cargo del Dr. Gustavo Cediel Giraldo, se basa en las 

observaciones realizadas durante el recorrido de 21 comunidades pertenecientes a 

los municipios de Maicao, Manaure, Riohacha y Uribia188. El experto afirmó que “no 

existen avances en lo planteado en la Sentencia T-302 del 2017”189. Frente a los 

avances estructurales, las comunidades declararon que son casi nulos. Además, se 

percibieron dos problemáticas reiteradas: la falta de gobernanza en los procesos de 

las soluciones y la falta de articulación entre las comunidades y las entidades 

gubernamentales.190 

 

El informe clasificó sus recomendaciones en dos grupos. El primero encara las 

acciones en términos de las preocupaciones urgentes. Allí recomendó: (i) aplicar el 

Plan ordenado en el Auto 696 de 2022; (ii) transitar de la atención focalizada a la 

atención universal en los diferentes programas alimentarios191; (iii) involucrar 

siempre espacios de consenso con la comunidad192; (iv) mejorar los mecanismos de 

 
182 Ibid., pág. 29  
183 Ibid., pág. 21.  
184 “Los productos ultraprocesados suelen contener pocos o ningún alimento entero. Son formulaciones industriales 

principalmente a base de sustancias extraídas o derivadas de alimentos, además de aditivos. Los ingredientes, y los 

diversos métodos de fabricación y técnicas de procesamiento usados (por consiguiente, “ultraprocesados”), crean 

productos listos para el consumo duraderos, accesibles, atractivos, de sabor muy agradable y altamente rentables”. 

Expediente digital, carpeta 08 Auto 443 de 2021 Inspección judicial del 24-09-21, subcarpeta 

61Auto15Diciembre2021TrasladoInformesPeritos, subcarpeta Anexos, 

RV_Auto_que_corre_traslado_informes_de_peritos_T-302_17.zip, archivo “Informe alimentación_.pdf”, página 18 
185 Ibidem, página 19 
186 Ibid., página 21 
187 Ordenada en el Auto 274 de 2023.  
188 (i) 3 de abril, (ii) Perroutalimana, (iii) Nueva Venezuela, (iv) Siwolu, (v) Choloisirra. (vi) Jaiparen, (vii) Poroporo, 

(viii) Puerto Estrella, (ix) Siapana, (x) Karrapuzer, (xi) Flor de la Guajira, (xii) Media Luna, (xiii) Isashimana; (xiv) 

Lacantamana; (xv) Guarralakatshi; (xvi) Urraichichon 1, (xvii) Sumai-wayuu (las delicias), (xviii) La Gloria; (xix) 

Toromana; (xx) Patsurrari, y (xxi) Parrantial. 
189 Expediente digital, carpeta 19 Auto 274 de 2023 Ordena inspección judicial (17 a 21 abril-2023), subcarpeta 

Informes posteriores a inspección, subcarpeta Expertos, archivo “28-07-23 Informe alimentación” página 14.  
190 Ibid. pág. 14 
191 Debido a que las carencias de agua, alimentación y la presencia de hambre generalmente se viven en todos los 

miembros de la comunidad. 
192 Recomienda actuar con operadores locales para lograr una adecuada interacción y actualización de la situación de 

las comunidades de acuerdo a su cultura alimentaria. 



reconocimiento y acción frente a los casos de desnutrición193; (v) realizar 

diagnósticos actualizados sobre la situación de la niñez Wayuu, y (vi) atender el 

reclamo sistemático de las diferentes comunidades sobre la falta de cobertura, 

cantidad, calidad y pertinencia cultural de la atención alimentaria194.  
 

El segundo grupo de recomendaciones propone acciones dirigidas a la reparación de 

las fallas estructurales: (i) aplicar un enfoque de derecho -dejar a un lado el 

asistencialismo- en el abordaje del hambre en la niñez Wayuu195; (ii) trabajar por la 

soberanía y seguridad alimentaria en función del desarrollo territorial196; (iii) 

construir una política para alcanzar la autonomía y soberanía alimentaria del pueblo 

Wayuu197; (iv) construir lo antes posible el MESEPP, (v) integrar un grupo 

académico con experticia en la temática de alimentación saludable, solidaria y 

sustentable sin conflicto de intereses.  

 

A continuación, se muestra una gráfica elaboraba por el experto Dr. Gustavo Cediel 

Giraldo, en el marco de la inspección judicial del 2023, que ilustra su concepto 

técnico: 

 
Gráfica 4. Concepto técnico a la luz del cumplimiento de los objetivos 

constitucionales mínimos sobre alimentación de la Sentencia T-302 del 2017. 

 
Tabla 35. Descripción de lo encontrado en la segunda inspección referente a lo alimentario (17-21 de abril de 

2023) 

# Aspectos identificados Contenido 

1 
Identificar el número total de niñas, 

niños y adolescentes Wayuu 

“[E]l sub-registro ha limitado la posibilidad de implementar la cobertura 

y frecuencia adecuada de atención. Sin este reconocimiento se dificulta 

reconocer la verdadera magnitud del problema alimentario en la niñez 

 
193 A su vez, hacer un constante seguimiento por parte de los órganos de control para identificar a tiempo las posibles 

fallas en los programas.  
194 Además, evitar la inclusión de productos comestibles ultraprocesados, garantizando la entrega de agua potable como 

nutriente esencial para la vida en todas minutas (ICBF y PAE) y la pertinencia cultural de la alimentación suministrada. 
195 “las estrategias contra el hambre enfocadas en el suministro de alimentos (asistencialismo) son teóricamente 

defectuosas, empíricamente inútiles y en política pública peligrosas y engañosas. Por lo tanto, se recomienda transitar 

gradualmente del enfoque asistencial en la atención del hambre hacia un enfoque de derecho con cambios estructurales 

que garanticen la gobernanza del pueblo Wayuu en sus formas alimentarias teniendo en cuenta que los derechos al 

agua, a la alimentación y a la salud, son conexos, como se manifiesta en la Sentencia T-302 del 2017” pág. 20 
196 “el concepto de soberanía alimentaria parte justamente de constatar la asimetría en los distintos mercados y espacios 

de poder involucrados. Apelando al papel equilibrador que puede jugar un estado democrático, y concibe que los 

alimentos son más que mercancías” pág. 20 
197 “es importante plasmar un plan articulado de acciones entre las entidades gubernamentales y locales con la 

comunidad, para instalar una política pública que garantice realmente la soberanía alimentaria del pueblo Wayuu y 

que no dependa de los intereses comerciales o del gobierno de turno” página 21.  



Wayuu y, por lo tanto, la posibilidad de implementar estrategias 

alimentarias (i.e., programas sociales) para la 

solución de la[s] dificultades de manera adecuada en toda la población 

afectada”.  

2 

Conocer a qué comunidad, 

corregimiento, asentamiento, 

barrio o cualquier otro tipo de 

organización comunitaria 

pertenece 

La inspección se realizó en comunidades preseleccionadas por la Sala.  

3 

Establecer cuál es el estado 

nutricional de cada niña, niño y 

adolescentes 

“La metodología de trabajo no permitió recolectar la información exacta 

del estado nutricional de cada niño, niña o adolescente que se encontraba 

en las comunidades visitadas. Sin embargo, las comunidades emitieron 

señales de alarma sobre la mortalidad por desnutrición y la falta de 

cuidado y atención oportuna ante los casos presentes”. 

4 

Determinar qué medidas de 

atención alimentaria se deben 

implementar, en caso de padecer 

desnutrición o de encontrarse en 

riesgo de padecerla 

Presentaron inconformidades relacionadas con el ICBF y el Ministerio 

de Educación tales como: falta de diálogo comunitario; malas 

condiciones de las UCA; poca cobertura de sus programas; la atención 

alimentaria debería ser universal y falta de articulación entre las 

entidades.  

5 

Definir qué tipo de carencias tienen 

las comunidades donde residen en 

materia de seguridad alimentaria 

La primera carencia se centra en el desabastecimiento del agua, tanto 

para el consumo como para el cultivo. Además, resaltan la necesidad de 

contar con una gobernanza del pueblo Wayuu. Solicitaron la creación de 

una entidad territorial indígena.      

6 

Garantizar que las niñas y niños 

puedan tener alimentos en calidad 

y cantidad suficientes para 

satisfacer las necesidades 

alimentarias con pertinencia 

cultural 

Ausencia de diálogos que permitan que los alimentos cuenten con 

pertinencia cultural. Se encontró que algunos de los productos 

planificados son comestibles ultraprocesados y no se está incorporando 

los requerimientos de agua potable para cada niño y niña en cada día. 

7 

Aumentar la frecuencia y la 

cantidad de las raciones que se 

entregan a las niñas y niños 

Wayuu. 

Persiste la insuficiencia alimentaria, las cantidades de alimentos duran 

menos de lo planteado, especialmente porque en las familias 

generalmente hay más niños y niñas de los registrados en los programas.  

8 

Mejorar la comunicación con las 

comunidades y conocer de manera 

permanente la situación actual de 

cada una de las niñas y de los niños 

que allí residen. 

Necesidad de ser escuchados, de mejorar la comunicación con las 

instituciones y de ser partícipe de los programas.   

9 
Aumentar los equipos de búsqueda 

activa de los casos de desnutrición. 

Si bien algunas comunidades reconocieron ser visitados por estos 

equipos, existe consenso sobre la importancia de aumentar el número de 

visitas y las dificultades para el diagnóstico. 

10 Otros 

Se identifican problemas derivados del acceso a la tierra (quejas por 

desalojo); carencia de una infraestructura adecuada en materia de vías y 

en las condiciones de las UCA.   

11 
Compromisos adquiridos por las 

instituciones. 

El ICBF se comprometió a enviar la lista de las familias pertenecientes 

al programa “1000 días para cambiar el mundo” y un censo comunitario 

actualizado que indique cuántos niños y niñas están desnutridos o con 

riesgo de desnutrición; el Ministerio de Educación se comprometió a 

suministrar agua potable dentro del programa PAE. El representante de 

salud del municipio de Uribia se compromete a reforzar las visitas 

extramurales para detectar los casos de desnutrición. 

Fuente: Informe del experto en seguridad alimentaria, pág. 8-13 

  



 

Anexo número 15. Peticiones recibidas en relación con el ICBF  

 
Tabla 36. Información allegada a la Sala sobre la Modalidad Atención Integral Pueblo Wayuu y su 

implementación por medio del Pilotaje 

# Enviado por Fecha 

1 Autoridades Wayuu del Distrito de Riohacha  20 de enero de 2025 

2 
Juzgado Primero Administrativo de Maicao: pone en conocimiento acción de 

tutela  
25 de noviembre de 2024 

3 Consejo de Estado: remite expediente 07 de noviembre de 2024 

4 Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Maicao 23 de septiembre de 2024 

5 Juzgado Primero Administrativo Mixto del Circuito de Riohacha 17 de junio de 2024 

6 
Proceso organizativo de las Autoridades Wayuu de Maicao para el 

cumplimiento de la Sentencia T-302/17 
31 de mayo del 2024 

7 
Autoridades Tradicionales del Resguardo indígena “Mañature” y del Resguardo 

indígena “Soldado párate bien” (Solicitud al ICBF con copia a la Sala Especial) 
13 de octubre de 2023 

Elaboración propia con base en las peticiones e información allegada a la Sala. 

  



 

Anexo número 16. Gráficas sobre las muertes, proporcionalidad y tasa de 

mortalidad de las niñas y niños Wayuu en La Guajira 
 

 Tabla 37. Muertes en menores de 5 años por Desnutrición Aguda (DNT) 

Territorio 2018 2019 2020 2021 2022 2023 2024 Total 

Uribia 13 17 9 8 34 35 14 130 

Manaure 7 2 4 7 20 8 9 57 

Maicao 23 15 15 15 15 10 6 99 

Riohacha 12 6 6 6 10 8 12 60 

SUBTOTAL 55 40 34 36 79 61 41 346 

La Guajira 61 46 37 43 91 66 50 394 

Colombia 264 263 160 197 347 301 235 1.767 

Elaboración propia con base en la información del INS198 

 

Tabla 38. Proporciones de las muertes de niñas y niños Wayuu menores de 5 años por DNT (2018-2024) 

Territorio Global (IRA, EDA, DNT) DNT Proporción  

Colombia 5464 1767 32% 

La Guajira 849 394 46% 

Municipios priorizados 729 346 47% 

Proporción global de La Guajira frente al global del país   16% 

Proporción del DNT de La Guajira frente al DNT del país  22% 

Proporción del DNT de La Guajira frente al global del país  7% 

Proporción global de los municipios priorizados frente a La Guajira 86% 

Proporción del global de los municipios priorizados frente al global del país  13% 

Proporción del DNT de los municipios priorizados frente al global de La Guajira 41% 

Proporción del DNT de los municipios priorizados frente al DNT del país 20% 

Proporción del DNT de los municipios priorizados frente al global del país 6% 

 
Gráfica 5. Tasa de mortalidad por cada 100.000 menores de 5 años por 

Desnutrición Aguda (DNT) 

 
 

Fuente: elaboración propia con base en la información del INS199 

Anexo número 17. Síntesis de la información allegada durante el seguimiento 

en relación con el objetivo constitucional mínimo segundo 

 
198 La información fue tomada en el siguiente enlace: 

https://app.powerbi.com/view?r=eyJrIjoiZDhkY2MxNjQtODQ1Yi00MWZiLTk4N2QtMjJiYmIxNmM0OGFkIiwid

CI6ImE2MmQ2YzdiLTlmNTktNDQ2OS05MzU5LTM1MzcxNDc1OTRiYiIsImMiOjR9 
199 Ibidem. 



 
 

Gráfica 6. Síntesis de la información allegada durante el seguimiento en relación con el objetivo constitucional 

mínimo segundo 


